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El análisis económico de la política ambiental es un área de especial interés de 
la Universidad Javeriana y en particular de su Facultad de Ciencias 
Económicas y Administrativas. En esta edición de  Documentos de Economía 
presentamos tres resultados de investigación obtenidos recientemente sobre 
estos aspectos en el Departamento de Economía. 
 
El primer ensayo, de nuestro distinguido profesor Guillermo Rudas Lleras, 
analiza las implicaciones de las reformas institucionales de principios de la 
década pasada sobre el sector público encargado del diseño y ejecución de la 
política ambiental en el país. Es una contribución al actual debate sobre la 
reforma del Estado, en términos del análisis de la asignación de recursos 
públicos y privados en el marco de la implementación de la política ambiental.  
 
El segundo ensayo, del mismo autor, aporta elementos de juicio particulares 
sobre la potencialidad de las tasas retributivas por contaminación de las aguas 
como instrumento e conómico de política de regulación de la contaminación 
industrial. Una de las conclusiones centrales de este análisis se refiere a la 
potencialidad que tienen estas tasas como señal para incentivar al sector 
manufacturero a reducir la contaminación en la fuente, al menor costo posible. 
Pero además llama la atención sobre los riesgos de usar este tipo de 
instrumentos para resolver problemas de manejo los desechos residenciales en 
las ciudades, ya que según este análisis esos problemas tienen naturaleza y 
comportamientos radicalmente distintos y deben ser enfrentados con otro tipo 
de decisiones de política.  
  
Finalmente el tercer ensayo es el resultado del Trabajo de Grado adelantado 
por nuestras estudiantes de Economía Saida Reales y Liz Duarte, bajo la 
dirección del profesor Rudas. Allí se analiza la metodología propuesta por 
Naciones Unidas para incorporar criterios de clasificación de información para 
que los sistemas de contabilidad nacional puedan aportar mayores elementos 
de juicio para el diseño, el seguimiento y la evaluación de la política 
ambiental. Este análisis se ilustra con los alcances y limitaciones de esta 
propuesta metodológica cuando se avanza en su aplicación en diversos países 
del mundo, entre ellos Colombia. 
 
Los tres artículos de este volumen se enmarcan de manera clara dentro de las 
prioridades de investigación y docencia de la Universidad Javeriana. Se 
presentan aquí entonces como una contribución a la compresión y al debate 
alrededor de problemas nacionales de alta relevancia. 
 
Como siempre en la Javeriana, los comentarios de nuestros lectores serán muy 
bienvenidos. Nosotros crecemos en el diálogo. 
 
Guillermo Galán Correa 
Decano Académico 
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POLÍTICA AMBIENTAL EN COLOMBIA: 
REFORMA INSTITUCIONAL Y FINANCIACIÓN 
 





La reforma institucional durante la década pasada se caracteriza por un crecimiento 
de las instituciones públicas ambientales, acompañado por un incremento sostenido de 
recursos públicos asignados a la implementación de la política ambiental. El país en su 
conjunto está atendido por distintos tipos de entidades ejecutoras de la política ambiental; y 
los recursos de presupuesto público asignado a esta política llegan a representar cerca del 
0.5% del PIB (pudiendo acercarse al 1% del PIB si se suman los recursos privados 
asignados para tal fin) Sin embargo la carencia de indicadores de resultados impiden 
establecer la eficiencia de las instituciones y de los recursos asignados. De todas formas 
resaltan dos vacíos fundamentales: la alta concentración de recursos en muy pocas 
instituciones, sin consistencia con la magnitud de las responsabilidades a su cargo; y la 
inconveniencia de asignar simultáneamente a las mismas instituciones funciones de 
ejecución de la política ambiental y de controladoras de la ejecución de las mismas. Se 
                                                 
(*) Economista. MSc en Economía Ambiental y de los Recursos Naturales ( University College London). 
Profesor Asociado del Departamento de Economía de la Universidad Javeriana. Una versión preliminar de 
este trabajo se presentó en  el foro  Reforma del Sistema Nacional Ambienta: Riesgos y Oportunidades, 
realizado en Bogotá el 16 y 17 de julio del presente año por iniciativa del Foro Nacional Ambiental, Fescol, 
Fedesarrollo, Conservación Internacional la Fundación Alejandro Angel Escobar, la GTZ, la Facultad de 
Adm inistración de la Universidad de los Andes y Tropenbos. Esta versión fue sometida a revisión con base en 
información original de la Contraloría General de la República procesada por Lina Barrios, asistente de 
investigación del Departamento de Economía de la Universidad Javeriana. 6 
recomienda por una parte reforzar los mecanismos de financiación y de inversión 
ambiental, con señales de mercado que incentiven cambios de comportamiento de los 
distintos sectores; además se recomienda separar i nstitucionalmente las funciones de 
inversión de las de control del impacto ambiental de las distintas actividades, incluidas las 
adelantadas por las corporaciones ambientales. 
 
Introducción 
Con la expedición de la Ley 99 a finales de 1993, se inicia en el país una profunda 
reforma del sistema institucional relacionado con la política ambiental y de los recursos 
naturales renovables. Se crea el Ministerio del Medio Ambiente como organismo rector y 
se concibe un Sistema Nacional Ambiental (SINA) conformado institucionalmente por las 
entidades del estado responsables de la política ambiental, por organizaciones comunitarias 
y no gubernamentales y por entidades públicas, privadas o mixtas que realizan 
investigación en el campo ambiental.
  
Para propender por la coordinación intersectorial se crea un Consejo Nacional 
Ambiental, presidido por el Ministro del Medio Ambiente y conformado además por los 
ministerios de Agricultura, Salud, Desarrollo, Minas y Energía, Educación, Obras Públicas 
y Transporte, Defensa y Comercio Exterior, el DNP, el Defensor del Pueblo, el Contralor 
General, el Presidente de Ecopetrol y el Presidente del Consejo Nacional de Oceanografía. 
Además participan en este Consejo representantes de los gobernadores, de los alcaldes, de 
las comunidades étnicas, de los gremios de la producción agrícola, forestal, industrial, 
minera y del sector exportador, de organizaciones ambientales no gubernamentales y de las 
universidades. 
La investigación científica ambiental se le asigna a su vez a cinco institutos especia-
lizados: el Ideam, encargado de investigaciones en hidrología, meteorología y estudios 
ambientales; el Invemar, especializado en investigaciones marinas y costeras; el Instituto 
Humboldt, orientado a la investigación de recursos biológicos; el Instituto Sinchi encargado 
de investigaciones científicas amazónicas; y el Instituto de Investigaciones Ambientales del 
Pacífico.  
Pare efectos de la ejecución de políticas ambientales locales y regionales se 
reestructuraron 17 corporaciones autónomas regionales existentes y se crearon 16 nuevas 
corporaciones. Dentro de las múltiples funciones que se les asignan a estas corporaciones 
resaltan dos: su papel como entes regulatorios y de control del cumplimiento de la 
normatividad ambiental; y sus funciones como entidades encargadas de ejecutar una amplia 
gama de acciones de inversión en obras de infraestructura relacionadas con el manejo 
ambiental y de los recursos naturales no renovables. De manera complementaria, para el 
caso de los centros urbanos de más de un millón de habitantes (Bogotá, Cali, Medellín y 
Barranquilla) se crean entidades ambientales especiales --dependientes de las autoridades 
municipales o distritales-- que ejercen funciones de autoridad ambiental en el área urbana.  
Una de las funciones c entrales asignadas en su conjunto al SINA es la 
estructuración y operación de un sistema de información ambiental. Aunque varias de las 7 
instituciones de este sistema tienen asignadas responsabilidades específicas al respecto, 
todavía no cuenta el país con  una base de datos que permita analizar la evolución y el 
estado actual de la calidad del ambiente y de los recursos naturales en Colombia. Frente a 
esta circunstancia, la posibilidad de evaluar los resultados de la reforma institucional es 
bastante restringida. Teniendo en cuenta esta limitación, el presente análisis se centra en 
dos aspectos básicos: la evolución de la inversión pública en asuntos ambientales; y el 
análisis de las corporaciones cumpliendo de manera simultánea funciones como entes 
reguladores ambientales y como ejecutores de la inversión pública. Frente a este último 
aspecto, se identifican algunos conflictos de intereses que surgen del cumplimiento de estos 
dos tipos de funciones por parte de las mismas instituciones.  
Por otra parte se hace un análisis de un tipo de instrumentos de política que en los 
últimos años viene adquiriendo relevancia en muchas partes del mundo: la utilización de 
señales de precio para incentivar mejoras en la calidad del medio ambiente, a los menores 
costos económicos y sociales posibles. Finalmente se sugieren algunas recomendaciones de 
política a partir de las conclusiones del presente análisis. 
Evolución de la inversión ambiental 1990-1998 
La inversión en asuntos ambientales sufrió, a raíz de la reforma institucional del año 
1993, una marcada reactivación. En efecto desde principios de la década el momento de 
entrar en vigencia la reforma del sector ambiental se registra una tendencia relativamente 
estable de los recursos asignados para efectos de las políticas de protección y recuperación 
del medio ambiente y de los recursos naturales. Sin embargo a partir de 1994 se produce un 
notable incremento de estos recursos, los cuales si bien presentan posteriormente una ligera 
tendencia a la baja no llegan en el período estudiado a bajar ni siquiera hasta los niveles 
más elevados de asignación antes de la reforma. (ver tabla 1 y gráfico 1).
1 
Este cambio de nivel en los recursos asignados a la ejecución de la política 
ambiental se refleja también en la participación de del  presupuesto asignado al tema 
ambiental dentro del producto interno bruto (PIB). Previamente a la reforma los recursos 
públicos asignados al medio ambiente a duras penas sobrepasaban el 0.3% del PIB, para 
alcanzar su máximo nivel en el año 1991 con 0.37%. Cuando entra a operar la reforma 
(1994) esta participación registra un fuerte repunte (0.47%) para entrar posteriormente en 
una etapa de descenso hasta llegar nuevamente a los niveles máximos alcanzados antes de 
la reforma. (ver tabla 2 y gráfico 2).
2 
 
                                                 
1 Ante la carencia de información anual consistente, aquí se hace referencia únicamente a las inversiones 
realizadas por entidades de carácter nacional y por las corporaciones autónomas regionales y de desarrollo 
sostenible. No se incluyen aquí por tanto inversiones de los departamentos, ni de los municipios y de los 
grandes centros urbanos.  
2 Los niveles de participación se presentan para las dos series del PIB reportadas por el Dane: la construida 
tomando como año base 1975 y aplicando la Revisión 3 de la metodología sugerida por Naciones Unidas; y la 
construida tomando como año base 1994 y aplicando la metodología del Sistema de Cuentas Nacionales de 
1993 (SCN 93).  8 
Tabla 1 
Recursos Públicos Ambientales Nacionales 
1990-1998 
(Miles de millones de $ constantes de 1990) 
Año  Valor  Variación 
1990  61.0   
1991  76.7  0.26 
1992  69.2  -0.10 
1993  72.8  0.05 
1994  115.0  0.58 
1995  108.6  -0.06 
1996  114.7  0.06 
1997  102.1  -0.11 
1998  96.3  -0.06 
Fuente: Cálculos este estudio, con base en  
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1990  20,228     61.0  0.30%    
1991  26,107     97.3  0.37%    
1992  33,515    109.8  0.33%    
1993  43,898    141.6  0.32%    
1994  57,982  67,533  274.4  0.47%  0.41% 
1995  73,511  84,439  309.5  0.42%  0.37% 
1996  89,524  100,711  397.5  0.44%  0.39% 
1997  108,189(**)  121,708  416.4  0.38%  0.34% 
1998  125,996(**)  141,741  458.4  0.36%  0.32% 
(*) Miles de millones de pesos corrientes 
(**) Estimado con base en crecimiento del PIB-Base 94 
Fuentes: Cálculos este estudio, con base en datos CGR 
(corporaciones) y DNP-DPA-JABO (otras instituciones) 
PIB: Dane.  
 
Gráfico 2
Participación de Recursos Públicos Ambientales 
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Si se tiene en cuenta el gasto en que incurren los particulares para la protección 
ambiental, el peso de la asignación de recursos para la implementación de la política 
ambiental sobre el PIB sería considerablemente mayor. Al respecto solo se dispone de 
alguna información fragmentaria (gasto de la industria en protección ambiental) y para unos 
pocos años (1990 a 1992) como resultado del Proyecto Piloto de Contabilidad Económico 
Ambiental Integrada para Colombia (Colscea), llevado a cabo por el DANE con el apoyo 
de la Oficina de Estadística de Naciones Unidas (DANE, 1996). En efecto, considerando 10 
unos gastos de la industria en aspectos relacionados con la protección del ambiente como 
resultado de la aplicación de la política ambiental que representan entre 0.51 y 0.55% del 
PIB,
3 los recursos para protección ambiental asignados por el sector público y por la 
industria ascenderían a niveles entre 0.84 y 0.90% del PIB para los años para los cuales se 
dispone de información (ver Tabla 3). Si se tiene en cuenta que estos valores corresponden 
a un período previo a la reforma del sector ambiental de 1993, la cual fortaleció l a 
capacidad de control de las autoridades ambientales, es muy posible que estos niveles de 
gasto ambiental de las industrias se puedan haber mantenido e incluso incrementado en los 
siguientes años. Esto podría significar que, si suponemos que la industria ha mantenido 
estos niveles de gasto, la asignación de recursos en dirección a la implementación de la 
política ambiental podría estar llegando durante la segunda mitad de la década a niveles 
muy cercanos al 1% del PIB.  
En relación con la distribución de l a inversión entre distintos tipos de entidades, 
resaltan tres comportamientos significativos (ver tabla 4 y gráfica 4). En primer lugar la 
amplia participación de las corporaciones en el manejo de recursos públicos ambientales, 
concentrando durante el período 1990-98 casi el 74% de estos recursos. En segundo lugar 
la significativa participación de otras entidades nacionales no ambientales, con un 13% de 
los recursos destinados a la protección del medio ambiente, frente a solo un 9% de las 
entidades nacionales propiamente ambientales. Y finalmente el crecimiento sostenido de 
los recursos a cargo de las corporaciones durante todo el período, pero muy especialmente a 
partir de 1994, en contraste con una tendencia mucho más estable de los recursos de las 
demás entidades tanto ambientales como de otros sectores. 
                                                 
3 En estas cifras no se incluyen los pagos de servicios alcantarillado y de recolección de basuras de las 
industrias, los cuales representarían entre un 0.12 y 0.13% del PIB en el período estudiado por el Colscea. 
Esta exclusión se hace teniendo en cuenta que convencionalmente estos gastos se clasifican como parte de los 
recursos asignados a actividades relacionadas con la política de saneamiento básico y no con la política 
ambiental. En la misma dirección tampoco se incluyen aquí los gastos de los hogares por concepto de estos 
servicios (alcantarillado y recolección de basuras), los cuales según las cifras de misma fuente representarían 
entre un 0.26 y 0.27% del PIB en los respectivos años. 11 
Tabla 3.  







Nacionales (2)  Total Estatal  Industria 





Valor  % PIB   Valor   % PIB   Valor  % PIB   Valor   % PIB   Valor  % PIB   Valor  % PIB  
1990     20,228   6.1  0.03%  48.8  0.24%  6.0  0.03%  61.0  0.30%  111.2  0.55%  172.2  0.85% 
1991     26,107   6.0  0.02%  84.8  0.32%  6.5  0.02%  97.3  0.37%  136.5  0.52%  233.8  0.90% 
1992     33,515   5.9  0.02%  93.3  0.28%  10.6  0.03%  109.8  0.33%  170.3  0.51%  280.1  0.84% 
1993     43,898   5.5  0.01%  123.2  0.28%  12.9  0.03%  141.6  0.32%  Sd    Sd   
1994     57,982   7.2  0.01%  246.3  0.42%  20.9  0.04%  274.4  0.47%  Sd    Sd   
1995     73,511   42.6  0.06%  200.9  0.27%  66.0  0.09%  309.5  0.42%  Sd    Sd   
1996     89,524   63.5  0.07%  265.1  0.30%  68.9  0.08%  397.5  0.44%  Sd    Sd   
1997   108,189   46.9  0.04%  286.8  0.27%  82.7  0.08%  416.4  0.38%  Sd    Sd   
1998   125,996   41.6  0.03%  374.4  0.30%  42.4  0.03%  458.4  0.36%  Sd    Sd   
Valores en miles de millones de pesos corrientes. Sd = Sin dato. 
Fuentes: 
(1) 1990-96: DANE. 1997-98: Estimados con tasa de crecimiento PIB-Base 94. 
(2) Cálculos con base en datos DNP-DPA-JABO 
(3) Cálculos con base en datos CGR 

























Distribución de Recursos Ambientales entre Entidades 
(1990-1998) 








Resto (***)   
Año 
Valor  %  Valor  %  Valor  % 
 
Total 
1990  48.8 80%  6.1  10%  6.0  10%  61.0 
1991  66.8 87%  4.8  6%  5.1  7%  76.7 
1992  58.8 85%  3.7  5%  6.7  10%  69.2 
1993  63.3 87%  2.8  4%  6.6  9%  72.8 
1994  103.2 90%  3.0  3%  8.8  8%  115.0 
1995  70.5 65%  14.9  14%  23.2  21%  108.6 
1996  76.5 67%  18.3  16%  19.9  17%  114.7 
1997  70.3 69%  11.5  11%  20.3  20%  102.1 
1998  78.6 82%  8.7  9%  8.9  9%  96.3 
Total  636.9 78%  73.9  9%  105.5  13%  816.2 
(*) 33 corporaciones .(**) Minambiente, Inderena, 5 
institutos de investigación, Fonam y Unidad de Parques 
Nacionales. (***) Resto de instituciones públicas 
nacionales. 
Fuente: Cálculos este estudio, con base en datos CGR 
(corporaciones) y DNP-DPA -JABO (resto instituciones). 
 
Gáfico 4
Distribución de Recursos Ambientales
(1990-1998)
(Miles de millones de $ constantes de 1990)















Origen y distribución de los recursos de inversión ambiental 
Tal como se muestra en la tabla 4, en términos generales durante el período para el 
cual se dispone de información (1995-1997) la inversión ejecutada por las entidades del 
sector ambiental se han financiado de forma mayoritaria con recursos propios (60%) frente 
a los recursos provenientes de transferencias del presupuesto nacional (40%). 
Esta participación mayoritaria de los recursos propios se explica exclusivamente por 
la gran participación de las rentas propias de las corporaciones en el financiamiento de sus 13 
inversiones, las cuales ascienden durante todo el período analizado hasta un nivel del 77% 
sobre el total de los recursos disponibles. 
Esto es factible por la asignación que les otorga a las corporaciones la ley 99 de 
1993 de tres rentas básicas. Por una parte entre un 15% y un 25.9% del impuesto predial de 
los municipios bajo su jurisdicción, según decisión de cada uno de los concejos 
municipales. Y del sector eléctrico un 3% del valor de las ventas brutas de la energía 
hidráulica y un 2.5% de la energía térmica generada en su jurisdicción.
4 Por otra parte, los 
municipios reciben también del sector eléctrico otro 3% del valor de la energía 
hidroeléctrica y 1.5% del valor de la térmica, con destinación exclusiva igualmente a 




Ejecución Presupuestal en Inversión, según Origen de los Recursos 1995-1997 
(Millones de pesos constantes de 1990) 
1995  1996  1997  1995-1997  Fuente de 
Recursos  Valor  %  Valor  %  Valor  %  Valor  % 
Corporaciones (recursos propios)  35,017  72%  37,241  80%  41,459  79%  113,717  77% 
Corporaciones (transferencias Nación)   13,656  28%  9,538  20%  11,279  21%  34,473  23% 
Total corporaciones  48,673  100%  46,779  100%  52,738  100%  148,190  100% 
Otras entidades (recursos propios)  233  1.7%  143  0.8%  394  3.3%  770  2% 
Otras entidades (transferencias Nación)  13,115  98.3%  17,637  99.2%  11,526  96.7%  42,279  98% 
Total otras entidades  13,348  100%  17,780  100%  11,921  100%  43,049  100% 
Total ambiental (recursos propios)  35,251  57%  37,384  58%  41,853  65%  114,487  60% 
Total ambiental (transferencias Nación)  26,771  43%  27,175  42%  22,806  35%  76,751  40% 
Gran Total  62,021  100%  64,559  100%  64,659  100%  191,239  100% 
Fuente: Cálculos a partir de datos de la CGR, ajustados para 1995-96 con base en datos del DNP-DPA-JABO 
 
La asignación de este tipo de recursos genera una alta dependencia financiera de las 
corporaciones de tres factores: i) de la magnitud del impuesto predial recaudado en su 
territorio; ii) de la capacidad de negociación de cada corporación con los concejos 
municipales; y iii) de la localización de plantas de generación eléctrica dentro de su 
jurisdicción. En principio se podría afirmar que este criterio de asignación de rentas es 
proporcional a las responsabilidades de cada corporación, si se tiene en cuenta que a mayor 
actividad económica y mayor concentración de la población --ambos factores incidentes en 
la magnitud del impuesto predial-- mayores son las responsabilidades de las autoridades 
ambientales y mayores los requerimientos de inversiones en esta dirección. Igualmente se 
podría afirmar que la generación eléctrica requiere una protección adecuada de los recursos 
hídricos, tanto de los empleados para la generación hidroeléctrica como los que se usan 
para procesos de refrigeración en el caso de las termoeléctricas. No obstante, tal como se 
mostrará más adelante, estos parámetros de asignación financiera han resultado poco 
equitativos en relación con la distribución de responsabilidades ambientales entre las 
distintas corporaciones.  
                                                 
4 Adicionalmente las corporaciones dentro de cuya jurisdicción se encuentran los grandes centros urbanos de 
más de un millón de habitantes, reciben el 50% de las rentas de este tipo generadas en dichos centros urbanos. 14 
Si bien es cierto que estos dos mecanismos han tenido gran efectividad en términos 
de la generación de recursos para las corporaciones, surge al respecto un interrogante sobre 
la independencia que se presenta entre la magnitud de los recursos que pagan los 
particulares  --y en general las actividades productivas de bienes y servicios-- y el 
comportamiento de los mismos frente al medio ambiente y los recursos naturales. En el 
caso del impuesto predial, la asignación de una porción fija del mismo a la protección 
ambiental puede generar incentivos perversos, toda vez que el pago de este impuesto es 
independiente del impacto positivo o negativo que la actividad desarrollada tenga hacia el 
ambiente mismo. Al respecto puede darse el caso de propiedades con el mismo impuesto 
predial a su cargo, pero con impactos negativos significativamente distintos. Pero ambos 
terminan financiando la inversión en protección y recuperación ambiental en la misma 
magnitud.  
En el caso de las rentas provenientes de la generación eléctrica, la señal puede ser 
aún más perversa. Teniendo en cuenta que esta transferencia se establece con base en el 
valor bruto de las ventas de energía, la magnitud de ellas dependen fundamentalmente del 
volumen de energía generado. Si se tiene en cuenta que estas transferencias del sector 
eléctrico sustituyen la obligación de pagar las tasas por el uso del agua fijadas por la ley, el 
porcentaje sobre el valor de las ventas no incentiva para nada a los generadores a hacer un 
uso eficiente del recurso hídrico. Por el contrario, toda vez que el agua es tomada del medio 
natural sin pagar ninguna retribución proporcional al volumen de agua empleada, será poco 
atractivo para las empresas generadoras realizar inversiones orientadas a racionalizar el 
consumo de este recurso. Y como todas las empresas generadoras pagarán el derecho al uso 
del agua como una proporción fija del valor de sus ventas de energía --y no del volumen de 
agua empleado-- las empresas que realicen inversiones adicionales para racionalizar el uso 
del agua quedarían en desventaja competitiva frente a aquellas que no hagan este tipo de 
inversiones. 
Por otra parte este mecanismo de asignación de rentas genera una marcada 
inequidad en la distribución de los recursos entre las corporaciones, en relación con sus 
propias obligaciones en materia de protección de los recursos naturales y de prevención y 
recuperación de los impactos negativos de la actividad humana sobre ellos. Para evaluar 
este aspecto, la Contraloría General de la República (CGR, 1998) preparó un indicador que 
relaciona el estado de los recursos naturales y de las presiones sobre ellos, con la 
distribución de los recursos financieros disponibles en cada corporación.5 De esta forma, 
dicho indicador adquiere un valor unitario cuando el índice de responsabilidades de una 
corporación es equivalente al de su participación en los recursos financieros totales. 
Valores mayores a la unidad indican a su vez que se dispone de recursos financieros más 
                                                 
5 Para la construcción de este índice se parte de un índice que refleja la participación de cada corporación en 
el total de recursos financieros disponibles por todas las corporaciones. Este índice se divide a su vez por otro 
índice combinado que refleja las responsabilidades ambientales de cada corporación, construido con base en 
los siguientes parámetros: la participación de cada corporación en el total de superficie n acional en 
ecosistemas poco o nada intervenidos, la participación en ecosistemas altamente intervenidos, la participación 
en población con escasez de agua, la participación en la población total del país, la densidad de la población, 
la participación en el valor agregado generado por actividades con impacto ambiental significativo y, 
finalmente, la participación en la generación eléctrica.  15 
que proporcionales al nivel de responsabilidades en términos de la gestión ambiental; y 
valores menores a la unidad indican que  los recursos financieros son menos que 
proporcionales a las responsabilidades de la corporación.  
De acuerdo con este indicador, la tabla 6 muestra cómo 8 de las 33 corporaciones 
concentran un volumen de recursos financieros sustancialmente más elevados que su 
participación en las responsabilidades de gestión del medio ambiente y de los recursos 
naturales del país. Más específicamente hay tres corporaciones (la CAR en Cundinamarca, 
la CDMB en Bucaramanga y la CVC en el Valle del Cauca) que concentran recursos 
sustancialmente más elevados que sus responsabilidades relativas --con índices de 3.12, 
2.30 y 1.96 respectivamente (CGR, 1998). En contraste, las corporaciones con jurisdicción 
en las regiones del país con más alta diversidad biológica y altos riesgos ambientales (el 
norte y oriente de la región amazónica, el resto de la Amazonia, la Orinoquia, la Serranía de 
la Macarena y el Chocó) presentan una disponibilidad de recursos financieros 
sustancialmente menor a sus responsabilidades de gestión --con indicadores, en su orden, 
de 0.083, 0.169, 0.246, 0.295 y 0.315 respectivamente (CGR, 1998). 
 
Tala 6 
Corporaciones: Indice de Participación en Recursos Financieros sobre  
Participación en Responsabilidades Ambientales (1998) 
Corporaciones   








Estándar  Número  % 
Alto  1.834  3.120  1.244  0.624  8  24% 
Medio  0.769  1.207  0.571  0.167  15  45% 
Bajo  0.321  0.504  0.083  0.127  10  30% 
Total  0.891  3.120  0.083  0.658  33  100% 
 (*) Indice alto: mayor que la media más 0.5 desviaciones estándar. Indice bajo: menor 
que la media menos 0.5 desviaciones estándar. Indice medio: mayor que "índice bajo" 
y menor que "índice alto". 
Fuente: Cálculos con base en CGR (1998) 
   
Además de las marcadas disparidades en términos de responsabilidades ambientales 
entre las corporaciones, estos índices son el reflejo de la concentración de los recursos 
financieros en unas pocas entidades. En efecto, tal como se puede observar en la tabla 7 y el 
gráfico 5, en el período 1990-1998 alrededor del 60% de los recursos se concentraron en las 
tres corporaciones con mayor valor reportado en el índice arriba descrito: la CVC, la CAR 
y la CDMB. El gran peso de unas pocas corporaciones en la captación de recursos no ha 
permitido que se presenten cambios sustanciales en términos de una distribución más 
equitativa de las inversiones ambientales entre las distintas regiones del país. En efecto, 
antes de la reforma de 1993 más del 75% de las inversiones ambientales de las 
corporaciones se concentraban en solo seis regiones: el Valle del Cauca, Cundinamarca, 
Bucaramanga, Cauca, los ríos Sinú y San Jorge, y el Oriente Antioqueño. El proceso de 
reestructuración institucional, el cual incluyó la creación de 16 nuevas corporaciones, no 
condujo a un cambio sustancial en estos niveles de concentración, ya que las mismas seis 




Distribución de Ingresos entre Corporaciones (1990-1998) 
Miles de millones de $ constantes de 1990 
1990-1993  1994-1998  1990-1998  Corporación 
Vr  %  Vr  %  Vr  %  % Acum. 
CVC (*)  92.3 39%  133.5 33%  225.7 35% 35% 
CAR  39.9 17%  78.3 20%  118.2 19% 54% 
CDMB  12.3 5%  19.6 5%  32.0 5% 59% 
Cornare  11.8 5%  13.9 3%  25.8 4% 63% 
CVS  15.7 7%  7.8 2%  23.5 4% 67% 
CRC  7.5 3%  11.5 3%  19.0 3% 70% 
Resto (**)  58.2 24%  134.6 34%  192.7 30% 100% 
TOTAL  237.7 100%  399.1 100%  636.9 100%   
(*) No incluye ingresos por generación eléctrica. 
(**) Resto de corporaciones: 1990-1993 = 11; 1994-1998 = 27 
Fuente: Cálculos con base en datos de CGR. 
 
Gráfico 5
Distribución de Ingresos entre Corporaciones (1990-1998)
















Tal como se señaló arriba, esta marcada inequidad se genera por una parte en las 
grandes diferencias en el valor del impuesto predial generado en la jurisdicción de cada 
corporación. Por otra parte tiene su origen en el alto grado de concentración de la otra 
fuente prioritaria de recursos: el sector eléctrico. Teniendo en cuenta que más del 70% de la 
generación eléctrica del país se concentra en el territorio del 20% de las corporaciones --y 
más del 40% en el de solo el 10%, es decir en 3 corporaciones-- las transferencias del sector 
eléctrico para financiar las actividades ambientales tienen una distribución igual de 
concentrada (tabla 7). En efecto, estos altos niveles de concentración geográfica de la 
generación eléctrica se reflejan en una concentración equivalente de las transferencias que 
por mandato de la ley realiza el sector eléctrico a las corporaciones: más del 50% de las 
transferencias totales las reciben solo tres corporaciones y cerca del 75% son captadas por 
las seis corporaciones de mayor generación (tabla 8). 17 
 
Tabla 7 
Distribución de la Capacidad Efectiva de Generación 
Eléctrica del País, por Deciles de Corporaciones 
Deciles(*)  MWh 
 (**)  %  % Acumulado 
Primer decil    3,890   41%    41% 
Segundo decil    2,995   32%    73% 
Tercer decil    1,154   12%    85% 
Cuarto decil    668   7%    92% 
Quinto decil    570   6%    98% 
Sexto decil    109   1%    99% 
Séptimo decil    51   1%    100% 
Octavo decil    4   0%    100% 
Noveno decil    -     -    100% 
Décimo decil    -     -    100% 
Total       9,441   100%   
(*) T otal: 33 corporaciones autónomas regionales y de desarrollo 
sostenible. 
(**) MWh: megavatios hora 
Fuente: Cálculos con base en datos de la Unidad de Planeación 
Minero Energética (UPME) del Ministerio de Minas y Energía. 
 
Tabla 8 
Distribución de las Transferencias del Sector Eléctrico a las  








Primer decil  136.3  50.6%  51% 
Segundo decil  61.9  23.0%  74% 
Tercer decil  35.8  13.3%  87% 
Cuarto decil  19.5  7.2%  94% 
Quinto decil  8.5  3.1%  97% 
Sexto decil  4.7  1.7%  99% 
Séptimo decil  2.2  0.8%  100% 
Octavo decil  0.7  0.3%  100% 
Noveno decil  -  0.0%  100% 
Décimo decil  -  0.0%  100% 
Total  269.5  100.0%   
(*) Total: 33 corporaciones autónomas regionales y de desarrollo 
sostenible. 
(**) Miles de millones de $ constantes del 2000 
Fuente: Cálculos con base en CGR (2001) 
 
Funciones de las corporaciones autónomas regionales 
La reforma institucional de 1993 otorga al Ministerio del Medio Ambiente 
funciones centradas en la formulación de política y en la reglamentación de la legislación 
ambiental. No obstante se le asignan igualmente varias funciones de ejecución de la misma 
política, tales como la administración del Sistema de Parques Naturales Nacionales y la 18 
expedición de licencias ambientales en proyectos de gran tamaño. Dentro de las áreas en 
donde la competencia de administración de las licencias corresponde al Ministerio se 
destacan todos los proyectos petroleros, los de gran minería, los generadores de energía de 
gran escala, los puertos marinos de gran calado, los aeropuertos internacionales, las redes 
nacionales de transporte, los grandes distritos de riego, la producción e importación de 
pesticidas y otras sustancias tóxicas y las infraestructuras de manejo de cuencas 
hidrográficas construidas por las corporaciones. En síntesis, el Ministerio tiene bajo su 
jurisdicción la administración del sistema de licencias ambientales de la gran mayoría de 
los grandes proyectos de inversión del país. 
Por otra parte a las corporaciones, a los institutos de investigación y a las 
autoridades ambientales de los grandes centros urbanos se les asigna la ejecución de la 
política ambiental en todos los demás componentes de la misma, en el territorio bajo 
jurisdicción de cada una de estas instituciones. 
En el caso de las corporaciones, la gran variedad de funciones se pueden clasificar 
en cuatro grandes bloques (ver recuadro): aquellas que tienen que ver específicamente con 
el desempeño de sus funciones de regulación y control, ejercidas como autoridad ambiental 
propiamente dicha; aquellas referidas a su participación en procesos de planificación; las 
que le otorgan facultades para ejecutar recursos de inversión pública en obras de 
infraestructura y manejo ambiental; y finalmente las relacionadas con el desarrollo de la 
investigación y la tecnología ambiental y de manejo de recursos naturales renovables. 
Aunque no se dispone de información sobre el peso de cada una de estas funciones 
para el caso específico de las corporaciones, los datos disponibles sobre distribución del 
total de la inversión ambiental en el país son un buen indicativo
6 de la importancia que 
tiene el cumplimiento de las funciones de inversión en infraestructuras ambientales dentro 
del conjunto de actividades de las corporaciones. 
Durante todo el período analizado --tanto antes de la reforma (1990-1993) como 
después de la misma (1994-1998)-- se percibe una alta y creciente participación de las 
obras de infraestructura ambiental dentro del total de la asignación de recursos de inversión. 
Con excepción de tres años en los cuales se presenta alguna caída en la participación de 
estas obras de infraestructura (1993, 1994 y 1996), durante el resto del período se 
manifiesta un notable incremento de esta participación: de poco más del 40% alcanzado en 
1990, se llega a casi el 75% en 1998, para un total agregado del 65% durante el período 
1990-1998 (ver tabla 9).  
 
                                                 
6 En efecto, en el período analizado (1990-1998) cerca de dos terceras partes de esta inversión total es 
ejecutada por las corporaciones (ver tabla 3). 19 
Tabla 9 
Distribución de la Inversión Ambiental según Destino (1990-1998) 
(Miles de millones de $ de 1990) 
Destino de la Inversión  90  91  92  93  94  95(*)  96(*)  97  98  90-98 
Infraestructura ambiental  42%  55%  60% 56%  52%  65%  56%  67% 74%  65% 
Asistencia técnica y desarrollo de capital humano  7%  8%  7% 7%  17%  8%  16%  12% 9%  11% 
Estudios e investigaciones  7%  13%  11% 13%  10%  11%  8%  10% 6%  9% 
Apoyo a la administración del Estado  5%  8%  14% 9%  12%  8%  9%  6% 6%  7% 
Infraestructura administrativa, equipos y materiales  3%  3%  5% 11%  8%  4%  9%  4% 2%  4% 
Otros  36%  13%  3% 5%  1%  3%  2%  1% 3%  4% 
  Total reportado (miles de millones de $ de 1990)  46.2  33.2  32.9  25.0  30.8  47.1  47.6  86.1  82.6   1,701  
(*) No se incluye inversión con recursos propios de las corporaciones en 1995 y 1996. 
Fuente: Cálculos con base en datos del DNP-DPA -JABO 
 
Al tener en cuenta la diversidad de funciones de las corporaciones --y en especial el 
gran peso de la ejecución de obras de infraestructura dentro de la asignación de sus recursos 
de inversión-- surge un interrogante en relación con la confluencia de intereses diversos en 
un mismo tipo de institución. En efecto, las corporaciones están destinando un alto 
porcentaje de sus inversiones a la construcción de obras de infraestructura. Pero por otra 
parte, en cumplimiento de sus funciones como autoridades ambientales, deben vigilar y 
controlar los impactos ambientales de las obras de infraestructura realizadas dentro de su 
jurisdicción  --con excepción de los aspectos relacionados con el manejo de aquellas 
licencias ambientales que le corresponden al Ministerio del Medio Ambiente. Surge 
entonces la inquietud acerca de la capacidad de vigilancia y control ambiental que sobre 
estas inversiones puedan ejercer otras instituciones nacionales. 
Aún teniendo en cuenta que el Ministerio del Medio Ambiente tiene dentro de sus 
funciones otorgar licencias ambientales a algunas obras realizadas por las corporaciones, de 
todas formas este Ministerio fue concebido y estructurado como una entidad de diseño de 
política y con funciones de ejecución solo en las áreas arriba mencionadas, dentro de la 
cuales se destaca el manejo de licencias ambientales de grandes proyectos de inversión. 
Como tal tiene una estructura administrativa y técnica orientada en esta dirección --además 
de muchas limitaciones de competencia-- que no le permiten ejercer un adecuado 
seguimiento, sobre el terreno, de la mayor parte de las obras de infraestructura ambiental y 
de manejo de recursos naturales renovables que están ejecutando las corporaciones. 20 
Principales Funciones de las Corporaciones Autónomas Regionales 
Como autoridades ambientales 
œ  Ejercer en su calidad de máxima autoridad ambiental en su jurisdicción 
œ  Sancionar la violación de normas ambientales y de manejo de recursos naturales renovables.  
œ  Otorgar permisos y licencias para el uso y movilización de los recursos naturales renovables. 
œ  Vigilar el cumplimiento de normas de emisión y manejo de sustancias contaminantes. 
œ  Controlar y hacer seguimiento ambiental de actividades relacionadas con los recursos naturales renovables. 
œ  Expedir licencias ambientales. 
œ  Imponer y recaudar contribuciones, tasas, derechos, tarifas y multas por uso de recursos naturales renovables. 
œ  Ordenar y establecer las normas para el manejo de las cuencas hidrográficas. 
œ  Establecer densidades máximas de vivienda en áreas suburbanas y en cerros y montañas. 
Como entidades planificadoras 
œ  Coordinar y asesorar planes, programas y proyectos de desarrollo ambiental y de recursos renovables. 
œ  Participar en procesos de planificación y ordenamiento territorial. 
œ  Asesorar a entidades territoriales en formulación de planes de educación ambiental formal. 
œ  Asesorar a las entidades territoriales en proyectos ambientales con recursos del Fondo Nacional de Regalías. 
œ  Apoyar a todas las entidades territoriales en sus funciones de planificación. 
Como ejecutoras de recursos públicos de inversión  
œ  Realizar obras contra la contaminación y por la recuperación del ambiente y de los recursos naturales 
renovables. 
œ  Realizar obras de irrigación, defensa contra las inundaciones y recuperación de tierras. 
œ  Adelantar proyectos de manejo, uso y conservación de los recursos naturales renovables y del medio ambiente. 
œ  Desarrollar programas de abastecimiento de agua a las comunidades indígenas y negras. 
œ  Hacer prevención y control de desastres y obras de adecuación de áreas urbanas en zonas de alto riesgo 
œ  Administrar parques, distritos de manejo integrado y de conservación de suelos y reservas forestales. 
œ  Celebrar contratos para la defensa y protección del ambiente y los recursos naturales renovables. 
Como entidades de desarrollo de la investigación y la tecnología 
œ  Promover y realizar estudios e investigaciones en medio ambiente y recursos naturales renovables. 
œ  Implantar y operar un sistema de información ambiental en su jurisdicción. 
œ  Transferir tecnologías resultantes de las investigaciones ambientales realizadas en el país. 
œ  Prestar asistencia técnica sobre manejo de recursos naturales renovables y preservación del ambiente. 
Fuente: Ley 99 de 1993 
 
Instrumentos de control directo e instrumentos económicos 
Además de las funciones de inversión para la preservación del ambiente y la 
recuperación de daños arriba descritas, las corporaciones regionales tienen como función 
central actuar como autoridades encargadas de la vigilancia y control de las normas 
ambientales. En esta dirección --y por tradición vigente desde la legislación ambiental 
establecida en la década de los años setenta-- la mayoría de las acciones se han centrado en 
la aplicación de medidas restrictivas de regulación directa y el control de su cumplimiento 
(otorgar permisos y licencias de uso de recursos renovables y de emisión de sustancias 
contaminantes, sancionar la violación de normas al respecto, expedir licencias ambientales, 
etc). 
En mucho menor medida se han aplicado instrumentos económicos orientados a 
incentivar cambios de comportamiento de los distintos sectores usuarios de los recursos 
naturales, en función de los objetivos de la política ambiental. En efecto, la legislación 
ambiental vigente en el país desde la década de los años setenta dotó a las autoridades 
ambientales de instrumentos orientados a enviar señales de precio tendientes a incorporar 
componentes del valor de los recursos que no se reflejan en los precios de mercado. En esta 
dirección se destacan tres tipos de instrumentos actualmente vigentes y que deben ser 
considerados con especial atención, teniendo en cuenta su potencial para alcanzar metas de 
política ambiental al menor costo económico y social posible.  21 
Por una parte se establecen tasas retributivas por la utilización del medio ambiente 
como receptor de desechos de la actividad humana. Con estas tasas se busca trasladar a los 
generadores de desechos contaminantes los costos ambientales, económicos y sociales 
derivados del daño generado. En segundo lugar se fijan tasas por la utilización del agua 
tomada de fuentes naturales, reconociendo que la conservación de las cuencas hidrográficas 
implica costos de oportunidad por la asignación de recursos escasos; costos que no son 
tenidos en cuenta por los usuarios cuando toman el recurso de forma gratuita. Y finalmente 
se establecen tasas de aprovechamiento forestal en bosques naturales de propiedad pública, 
reconociendo que estos recursos son escasos en sí mismos y que no penden explotarse 
adecuadamente si se tiene libre acceso a los mismos. 
Los instrumentos de regulación directa se caracterizan por el establecimiento de 
estándares fijados unilateralmente por la autoridad ambiental y de obligatorio 
cumplimiento. El cumplimiento de estas normas está directamente asociado al desarrollo de 
la capacidad de vigilancia y control  por parte de las autoridades. En contraste, los 
instrumentos económicos se sustentan en el envío de señales de precio, las cuales permiten 
a los usuarios de los recursos naturales tomar sus decisiones de manera voluntaria y 
aplicando su propia racionalidad orientada a minimizar los costos de su actividad.  
Aunque el establecimiento de instrumentos económicos comparte con los de 
regulación directa la necesidad de contar con una autoridad eficaz en su aplicación, hay dos 
aspectos notables que los diferencian. En primer lugar, tienen un impacto radicalmente 
distinto sobre las estructura de costos de los regulados. Mientras que las regulaciones 
directas establecen límites máximos de uso preconcebidos por la autoridad, las señales de  
precios --tasas y derechos de uso-- envían una señal que incide en la toma de decisiones de 
manera flexible y permitiendo la minimización de costos. En segundo lugar, desde el punto 
de vista operativo la aplicación de los instrumentos de regulación directa genera siempre 
costos netos a las autoridades, toda vez que ellas no perciben ingresos distintos a los 
montos por sanciones que eventualmente pueden recuperar después de largos y costosos 
procesos en los tribunales. En contraste las señales de precio tienen la ventaja de generar 
recursos financieros a las autoridades ambientales por la vía administrativa, los cuales 
pueden destinarse en buena parte para fortalecer su propia capacidad de implementación de 
los mismos instrumentos de política.
7 
A partir de la reforma de la legislación ambiental en 1993 se han producido notables 
cambios en  la reglamentación de un instrumento económico en particular: las tasas 
retributivas por contaminación del ambiente  --y muy especialmente las tasas por 
contaminación de las fuentes de agua. Aunque su implementación es aún restringida a solo 
algunas regiones del país, este tipo de tasas tienen una importante potencialidad para 
inducir a los sectores productivos a realizar esfuerzos cada vez mayores en términos de 
control de la contaminación.
8  
                                                 
7 De todas formas, es claro que si los recaudos derivados de la aplicación de las señales de precio no son 
empleados de manera eficiente por parte de las entidades del Estado, la viabilidad de su aplicación se verá 
seriamente comprometida por el rechazo de los afectados a cumplir con sus obligaciones de pago. 
8 Ver al respecto el documento sobre este tema, en este mismo volumen. 22 
Conclusiones y recomendaciones de política. 
Teniendo en cuenta la característica de bienes públicos y de libre acceso del medio 
ambiente y de los recursos naturales renovables, se presenta un importante riesgo de 
deterioro irreversible de los mismos. Esta situación generaría obstáculos a las posibilidades 
de crecimeinto económico y desarrollo social del país. Ante la carencia de señales 
adecuadas de mercado que orienten un uso eficiente de estos recursos, surge entonces la 
necesidad de una intervención regulatoria por parte del Estado para controlar los impactos 
negativos de la actividad tanto pública como privada en este sentido.  
Como se desprende de la información arriba presentada, buena parte de esta 
intervención se ha orientado hacia el establecimiento de medidas de regulación directa --las 
cuales condicionan el comportamiento ambiental de los distintos agentes económicos. Y a 
la construcción  --por parte de las propias instituciones ambientales-- de obras de 
infraestructura para prevenir daños potenciales y para reparar los ya generados.  
En este terreno se observa un comportamiento muy positivo --por lo menos en la 
asignación de recursos públicos para el manejo de asuntos ambientales-- durante el período 
considerado. Este ha sido un resultado evidente de la reestructuración de las instituciones y 
de las normas, especialmente a partir de la expedición de la ley 99 de 1993. La asignación 
de recursos públicos a la protección ambiental --que a duras penas había superado el 0.3% 
del PIB en los años previos a la reforma-- logra recuperarse a un ritmo bastante acelerado, 
hasta alcanzar niveles cercanos al 0.5% después de la reforma. Si a estos niveles del gasto 
ambiental del sector público se le adiciona además la asignación de recursos que para el 
mismo efecto realiza la industria, se llegaría entonces a niveles cercanos al 1%. Esto coloca 
a Colombia en niveles de gasto ambiental altamente significativos, equiparables incluso a 
los de los países más desarrollados.
9  
De todas formas la capacidad de seguimiento y evaluación del impacto de esta 
aplicación de recursos financieros está lejos de alcanzarse. Ante la carencia de un sistema 
de información adecuado, no ha sido posible estructurar un sistema de indicadores de 
seguimiento que permita analizar los impactos de estos esfuerzos sobre la calidad del 
ambiente y el estado de los recursos renovables.  
Una segunda característica del comportamiento de las instituciones ambientales --y 
muy particularmente de las corporaciones como principales ejecutores de la política en este 
terreno-- se refiere a la conformación de su canasta de recursos financieros. Se presenta una 
alta dependencia de recursos que se generan de manera independiente de los servicios que 
prestan las instituciones ambientales. Y por otra parte no existe tampoco una relación 
directa entre la magnitud de los aportes a la financiación ambiental y el comportamiento 
                                                 
9 Durante el período 19985-1990, trece de los países más desarrollados del mundo congregados en  la 
Organisation for Economic Co-operation and Development (OECD, 1994) reportan gastos para el control y la 
recuperación ambiental que oscilan entre el 0.4% (Gran Bretaña en 1990) y el 1.0% del PIB (Austria, 
Dinamarca y Holanda, durante varios años), con puntos intermedios como el de los Estados Unidos con un 
nivel entre el 0.5% y el 0.6% durante el período. 23 
frente al mismo ambiente y los recursos naturales de los dos grandes contribuyentes: los 
propietarios de bienes inmuebles y el sector eléctrico.  
Frente a esta situación sería recomendable fortalecer la implementación de 
instrumentos económicos que permitan incentivar a los distintos agentes a cumplir con los 
requerimientos de las normas ambientales, más allá de las restricciones impuestas por la 
regulación directa y a un menor costo social. Usando este tipo de instrumentos es posible 
regular el libre acceso a los recursos naturales y al ambiente --de manera complementaria a 
las medidas restrictivas actualmente vigentes-- incorporando señales de precio que 
induzcan a un uso racional de los recursos e incentiven una reorientación de las estructuras 
de producción y de consumo hacia un sistema más equilibrado con la fragilidad del sistema 
natural.  
Por otra parte, a  través de estas señales de mercado  es factible estimular el 
desarrollo de sistemas de producción que apliquen criterios ambientales. De esta forma se 
puede marchar en dirección a hacerlos compatibles con los que actualmente se establecen 
en los acuerdos internacionales de mercado y que están vigentes dentro de varias 
legislaciones comerciales de los países más desarrollados. Y de manera complementaria, 
una parte significativa de los recursos disponibles se debería orientar hacia una política de 
financiamiento que estimule a los agentes relacionados con el ambiente a realizar 
inversiones en procesos de desarrollo tecnológico, requeridos para garantizar un adecuado 
equilibrio entre las distintas actividades de producción y consumo y el manejo de estos 
recursos naturales.  
Algunos instrumentos económicos  --tales como las tasas retributivas por 
contaminación del agua definidas en el artículo 42 de la ley 99 de 1993 y en el decreto 901 
de 1997-- ya están debidamente reglamentados y se encuentran en proceso inicial de 
implementación, con resultados iniciales y esperados bastante promisorios. Otros --como 
las tasas por el uso del agua tomada de fuentes naturales y las tasas por el aprovechamiento 
forestal-- aunque existen en la reglamentación desde hace cerca de dos décadas, no han 
generado los resultados esperados y no han sido sometidos todavía a un proceso de 
redefinición que tenga en cuenta las experiencias acumuladas durante estos años. 
Finalmente en el terreno de las competencias de las distintas autoridades 
ambientales, es necesario retomar el debate en relación con los conflictos de intereses que 
pueden surgir cuando estas autoridades --las corporaciones regionales y las adscritas a las 
administraciones de los grandes centros urbanos-- asumen simultáneamente funciones de 
inversión en obras de infraestructura y de fiscalización del impacto ambiental generado por 
estas obras. En este sentido sería recomendable que el país pensara en independizar las 
agencias del estado encargadas de la ejecución de obras ambientales, de aquellas que 
asumen las funciones de fiscalizar el cumplimiento de las normas y vigilar la coherencia de 
las ejecuciones con los planes de desarrollo establecidos.  
En esta misma dirección se debe también poner especial atención a la naturaleza 
transversal de los retos que debe afrontar el país en su conjunto en relación con el manejo 
del ambiente y  de los recursos naturales. En términos prácticos, toda actividad humana se 
realiza en interdependencia con el hábitat natural y tiene un impacto sobre el mismo. En 24 
este sentido, para que una política ambiental alcance los resultados esperados, es preciso 
que todos los sectores  --económicos, sociales y ambientales, públicos y privados-- 
incorporen dentro de sus propias políticas el componente de la política ambiental que les 
corresponde. De lo contrario se corre el riesgo de concentrar las responsabilidades --y los 
recursos humanos y financieros-- en entidades altamente especializadas pero con baja 
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TASAS PARA REGULACIÓN AMBIENTAL:  
LA CONTAMINACIÓN INDUSTRIAL EN BOGOTÁ 
 




Aplicando el principio de que quien contamina debe pagar por el daño generado, 
las tasas retributivas están reglamentadas en Colombia como un instrumento económico 
para incentivar los esfuerzos por reducir la contaminación. Aquí se analizan las 
implicaciones que tienen las tasas sobre los costos de operación de las empresas 
alcantarillado y se analiza su incidencia sobre las tarifas del servicio de alcantarillado. Se 
analizan además los impactos potenciales sobre la reducción de la contaminación industrial 
en Bogotá, como resultado de incrementos de las tarifas de alcantarillado. Aplicando las 
tasas se alcanzarían niveles de reducción de esta contaminación entre 38% y 78% para 
sólidos suspendidos; y entre 79% y 93% para materia orgánica. Se analiza además la 
incidencia de las tasas sobre una elevación de las tarifas residenciales del alcantarillado, 
obteniéndose incrementos relativamente bajos especialmente para los sectores de menores 
ingresos. Se concluye entonces que la implementación de las tasas es favorable para 
controlar la contaminación industrial y que el incremento de tarifas a los hogares no es 
obstáculo para su aplicación.  
 
Introducción 
Desde la estructuración del Código de los Recursos Naturales en 1974, en Colombia 
se regulan aspectos relativos a la calidad del agua en dos direcciones básicas: estableciendo 
límites máximos de sustancias químicas y condiciones físicas permitidos para cada uno de 
los usos del agua (consumo humano, uso agropecuario, uso industrial, actividades 
                                                 
(*) Economista. MSc en Economía Ambiental y de los Recursos Naturales ( University College London). 
Profesor Asociado del Departamento de Economía de la Universidad Javeriana. Una versión preliminar de 
este estudio se presentó en el seminario Información, Valoración y Política Ambiental en Colombia con 
Referencia al Sector Hídrico, organizado por la GTZ, la KFW y la CAR el 10 de mayo de 2001 (Wattenbach 
y Romero, 2002) Esta versión ha sido desarrollada y complementada con base en un nuevo procesamiento de 
la información disponible adelantado por María Margarita Bahamón, profesora del Departamento de 
Economía de la Universidad Javeriana. 26 
recreativas, transporte, etc.); y definiendo regulaciones relativas a los vertimientos de 
sustancias contaminantes a los cuerpos de agua.  
En desarrollo de los instrumentos de política de control de la calidad de los cuerpos 
de agua enunciados en este Código, se ha venido desarrollando mediante la combinación a 
su vez de dos estrategias principales: una, orientada hacia la regulación directa de los 
vertimientos (comando y control) mediante la fijación de límites máximos permitidos de 
cada una de las sustancias contaminantes (especialmente las de alta toxicidad) y el 
establecimiento de exigencias de remoción de contaminantes antes de efectuar el 
vertimiento total;
10 y otra que se fundamenta en la internalización, dentro de la estructura 
de costos de quienes generan la contaminación, de los costos sociales derivados del daño 
ambiental mediante el cobro de tasas retributivas por depositar en los cuerpos de agua 
sustancias contaminantes. 
Durante la década de los años noventa se llevó a cabo en el país una profunda 
reforma de la política y del manejo institucional del medio ambiente y de los recursos 
naturales. En este proceso se incorporaron modificaciones sustanciales al antiguo régimen 
prevaleciente desde la década de los ochenta sobre las tasas retributivas por contaminación 
del ambiente en general, y de las fuentes de agua en particular. El régimen previo ponía 
especial énfasis en estas tasas como recaudadoras de recursos para financiar los costos 
administrativos y de investigación de los programas de control de la contaminación 
asumidos por las entidades del sector público. Por otra parte limitaba su cobro a los 
contaminadores que realizaran actividades lucrativas, excluyéndose por tanto de su pago a 
las empresas prestadoras de servicios públicos tales como las de acueducto y 
alcantarillado.
11 
La ley 99 de 1993 en su artículo 42 introduce una sustancial modificación de estos 
dos criterios. En primer lugar deslinda el cobro de las tasas de los costos administrativos y 
de investigación y los asocia a un concepto mucho más amplio: los daños ambientales, 
sociales y económicos generados por la contaminación. En segundo lugar amplía la 
cobertura de los agentes económicos obligados a pagar las tasas, incorporando a las 
                                                 
10 En desarrollo del Código de Recursos Naturales, la norma actualmente vigente (Decreto 1594 de 1984) 
establece porcentajes de remoción antes del vertimiento final de los efluentes a las redes de alcantarillado y a 
los cuerpos de agua para aceites y grasas (80%), sólidos suspendidos (50% a 80%) y materia orgánica (20% a 
80%). El nivel de exigencia establecido depende del origen de las cargas contaminantes (doméstico o 
industrial) y de la antigüedad de la actividad generadora del vertimiento (existente en el momento de la 
expedición de la norma o establecida con posterioridad a la misma). En el caso de la contaminación de origen 
industrial, esta forma de establecer los parámetros permitidos de vertimientos desestimula procesos de 
producción más limpia. Esto se debe a que los costos marginales de remoción de la contaminación en un 
efluente son inversamente proporcionales a la concentración de la sustancia contaminante: a menor 
concentración original, mayores los costos de alcanzar un mismo nivel de remoción. De allí que sea menos 
costoso alcanzar un mismo porcentaje de remoción  cuando la concentración original del contaminante 
generado por la actividad productiva sea mayor, que cuando se hacen esfuerzos previos para que los efluentes 
de dicha actividad tengan bajos niveles de la sustancia contaminante. Esto sugiere la conveniencia económica 
de no concentrarse exclusivamente en la remoción de sustancias contaminantes al final del proceso 
productivo, sino incluir también estrategias orientadas a implementar procesos productivos con tecnologías 
más limpias.  
11 Ver al respecto el artículo 144 del decreto 1594 de 1984. 27 
empresas de servicios públicos, sean o no lucrativas. Esta norma general a su vez se 
reglamentó mediante el Decreto 901 de 1997 para el caso de los vertimientos de sustancias 
contaminantes a los cuerpos de agua. 
El objetivo central de esta nueva versión de las tasas retributivas queda entonces  
orientado a propiciar un esfuerzo directo de los agentes contaminadores hacia la reducción 
de sus propias cargas contaminantes. Esto se logra en la medida en que, a través de las 
tasas, se obligue a cada contaminador en particular a pagar un valor proporcional al nivel de 
contaminación generado por él mismo. De esta forma el cobro de las tasas retributivas 
incentiva a quienes hacen los vertimientos de aguas servidas a los cuerpos de agua, a 
minimizar el contenido de contaminantes en dichos vertimientos para reducir los costos en 
que incurren por concepto del pago de las tasas. 
Para alcanzar este objetivo se recurre al mecanismo de relacionar el comportamiento 
de las tarifas de las tasas, con el cumplimiento de unas metas previamente establecidas de 
reducción de las cargas arrojadas a cada cuerpo de agua. Si la meta de reducción 
previamente establecida por la autoridad ambiental no se cumple, las tarifas de las tasas  
retributivas se incrementan automáticamente a través del crecimiento de un factor regional 
que ajusta las tarifas que se pagan por cada unidad de sustancia contaminante. En el 
momento en que la autoridad verifique que se alcanzan las metas establecidas para cierto 
cuerpo de agua, el factor regional se estabiliza en el punto que haya alcanzado y se 
mantienen estables las tarifas a partir de ese momento. 
Estas tasas se fundamentan entonces en un comportamiento económicamente 
racional de los agentes económicos que contaminan el ambiente: su interés por minimizar 
los costos de su actividad para mejorar su nivel de ganancia. Las metas de reducción de los 
vertimientos definidas por las autoridades ambientales --y la incidencia del cumplimiento o 
no de estas metas sobre la tarifa de las tasas retributivas—se constituye entonces en un 
punto central de la forma como operan estas tasas en Colombia.  
Para analizar esta relación potencial entre el valor de las tasas y el cumplimiento de 
metas esperadas de reducción de la contaminación, es este trabajo se parte de presentar la 
respuesta esperada de una firma cualquiera (por ejemplo, una empresa de alcantarillado) a 
la cual la autoridad ambiental le cobra una tasa por los vertimientos que realice a un cuerpo 
de agua. Después se analiza el comportamiento que debe asumir esta empresa de 
alcantarillado en términos del ajuste de tarifas a cobrar a sus propios usuarios (industriales 
y domésticos), frente un incremento de sus propios costos de operación derivado del costo 
de las tasas que debe pagar a la autoridad ambiental. Posteriormente se analiza la respuesta 
potencial de los distintos usuarios industriales del servicio de alcantarillado frente a los 
cambios en las tarifas de estos servicios, derivados del incremento de los costos de 
operación de las empresas de alcantarillado como resultado de la aplicación de las tasas 
retributivas. Y finalmente se analizan las implicaciones de la incorporación de estos costos 
adicionales sobre las tarifas del servicio público domiciliario de alcantarillado, bajo las 
condiciones tarifarias vigentes en varias ciudades del país.  28 
Las empresas de alcantarillado frente a las tasas retributivas por contaminación 
En términos generales una empresa de acueducto y alcantarillado debe prestar su 
servicio de manera integral, asumiendo la responsabilidad de tratar adecuadamente las 
aguas servidas vertidas por sus usuarios a la red.
12 Frente a esta responsabilidad, la fijación 
de las tasas retributivas por parte de la autoridad ambiental se constituye entonces en un 
estímulo para incentivar a la empresa que presta el servicio de alcantarillado a manejar 
adecuadamente estas aguas servidas.  
Si la empresa no hace ningún tipo de tratamiento de las aguas que capta en la red de 
alcantarillado, tendrá entonces que pagar tasas por la totalidad de la carga contaminante que 
le entregan sus usuarios. Estos pagos se reflejarán inmediatamente sobre sus costos de 
operación. Por el contrario si la empresa de alcantarillado asume el proceso de tratamiento 
de las aguas servidas, el pago total por efecto de las tasas retributivas disminuirá. De esta 
forma al realizar el tratamiento de los efluentes que son vertidos a la red de alcantarillado 
por los usuarios de esta red, sus propias descargas a los cuerpos de agua se verán 
disminuidas de manera proporcional a su esfuerzo por asumir dicho tratamiento. Esto 
redundará en una disminución proporcional del pago por concepto de tasas que tendrá que 
asumir la empresa de alcantarillado frente a la autoridad ambiental. 
Desde el punto de vista administrativo, la decisión más conveniente para las 
finanzas de la empresa que maneja el alcantarillado sería entonces reducir las cargas que 
arroja al cuerpo de agua. Esta reducción debe hacerse hasta un punto en donde se 
minimicen los costos totales que tiene que pagar por manejar los desechos contaminantes. 
Es decir en donde se reduzca a su nivel mínimo la suma de los costos de hacer el 
tratamiento, más los costos derivados del pago por concepto de las tasas por las descargas 
remanentes. En contraste, si la empresa no asume algún proceso de tratamiento que sea 
menos costosos que el valor pagado por las tasas, terminará asumiendo costos mayores: 
pagará más por contaminar (las tasas) que lo que le costaría asumir el proceso de disminuir 
la contaminación.  
En síntesis, existe un punto en donde se minimizan los costos de operación de la 
empresa de alcantarillado por concepto del manejo de los desechos contaminantes. Este 
punto se alcanzará cuando los costos marginales de no contaminar (los costos marginales 
de montar y operar una planta de tratamiento) sean iguales a los costos marginales de 
contaminar (es decir la tarifa unitaria de la tasa retributiva que debe pagar por la carga 
contaminante que no alcanza a ser eliminada del vertimiento). En términos formales esta 
situación se puede expresar tal como se describe en el Gráfico 1.  
En el eje horizontal se expresa, en kilos, la cantidad de una determinada sustancia 
contaminante que es arrojada por la empresa de alcantarillado al cuerpo de agua (Q). 
Cuando la empresa no asume ningún tipo de proceso de tratamiento, esta carga arrojada se 
coloca entonces en su nivel máximo (Qmáx).  
                                                 
12 De todas formas existen varias notables excepciones como el caso de la ciudad de Bogotá, tal como se 
menciona más adelante en el aparte correspondiente al análisis de los vertimientos de origen domiciliario.  29 
Aunque en términos estrictos la empresa podría implementar procesos de 
tratamiento que eliminaran completamente las cargas de las aguas de descarga, en términos 
prácticos existen límites de reducción hasta cierto porcentaje de remoción de las sustancias 
contaminantes. De esta forma, si la empresa implementara estos procesos más efectivos, 




Para fines prácticos se asume entonces que existen condiciones técnicas y 
económicas para que la empresa se coloque en cualquier punto entre Q máx (no reducir 
ninguna carga) y Qmín (reducir las cargas hasta su nivel mínimo posible). 
En el eje vertical se expresan los costos unitarios ($/kg) que debe asumir la empresa 
para reducir los niveles de vertimiento de la sustancia contaminante. El proceso de 
reducción de la contaminación implica la remoción de la carga de la sustancia contaminante 
antes de realizar el vertimiento al cuerpo de agua. Este proceso implica incurrir en costos 
que tienen un comportamiento particular. Si asume procesos que representen una remoción 
pequeña de la carga contaminante, los costos incrementales por cada unidad adicional 
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reducida serán relativamente bajos. Pero a medida que se incremente el proceso de 
remoción se enfrentarán costos unitarios adicionales cada vez mayores. Este 
comportamiento se representa en la gráfica con la curva de costos marginales de reducir la 
carga de contaminación. Esta curva refleja el comportamiento creciente de los costos 
unitarios (marginales) de reducir la carga contaminante: a medida que se incrementa el 
esfuerzo realizado por la empresa (para colocarse en un punto que se aleje de Q máx y se 
acerque a Qmín), el costo marginal asumido por cada unidad adicional removida tiende a ser 
cada vez mayor.  
Cuando no se remueve ninguna carga, el vertimiento tiene una carga de Q máx y el 
costo marginal de reducción será cero. En el otro extremo, cuando se llega al mayor 
esfuerzo posible de reducción de la contaminación, el vertimiento tendrá Qmín unidades de 
la sustancia contaminante; y en este punto el costo marginal equivalente a la última unidad 
removida será igual a C máx. En los puntos intermedios, cada unidad adicional de remoción 
de carga contaminante tendrá un costo unitario (marginal) mayor que la unidad anterior. 
Para efectos del cálculo de los costos totales, se parte de tener en cuenta que la 
curva de costos marginales representa el costo unitario de remoción para cada nivel de 
tratamiento establecido. De esta forma los costos totales de remoción serán iguales a la 
cantidad removida multiplicada por su respectivo costo unitario. En términos gráficos, 
frente a cualquier nivel de reducción el costo total será entonces el área bajo la curva de 
costos marginales, contada desde el punto Q máx hasta el punto de reducción seleccionado. 
Por ejemplo, si la empresa quiere pasar del punto de máxima contaminación (Qmáx) al punto 
de mínima contaminación (Qmín), el costo total equivale entonces al área bajo la curva de 
costos marginales de reducir la contaminación entre los puntos Qmáx y Qmín (o sea al área 
del triángulo afg). 
Si la empresa no asume ningún proceso de tratamiento, no incurre tampoco en 
ningún costo de remoción. Pero cuando la autoridad ambiental le cobra las tasas retributivas 
con una tarifa igual a Tr ($ por cada kilogramo de carga contaminante que arroje al cuerpo 
de agua), entonces la empresa tiene que asumir estos costos. De esta forma, si no remueve 
ningún porcentaje de la carga contaminante tendrá que pagar una suma igual a la tarifa por 
kilogramo fijada como tasa retributiva (TTR), multiplicada por el número de unidades de la 
carga contaminante arrojada (Q). En la gráfica esta suma quedaría representada por el área 
abc0. Este sería el costo máximo que tendría que asumir la empresa por el manejo de sus 
cargas contaminantes, en el  caso en que decida no implementar ningún proceso de 
tratamiento.  
En contraste, si la empresa decide hacer el mayor nivel de tratamiento posible 
colocándose en Qmín, tendrá que asumir dos tipos de costos: por una parte los costos de 
reducir la contaminación de Qmáx a Qmín (el área afg); y por otra, el pago de las tasas por las 
Qmín unidades remanentes (es decir el área 0chg). En términos técnicos la empresa puede 
colocarse en cualquier punto de tratamiento entre Qmáx y Qmín. La pregunta entonces, desde 
la perspectiva de la administración de la empresa, es cuál es el nivel de tratamiento en que 
debe colocarse para que los costos que tenga que asumir sean mínimos. 31 
La respuesta a este interrogante se encuentra al evaluar la relación entre los costos 
totales de reducir la contaminación y los costos totales de las tasas que se deben pagar para 
la contaminación efectiva que finalmente no se reduce. Cuando se empiezan a realizar el 
control de la contaminación desde Qmáx hacia la izquierda (ver gráfica), el costo marginal 
de reducir cada unidad es menor que el costo marginal de no reducirla (es decir menor que 
la tarifa de la tasa). Esto significa que en este primer segmento, cualquier desplazamiento 
hacia la izquierda implica un ahorro en los pagos por tasas (disminución de las tasas totales 
a pagar) mayor que los costos totales en que hay que incurrir para disminuir los 
vertimientos (costos de tratamiento de las aguas). 
Si se observa esta misma relación entre los costos de reducir la contaminación y los 
costos de pagar las tasas una vez que la contaminación se ha disminuido más allá de Q
*, el 
comportamiento es distinto: a medida que la contaminación se aleja de Q
* (es decir a 
medida que se intensifica más el tratamiento), el costo marginal de reducir los vertimientos 
se coloca po encima del costo unitario de pagar la tasa (es decir de la tarifa de la tasa, 
TTR). Esto significa que para intensificar el tratamiento hay que incurrir en costos totales 
mayores que los ahorros totales que se obtienen por efecto de disminuir las descargas 
sujetas al pago de tasas. 
En conclusión, la empresa minimiza los costos de manejo de sus efluentes si se 
coloca en un nivel de tratamiento en donde arroje únicamente Q* unidades al cuerpo de 
agua. Si está en un punto de mayores vertimientos que Q
*, los costos totales para reducir un 
poco más son menores que los costos que se ahorra por efecto de la disminución de las 
tasas; en decir, tiene un ahorro neto y por tanto disminuye sus costos si efectúa esta 
disminución adicional en los vertimientos. Pero si ya está en Q
* y quiere reducir aún más la 
contaminación, los costos totales de disminuirla son mayores que lo que se ahorra en tasas; 
en consecuencia incurre en mayores costos totales y por tanto no le conviene pasar de este 
punto límite.13 
De acuerdo con el análisis precedente, una empresa de alcantarillado que tenga a su 
cargo asumir los procesos de tratamiento de aguas residuales deberá ￿desde la perspectiva 
de su estrategia de minimizar costos￿ implementar un sistema de tratamiento hasta un 
punto Q
* en donde los costos marginales del tratamiento se igualen al valor unitario de la 
tarifa de las tasas. 
Costos de las empresas de alcantarillado por tasas retributivas y tarifas del servicio 
Para analizar el impacto de las tasas retributivas sobre las tarifas del servicio de 
alcantarillado, es preciso tener en cuenta que --según las normas establecidas en la Ley 99 
de 1993 y en el Decreto 901 de 1997-- las empresas de alcantarillado deben pagar las tasas 
a las autoridades ambientales. Al realizar estos pagos se incrementan sus costos de 
operación. Por tanto --según las normas generales emitidas por la Comisión Reguladora de 
Agua Potable y Saneamiento Básico-- estas empresas tienen que incorporar dichos valores 
                                                 
13 En términos formales, el punto Q
* minimiza los costos porque allí los costos marginales de reducir la 
contaminación (es decir los costos marginales del tratamiento) son iguales a los costos marginales de 
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dentro de sus propias estructuras de costos y por tanto dentro de las tarifas a cobrar a sus 
usuarios. 
Siguiendo el mandato de las normas que regulan la prestación de servicios públicos 
domiciliarios, estas empresas deben fijar sus tarifas teniendo en cuenta la totalidad de sus 
costos de operación, incluyendo por tanto los costos en que incurre al pagar las tasas. Sin 
embargo, al incorporar estos costos dentro de las tarifas del servicio es necesario tener en 
cuenta que la empresa presta sus servicios a dos tipos de usuarios claramente diferenciados: 
i) los usuarios industriales que generan sustancias contaminantes como resultado de su 
actividad productiva; y ii) los usuarios residenciales e institucionales que generan 
sustancias contaminantes como resultado de actividades cotidianas de consumo, y 
especialmente por la disposición de excretas humanas generadas en los hogares y en los 
establecimientos institucionales.  
La diferencia entre estos dos tipos de usuarios de las empresas de alcantarillado 
(industriales por una parte, y residenciales e institucionales por otra) tiene importantes 
implicaciones en términos de la forma de operar las tasas retributivas. A continuación se 
precisan algunas de estas diferencias. 
Las empresas industriales y las tasas retributivas. 
Tal como  se expresó arriba, la empresa que administra el servicio de acueducto y 
alcantarillado tiene que pagar las tasas retributivas y esto incrementa sus costos de 
operación. Dicha empresa debe entonces transferir este incremento de sus costos de 
operación a los usuarios del sistema de alcantarillado.  
En el caso de los usuarios industriales de la red de alcantarillado, si se quiere que las 
tasas operen como incentivo a la reducción de la contaminación arrojada a esta red, la 
empresa que la administra debe transferir este incremento de costos a través de las tarifas 
del servicio de alcantarillado. Para hacerlo lo más recomendable es que fije un monto a 
pagar por parte de cada firma industrial, de manera proporcional al volumen de 
vertimientos que la firma arroje a  su vez al sistema de alcantarillado. Si se aplica 
adecuadamente esta proporcionalidad, las firmas que realicen mayores vertimientos 
contaminantes a la red de alcantarillado verán incrementados en mayor medida sus pagos 
por concepto de este servicio. C omo respuesta las firmas encontrarán estímulos para 
disminuir, en la medida de lo posible, los vertimientos de estas sustancias y de esta forma 
pagar un menor valor por el servicio de alcantarillado.
14  
Teniendo en cuenta estas condiciones, es ampliamente r ecomendable que las 
empresas industriales reciban una señal adecuada acerca de la forma en que se incrementan 
sus pagos por el servicio de alcantarillado. A medida que generen más cantidad de 
sustancias contaminantes, deben pagar mayores valores por el servicio de alcantarillado. Es 
decir que se les debe determinar el valor a pagar por concepto del uso de la red de 
                                                 
14 Aquí se aplica la misma lógica que se presentó arriba para explicar cómo funcionan las tasas retributivas 
como señal económica que incentiva los esfuerzos individuales de las empresas por reducir la contaminación 
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alcantarillado, de manera directamente proporcional al volumen de sustancias 
contaminantes que arrojen a esta red. De esta forma pagarán una suma mayor por el 
servicio de alcantarillado las empresas industriales que arrojen al alcantarillado mayores 
cantidades de sustancias contaminantes, e incurrirán en menores costos a medida que 
reduzcan sus cargas contaminantes. 
Bajo estas condiciones --es decir frente a las tarifas de alcantarillado dependientes 
de sus vertimientos-- las industrias se van a comportar de manera similar a lo que haría una 
empresa a la cual se le cobren directamente las tasas por contaminación: a medida que 
disminuyan sus cargas  contaminantes, verán disminuidos sus pagos por concepto del 
servicio de alcantarillado. Se verán entonces estimuladas a disminuir el nivel de 
vertimientos a la red de alcantarillado, para disminuir sus costos. Y lo harán hasta que el 
costo marginal de reducir estos vertimientos sea igual al costo marginal de la tarifa de 
alcantarillado por cada unidad de vertimiento que arroje a la red.  
De aquí se concluyen dos recomendaciones a las empresas de alcantarillado frente a 
las relaciones con sus propios usuarios: primero, deben cobrar a cada empresa industrial 
usuaria del alcantarillado un valor por sus servicios que refleje la situación de utilización de 
la red de alcantarillado. Esto se logra cobrando un componente de la tarifa de alcantarillado 
en función de la carga contaminante que arroje cada usuario industrial. En segundo lugar, la 
empresa de alcantarillado debe mantener informado al usuario de sus servicios acerca de las 
posibilidades de realizar ahorros en los pagos por el servicio de alcantarillado, si disminuye 
la disposición de desechos contaminantes.  
Al verse las industrias estimuladas a disminuir sus niveles de uso del alcantarillado 
para hacer vertimientos de estas sustancias contaminantes, la empresa de alcantarillado 
tendrá a su vez una reducción en los propios montos que tendrá que pagarle a la autoridad 
ambiental por concepto de tasas. En síntesis, entre más efectiva sea la respuesta de los 
usuarios del alcantarillado frente a un incremento de los pagos por este servicio en 
proporción a su disposición de cargas contaminantes, mayores serán los ahorros de la 
propia empresa de alcantarillado frente a su obligación de pagar las tasas por los 
vertimientos finales al respectivo cuerpo de agua. 
Los usuarios residenciales del servicio de alcantarillado y las tasas retributivas. 
El segundo tipo de usuarios de las empresas de alcantarillado son los propios 
hogares. Aquí la situación es radicalmente distinta a la que se presenta con las industrias. 
En efecto, los hogares no pueden controlar el nivel de disposición de materia orgánica y de 
sólidos suspendidos --DBO y SST, las sustancias objeto de cobro por tasas retributivas en 
la legislación actual en el país-- en función de los costos que deban pagar por concepto del 
servicio de alcantarillado. De allí que los impactos en términos de disminución de cargas 
contaminantes en las fuentes originales domésticas sean prácticamente nulos como 
resultado de la implementación del sistema de tasas. 
Teniendo en cuenta esta característica, para el caso de los hogares las  tasas 
retributivas no pueden incidir de ninguna manera como señal económica para inducir una 
disminución de sustancias contaminantes en su lugar de origen. Por el contrario, estas 34 
cargas de origen doméstico solo pueden ser controladas por parte de la misma empresa de 
alcantarillado (o de quien asuma esta función) a través del montaje de plantas de 
tratamiento centralizadas. 
Bajo estas circunstancias, las relaciones entre la empresa de alcantarillado y los 
hogares debe entonces quedar reducida a la captación de recursos para asumir dos tipos de 
costos: los derivados del tratamiento de las aguas negras de origen doméstico mediante el 
montaje y operación de las plantas de tratamiento; y los que se derivan del pago de tasas 
retributivas por la contaminación generada por las cargas que no son eliminadas por un 
proceso de tratamiento. 
En este caso desaparece la importancia de hacer corresponder la magnitud del pago 
por concepto del servicio de alcantarillado de manera estrictamente proporcional a la 
magnitud de las cargas contaminantes generadas por los hogares. Esto se puede entonces 
fijar mediante un cobro estimado del uso del sistema de alcantarillado, por ejemplo con 
base en el volumen de agua consumida por cada hogar. Aunque esta forma de cálculo no 
refleja efectivamente la cantidad de sustancias contaminantes arrojada a la red de 
alcantarillado, se constituye indirectamente en un instrumento adicional para estimular el 
uso racional del agua. 
Impacto potencial de las tasas sobre la contaminación industrial: el caso de Bogotá 
Tal como se analizó arriba, una empresa de acueducto y alcantarillado debe 
trasladar a sus usuarios el incremento de sus costos de operación derivados de su obligación 
de pagar tasas retributivas, mediante un ajuste adecuado en las tarifas del propio servicio de 
alcantarillado. En el caso de los usuarios industriales de este servicio, es entonces 
recomendable que cada empresa pague un monto por el servicio de alcantarillado 
proporcional al volumen de sustancias contaminantes y no solo proporcional al volumen de 
agua consumida. 
Para analizar el impacto benéfico de una estrategia de esta naturaleza, a 
continuación se presentan estimaciones del nivel de respuesta que asumirían distintos tipos 
de empresas industriales en Bogotá frente a un incremento en sus costos del servicio de 
alcantarillado proporcionales al nivel de contaminación que arrojan a la red. Para tal efecto 
se parte de una caracterización de la contaminación industrial a los cuerpos de agua, a 
través de la red de alcantarillado. Y posteriormente se aplica un modelo de simulación 
construido con base en información de funciones de costos de tratamiento de aguas servidas 
para distintos tipos de industrias (Dasgupta et al, 1996), el cual se aplica a las condiciones 
específicas de los niveles actuales de vertimientos de contaminación por distintos tipos de 
industrias en Bogotá. 
Características actuales  de la contaminación industrial en Bogotá. 
En el caso de la ciudad de Bogotá, las normas relativas a las tasas retributivas por 
contaminación no se están aplicando aún de manera efectiva. Por una parte, aunque la 
autoridad ambiental  --el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente, 
DAMA-- ha cobrado estas tasas al principal contribuyente --la Empresa de Acueducto y 
Alcantarillado de  Bogotá, EAAB-- esta última no ha hecho efectivo dicho pago por 35 
discrepancias entre las dos entidades en la forma de llevarlo a cabo. Por su parte no se ha 
presentado una directriz clara del ente regulador de las tarifas de acueducto y alcantarillado 
--la Comisión Reguladora de Agua Potable y Saneamiento Básico, CRA-- que permita a la 
EAAB el traslado de los costos de las tasas a los usuarios de la red de alcantarillado.
15 
Tomando como base información disponible generada en los monitoreos de 
vertimientos realizados por el DAMA a 366 firmas en el período comprendido entre el 
segundo semestre de 1997 y el primer semestre del 2000, se pueden observar algunas 
características importantes del comportamiento actual del sector productivo en relación con 
el manejo de las cargas contaminantes.
16 
Una primera característica altamente relevante es el esfuerzo que --bien sea por 
iniciativa propia o como respuesta a las medidas de regulación directa-- viene haciendo el 
sector productivo para controlar la contaminación. En efecto, aun antes de iniciarse un 
proceso de traslado del valor de las tasas a los generadores de la contaminación, se 
observan significativas reducciones mediante plantas de tratamiento establecidas por las 
firmas: 85% de los sólidos suspendidos totales (SST) generados; y 50% de la materia 
orgánica, expresada en DBO5 (ver tabla 1).   
 
Al respecto resaltan sectores como la industria de bebidas, la cual genera un alto 
porcentaje de las sustancias contaminantes del total de la muestra (62% de SST y 43% de 
DBO5). No obstante --y dada su gran eficiencia en la remoción de contaminantes antes de 
depositar los vertimientos (más del 97% en SST y en 92% en DBO5)-- logra disminuir esta 
participación a niveles considerablemente bajos (11% y 7% de las cargas totales de la 
muestra, respectivamente). 
Por otra parte, el resultado altamente significativo de la reducción de contaminación 
por parte de las firmas se deriva de la alta eficiencia de las plantas de tratamiento activas. A 
pesar de que menos de la cuarta parte de las firmas tienen planta de tratamiento, sus niveles 
de eficiencia son considerablemente elevados:  94% de remoción de los SST y 78% de 
remoción de DBO5 generados por estas firmas (tabla 2). 
                                                 
15 Al respecto la CRA han presentado varias propuestas de reglamentación pero no ha asumido una posición 
definitiva. 
16 Aquí se incluye únicamente información sobre sólidos suspendidos totales (SST) y materia orgánica 
(DBO 5) puesto que son estos dos parámetros los que se aplican actualmente para efectos del cobro de las tasas 
retributivas. 36 
 
Tabla 1. BOGOTA: Promedio Mensual de Cargas Contaminantes Industriales 
Arrojadas a la Red de Alcantarillado - 366 Firmas  
 (1997-2000) 
Cargas de SST (Tn/mes)  Cargas de DBO 5 (Tn/mes) 
SECTOR  No. 
Firmas 
Caudal 
(m3/mes)  Influente  Efluente 
% 
Remoción  Influente  Efluente 
% 
Remoción 
Bebidas  16   198,527        1,654           43  97%         989          79  92% 
Alimentos  98   130,253          691         169  76%         969         824  15% 
Curtiembres  68     21,945            69           57  17%           67          51  24% 
Industria química  35     20,895            60           14  76%           76          48  37% 
Textiles  27   211,735            40           18  56%           81          66  18% 
Estaciones de servicio y lava-autos  41     24,473            56           40  28%           39          29  27% 
Laboratorios farmacéuticos  15     14,682            66             4  94%           20          16  16% 
Industria metálica  35     14,683            40           40  1%           20          19  3% 
Otros sectores  25     20,604              7             7  2%           14          14  2% 
Industria mineral no metálica  6       7,409              3             3  0%             2            2  0% 
TOTAL  366  665,207 2,687 395 85%  2,275 1,147  50% 
   SST: Sólidos suspendidos totales 
   DBO5:Demanda bioquímica de oxigeno a 5 días (materia orgánica)  
   Influente: Carga de entrada a las plantas de tratamiento de aguas servidas. Cuando la firma no tiene planta de tratamiento, este valor es igual a efluente. 
   Efluente: Carga de salida de las plantas de tratamiento de aguas servidas. Cuando la firma no tiene planta de tratamiento, equivale al total de la carga 
generada en el proceso productivo. 
Fuente: Cálculos con base en monitoreos del DAMA (segundo semestre de 1997 a primer semestre de 2000) 
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Tabla 2. BOGOTA: Plantas de Tratamiento de Aguas Servidas Industriales - 366 Firmas 
 (1997-2000) 
Cargas de SST según  
Tipo de Firmas (Tn/mes) 
Cargas de DBO 5 según  
Tipo de Firmas (Tn/mes) 








Planta  Influente Efluente 
%  
Remoción  Efluente  Influente Efluente 
%  
Remoción  Efluente 
Bebidas  16  63%   1,652.9        41.9   97%            1.2   987.1     77.1   92%              2.2 
Alimentos  98  35%      597.6       75.4   87%          93.4   297.8   152.9   49%          671.0 
Curtiembres  68  16%        19.8        7.8   61%          49.6   27.1     11.2   59%            40.1 
Industria química  35  31%        54.6        8.9   84%            5.2   62.8     34.6   45%            12.9 
Textiles  27  11%        27.0        4.4   84%          13.3   49.4     34.8   30%            31.3 
Estaciones de servicio y lava -autos  41  17%        19.9        4.0   80%          36.0   20.3       9.8   51%            18.7 
Laboratorios farmacéuticos  15  27%        62.5        0.6   99%            3.4   3.8       0.7   82%            15.7 
Industria metálica  35  9%         0.7         0.4   48%          39.4   1.4       0.7   47%            18.2 
Otros sectores  25  8%         0.4         0.3   32%            6.6   1.6       1.4   15%            12.2 
Industria mineral no metálica  6  0%                     3.4                        1.6 
TOTAL  366  23%   2,435.5      143.7   94%        247.0     1,451.2     323.2   78%          824.1 
   SST: Sólidos suspendidos totales 
   DBO5:Demanda bioquímica de oxigeno a 5 días (materia orgánica)  
   Influente: Carga de entrada a las plantas de tratamiento de aguas servidas. Cuando la firma no tiene planta de tratamiento, este valor es igual a efluente. 
   Efluente: Carga de salida de las plantas de tratamiento de aguas servidas. Cuando la firma no tiene planta de tratamiento, equivale al total de la carga generada en el proceso 
productivo. 
Fuente: Cálculos con base en monitoreos del DAMA (segundo semestre de 1997 a primer semestre de 2000) 
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En términos del parámetro  de concentración de estas sustancias, la norma local 
establecida por el DAMA fija un límite máximo de 800 mg por litro (mg/L) para SST y de 
1.000 mg/L para DBO5.
17 Como puede observarse en la tabla 3, nuevamente el sector de 
bebidas presenta una situación p rivilegiada, colocándose muy por debajo del estándar 
establecido. En efecto en este sector tanto las firmas con planta de tratamiento como 
aquellas que no la tienen, están con niveles de concentración de SST considerablemente 
inferiores a los máximos establecidos por la norma (213 y 594 mg/L, respectivamente, 
contra los 800 fijados por la norma). En el caso de DBO5, aunque las firmas que no tienen 
planta de tratamiento presentan concentraciones ligeramente por encima del máximo 
permitido (1.146 mg/L contra  los 1.000 fijados por la norma) esto es ampliamente 
compensado por el marcado cumplimiento de las firmas con planta (392 mg/L) y por la 
amplísima mayoría de los vertimientos totales que cumplen con esta norma (más del 99%). 
 
Tabla 3. BOGOTA: Concentración de SST y DBO5 en Firmas Sin Planta y  
Con Planta de Tratamiento - 366 Firmas 





























Bebidas       1,958   196,569       594       213     1,146       392  
Alimentos     59,025     71,228    1,583    1,058    11,369    2,147  
Curtiembres     15,109       6,837    3,281    1,142      2,654    1,642  
Industria química       6,179     14,715       844       606     2,092    2,354  
Textiles   140,064     71,671        95         61         224       485  
Estaciones de servicio y lava -autos    19,508       4,965    1,847       806        960    1,984  
Laboratorios farmacéuticos     13,347       1,336       254       452     1,177       524  
Industria metálica     11,850       2,834    3,323       138     1,540       259  
Otros sectores     18,227       2,377       362       126        670       585  
Industria mineral no metálica       7,409            -          452   n.a        211   n.a 
TOTAL   292,676   372,531       844       386     2,816       868  
   SST: Sólidos suspendidos totales 
   DBO5:Demanda bioquímica de oxigeno a 5 días (materia orgánica)  
   Efluente: Carga de salida de las plantas de tratamiento de aguas servidas. Cuando la firma no tiene planta de 
tratamiento, equivale al total de la carga generada en el proceso productivo. 
   n.a: No aplica 
Fuente: Cálculos con base en monitoreos del DAMA (Segundo semestre de 1997 a primer semestre de 2000) 
 
Por otra parte el sector de textiles presenta una situación bastante significativa en 
términos de su bajo impacto ambiental. A pesar de representar los mayores caudales de 
vertimiento a la red de alcantarillado dentro de la muestra, presenta una de los más bajos 
niveles de cargas y de concentraciones de SST y de DBO5. En efecto tanto las firmas de 
                                                 
17 DAMA, Resolución 1074 de 1997.   39 
textiles que tienen plantas de tratamiento como aquellas que no las tienen, están 
ampliamente dentro de los márgenes establecidos por la norma. 
En contraste con estos dos sectores se encuentran las industrias de alimentos y las 
curtiembres. En ambos casos, a pesar del importante impacto positivo que tienen las plantas 
de tratamiento en operación, en términos agregados se encuentran todavía lejos de cumplir 
con las normas establecidas especialmente en el caso de la materia orgánica. En efecto la 
industria de alimentos más que duplica las concentraciones máximas de DBO5 permitidas, 
mientras que las curtiembres están 1.6 veces por encima de este máximo. No obstante, el 
impacto agregado de la industria de alimentos parece ser considerablemente mayor, 
teniendo en cuenta que arroja (para las firmas de la muestra) 15 veces más materia orgánica 
a la red de alcantarillado que la industria de curtiembres (ver tablas 1 y 3). 
Impacto de las tasas retributivas sobre la contaminación industrial.  
El Decreto 901 de 1997 reglamenta el artículo 43 de la ley 99 de 1993 sobre tasas 
retributivas, en lo referente a vertimientos puntuales de sustancias contaminantes a los 
cuerpos de agua. El diseño de esta norma se basa en el principio de que es posible aplicar 
tasas por contaminación orientadas a lograr metas de reducción de la misma, al menor costo 
social posible. 
Este principio fue originalmente formulado al inicio de la década de los años setenta  
por Baumol & Oates (1971). Tal como se explicó en detalle arriba, se parte del supuesto de 
que cada firma que genere contaminación se verán incentivada a reducir voluntariamente la 
misma, hasta un punto en donde los costos marginales de su esfuerzo por reducirla se iguale 
a la tarifa unitaria que deba pagar por la cantidad de contaminantes vertida –es decir el 
costo marginal que debe pagar por contaminar. Aplicando este principio, la autoridad 
ambiental debe fijar una meta de reducción de la contaminación total generada y cobrar a 
todas una tarifa igual por unidad de contaminación vertida. Para minimizar sus costos, cada 
firma tenderán a reducir la contaminación hasta un punto en donde sus costos marginales de 
reducirla se iguale a la tasa. Es decir, se tiende a una situación de equimarginalidad de 
costos de reducción entre todas las firmas y por tanto a una minimización de costos 
agregados.  
A su turno la autoridad puede verificar el impacto sobre la contaminación total a 
cada nivel de tasas. Si se alcanza la meta deseada, y si se asignan eficientemente los 
recursos captados por el Estado, se logrará el objetivo de política al menor costo social 
posible. Si no se alcanza, la autoridad puede incrementar el valor de la tarifa para incentivar 
mayores esfuerzos por parte de las firmas. 
La normatividad vigente en Colombia aplica este principio. Para ello parte de fijar 
una tarifa mínima bastante inferior a los costos medios estimados de reducción de  la 
contaminación. De manera adicional establece que las autoridades regionales tienen la 
obligación de fijar una meta de reducción con un horizonte a cinco años; y de verificar el 
cumplimiento de esta meta semestralmente. Si la meta no se alcanza, las tarifas se 
incrementarán semestre a semestre  --en términos reales-- a un ritmo previamente   40 
establecido y conocido por todos. De esta forma, cuando se alcancen las metas se 
estabilizará el valor de la tarifa.
18 
A pesar de representar una menor asignación total de recursos privados al control de 
la contaminación --como resultado de una solución equimarginal que minimiza los costos 
totales-- en términos operativos no siempre existe una propensión favorable de las firmas 
hacia este tipo de instrumento. En general se prefieren instrumentos de regulación directa, 
porque al aplicar una tasa retributiva se cambian los derechos de propiedad sobre el 
ambiente como receptor de la contaminación. Al aplicar la regulación directa se establecen 
límites máximos permitidos, de manera independiente al costo marginal de cada firma por 
cumplirlos. Sin embargo una vez otorgado el permiso de vertimiento, éste puede ser usado 
por la firma sin pagar ningún derecho. En contraste cuando se fijan las tasas por 
contaminación la firma adquiere igualmente el derecho de hacer los vertimientos, pero 
asumiendo la obligación de pagar a la autoridad por hacer uso del mismo. Es decir, pierde 
el derecho de uso que anteriormente tenía asignado de manera explícita cuando obtenía el 
permiso de vertimiento. 
En efecto, la condición de equimarginalidad para minimizar los costos de reducción 
de la contaminación en la fuente no necesariamente coincide con la minimización de los 
costos totales de las firmas derivados del manejo de la contaminación. A igualarse los 
costos marginales de reducción entre las distintas firmas, los costos de esta reducción se 
minimizan. Pero al tener que pagar una tasa por la contaminación que no se remueve, las 
firmas pueden incurrir en mayores costos totales ya que deben asumir dos tipos de costos: 
los costos por remover la contaminación (hasta el punto en donde los costos marginales se 
igualen a la tasa) más los pagos a la autoridad por la porción de contaminación que no 
remueven. Esto conduce a que muchas veces las firmas prefieran medidas simples de 
regulación directa, en donde solo tengan que asumir los costos de remoción hasta los 
límites máximos permitidos (incluso en una situación en donde no se alcance la situación 
de equimarginalidad de costos de remoción).  
Tal como se expresó arriba, esta situación se origina en la diferencia de asignación 
de derechos de propiedad del medio ambiente como bien público receptor de la 
contaminación: con la regulación directa (sin el cobro por hacer los vertimientos) los 
derechos de propiedad de estos bienes públicos se trasladan a los particulares (las firmas) a 
cero costo; con el cobro de las tasas, estos derechos de propiedad se mantienen bajo reserva 
del Estado, y éste cobra por su uso.
19 Teniendo en cuenta este aspecto, la minimización de 
costos sociales con las tasas retributivas no solo depende de la aplicación de las mismas 
para alcanzar la equimarginalidad de los costos de reducción de los vertimientos, sino de la 
eficiencia económica con que el Estado asigne los recursos captados por concepto de las 
tasas. 
                                                 
18 Inicialmente se parte de una tarifa mínima, multiplicada por un factor regional unitario. Si al finalizar el 
primer semestre no se alcanza la meta establecida, este factor se incrementa en 0.5 unidades; y así 
sucesivamente, semestre a semestre, hasta que se alcance la meta. Para mayores detalles técnicos de cómo 
opera este proceso de ajuste automático de la tarifa, véase el Decreto 901 de 1997. 
19 Ver al respecto Pearce & Turner, 1990, p. 87   41 
Para analizar el impacto futuro que se puede alcanzar aplicando las tasas retributivas 
tal como está actualmente reglamentadas en Colombia, a continuación se presenta un 
ejercicio de simulación de la respuesta esperada por parte de las firmas industriales en la 
ciudad de Bogotá.  
Interpretando el sentido de la norma actualmente vigente, la Comisión Reguladora 
de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA) ha propuesto que las empresas de acueducto 
y alcantarillado transfieran el valor de las tasas por vertimientos a las industrias que usan el 
servicio de alcantarillado (Angel, 2001). De esta forma, al aplicarse las tasas retributivas las 
industrias tendría un incremento en los pagos por este servicio proporcional al volumen de 
vertimientos contaminantes que arrojen y que finalmente van al cuerpo de agua receptor. 
Esta simulación parte de estimaciones de los costos marginales de reducir la 
contaminación llevados a cabo por  Dasgupta et al (1996). Con una adaptación de estas 
estimaciones, interpretadas a la luz de las formulaciones de Baumol & Oates (1971), se 
construye un modelo de simulación que permite estimar el impacto de un instrumento como 
las tasas retributivas (ver recuadro). Aplicando este modelo a las condiciones de 
vertimientos de materia orgánica y sólidos suspendidos totales generados por la industria en 
Bogotá, es posible entonces obtener un indicador de la magnitud del impacto de las tasas 
sobre la contaminación industrial en esta ciudad.  
El impacto favorable de las tasas retributivas sobre los niveles de contaminación 
industrial, tal como se expresa en las tablas 4a. y 4b., es ampliamente significativo. Al 
aplicarse estas tasas y reflejarse su valor en un cobro del servicio de alcantarillado a las 
industrias de manera proporcional al valor de las mismas, las cargas de sólidos suspendidos 
totales de origen industrial se podrían reducir entre un 38 y un 78% sobre los niveles 
actuales.
20 Por su parte los niveles de la materia orgánica, expresados en DBO5, podrían 
alcanzar reducciones entre un 79 y un 93% de los vertimientos actuales.  
Este impacto potencial, sumado a los niveles actuales de reducción de la 
contaminación, subiría considerablemente la efectividad de los procesos de reducción de la 
contaminación a través de plantas de tratamiento. En efecto, de trasladarse las tasas a las 
industrias para incentivarlas a incrementar sus esfuerzos de control de la contaminación en 
la fuente, los procesos de remoción de la contaminación de SST y DBO5 podrían alcanzar 
fácilmente niveles que sobrepasarían el 90% de la contaminación originalmente generada.
21 
                                                 
20 Este rango depende del nivel de tarifa que se aplique, el cual puede estar entre un mínimo equivalente con 
un factor regional unitario y un máximo con un factor regional de 5.5 fijado por el Decreto 901 según se 
vayan cumpliendo o no las metas semestrales que se establezcan en cada región de aplicación de este 
instrumento. 
21 Tal como se observa en las tablas 4a. y 4b., Este resultado se alcanzaría incluso con el impacto que tendrían 
las tasas sobre algunas firmas en el mediano plazo al desestimular los esfuerzos de reducción que actualmente 
están aplicando. Esto se debe a que el modelo de simulación aplicado permite detectar firmas que estarían 
incurriendo actualmente en costos marginales superiores a las tarifas de las tasas. Esto las podría conducir a 
minimizar sus costos de reducción atenuando los esfuerzos que realizan actualmente en esta dirección, e 
incrementando sus niveles actuales de vertimientos finales. Este sería el caso que se reporta en la Tabla 4a., en 
donde se observa cómo los laboratorios farmacéuticos, la industria química, los textiles y las estaciones de   42 
Modelo de Estimación de Impacto de las Tasas Retributivas sobre Vertimientos 
A.  Una firma genera una cantidad constante de contaminación. Se le cobran las tasas por contaminar. Si instala 
una planta de tratamiento, minimiza sus costos de producción así: 
(1) 
￿ + + =
i
i i t t f s r p S p S t c Min  
sujeto a  ( )
*
1 , , , , Y S S r r f f t n = K   y   T t f S S S = +  
 donde 
  ST  =   cantidad total de contaminantes generados  
  St  =   cantidad de contaminantes removidos  
  Sf  =   cantidad de contaminantes finales vertidos 
  ts  =   tasa por unidad de contaminante vertido 
  pt  =   costo marginal de remover el contaminante 
 
 ri  =   cantidad del insumo i usado en la firma (i = 
1,...,n) 
pi   =   precio del insumo i 
Y
*   =   nivel de producción de la firma  
 Y  =  f (r1,...,rn,St, Sf) = función de producción  
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Por tanto la firma minimiza costos cuando pt = ts 
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 donde 
  Ct   = costo total de la planta de tratamiento 







  =  eficiencia técnica del tratamiento de j 
 
 
  Sfj  =  cantidad final de j vertida por la firma 
  STj  =  cantidad total de j generada por la firma 
  D  =  tipo de industria de la firma (dummy) 





































a a b  
Despejando la cantidad de contaminación final, se tiene entonces que minimiza costos cuando 




























































b a b  
Parámetros estimados, Dasgupta et al, 1996 (valor t entre paréntesis): 
) 39 . 12 ( 408 . 0







) 91 . 2 ( 330 . 0







) 87 . 1 ( 481 . 0







) 70 . 1 ( 350 . 0







51 . 0 327 :




D ro aceroyhier  
Fuentes: 
(1) Adaptado de Baumol & Oates (1971). 
(2) Adaptado de Dasgupta et al (1996) 
                                                                                                                                                         
servicio y lava-autos incrementaría sus niveles actuales de vertimientos de SST cuando se les apliquen cobros 
equivalentes a las tarifas mínimas de las tasas retributivas.   44 
Tabla 4a. BOGOTA. Estimación del Impacto Potencial de las Tasas Retributivas sobre la Contaminación Industrial (SST) 
% de Reducción de Carga Contaminante de SST 
Carga Inicial Generada 
Antes de Tratamiento (1)  % Reducción con 
Tasa/Carga Inicial 
% Reducción con 
Tasa/Carga Actual  Sector 
No. de 
Firmas (2)













Bebidas  16  1,654  61.8%  97%  97%  99%  4%  75% 
Alimentos  98  691  25.8%  76%  93%  98%  70%  92% 
Curtiembres  68  69  2.6%  17%  42%  78%  30%  74% 
Laboratorios farmacéuticos  15  66  2.5%  94%  84%  94%  -163%  -4% 
Industria química  35  60  2.2%  76%  60%  86%  -71%  41% 
Estaciones de servicio y lava -autos  41  56  2.1%  28%  20%  63%  -11%  48% 
Textiles  27  40  1.5%  56%  38%  66%  -42%  23% 
Industria metálica  35  40  1.5%  1%  94%  98%  94%  98% 
Otras industrias  2  1  0.0%  5%  73%  89%  72%  89% 
TOTAL  337  2,678  100.0%  86%  91%  97%  38%  78% 
  (1) Carga inicial generada: Se refiere a las cargas generadas por la actividad productiva, antes de ser sometidas a ningún proceso en las plantas de tratamiento de 
efluentes (promedio 1997-2000) 
  (2) Solo se aplica el modelo a las firmas de sectores equivalentes a los parámetros disponibles en las estimaciones de Dasgupta et al (1996) 
  (3) Tasa mínima (Factor Regional = 1.0) = $16.9/kg de SST. Tasa máxima (Factor Regional = 5.5) = $93/kg de SST (Pesos constantes de 1997) 
Fuente: Estimaciones de este trabajo, aplicando el modelo seleccionado con base en datos de monitoreo de vertimientos del DAMA (segundo semestre de 1997 a 
primer semestre de 2000) 
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Tabla 4b. BOGOTA. Estimación del Impacto Potencial de las Tasas Retributivas sobre la Contaminación Industrial (DBO5) 
% de Reducción de Carga Contaminante de DBO5 
Carga Inicial Generada (1) 
(Antes de Tratamiento)  % Reducción con 
Tasa/Carga Inicial 
% Reducción con 
Tasa/Carga Actual  Sector 
No. de 













Bebidas  16  989  43.7%  92%  97%  99%  59%  89% 
Alimentos  98  969  42.8%  15%  95%  99%  94%  98% 
Textiles  27  81  3.6%  18%  40%  79%  27%  74% 
Industria química  35  76  3.3%  37%  63%  89%  41%  82% 
Curtiembres  68  67  3.0%  24%  40%  80%  21%  74% 
Estaciones de servicio y lava -autos  41  39  1.7%  27%  37%  65%  14%  52% 
Laboratorios farmacéuticos  15  20  0.9%  16%  45%  79%  35%  75% 
Industria metálica  35  20  0.9%  3%  90%  97%  90%  97% 
Otras industrias  2  3  0.1%  0.3%  91%  97%  91%  97% 
TOTAL  337  2,263  100.0%  50%  90%  96%  79%  93% 
  (1) Carga inicial generada: Se refiere a las cargas generadas por la actividad productiva, antes de ser sometidas a ningún proceso en las plantas de tratamiento de 
efluentes (promedio 1997-2000) 
  (2) Solo se aplica el modelo a las firmas de sectores equivalentes a los parámetros disponibles en las estimaciones de Dasgupta et al (1996)   
  (3) Tasa mínima (Factor Regional = 1.0) = $39.5/kg de DBO5. Tasa máxima (Factor Regional = 5.5) = $217.3/kg de DBO5 (Pesos constantes de 1997) 
Fuente: Estimaciones de este trabajo, aplicando el modelo seleccionado con base en datos de monitoreo de vertimientos del DAMA (segundo semestre de 1997 a 
primer semestre de 2000) 
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Impacto de las tasas retributivas sobre tarifas de alcantarillado domiciliario 
De acuerdo con lo expuesto arriba, las tasas retributivas  como instrumento 
económico no tienen un impacto favorable sobre el comportamiento de los hogares como 
usuarios domiciliarios del servicio de alcantarillado en términos incentivar algún tipo de 
reducción del nivel de contaminación generada. No obstante, si  se tienen en cuenta las 
normas que rigen el sistema tarifario de los servicios públicos domiciliarios, estas se deben 
incluir en las tarifas del servicio de alcantarillado domiciliario ya que representan costos de 
operación que debe asumir el operador de la red.  
Teniendo en cuenta que --aún aplicando las tasas-- los usuarios residenciales no 
pueden ser incentivados a disminuir la generación de contaminación, la responsabilidad del 
tratamiento de estas cargas recae entonces en su totalidad sobre la misma empresa que 
administra el servicio del alcantarillado.
22 
Frente a esta situación surge entonces el interrogante acerca de la viabilidad 
económica y social de trasladar estos nuevos costos del servicio de alcantarillado a los 
usuarios domiciliarios. Para analizar esta situación se procede aquí a calcular cual sería el 
costo adicional que tendrían que pagar los distintos usuarios domiciliarios del servicio del 
alcantarillado, si sus tarifas se incrementaran de manera proporcional a la cantidad de SST 
y DBO que arroja cada hogar a la red de alcantarillado. 
Para tal efecto se parte del consumo medio de agua por suscriptor en 22 ciudades 
reportadas por la Comisión Reguladora de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA). 
Para estimar las cargas de contaminantes generadas por cada hogar, al consumo de agua por 
suscriptor se le aplican concentraciones de 500 mg/L de SST y de DBO respectivamente.
23 
Con base en esta información se estiman las cargas de SST y de DBO generadas por el 
                                                 
22 En relación con esta obligación existen en el país notables excepciones. Es el caso del tratamiento de aguas 
servidas de la ciudad de Bogotá, en donde la decisión de iniciar un programa de tratamiento de aguas negras 
fue asumido por el DAMA como autoridad ambiental de la ciudad. Situación similar se presenta en varios 
municipios dentro de la jurisdicción de la CAR en Cundinamarca, en donde esta autoridad asumió 
directamente el programa de construcción de las plantas de tratamiento de aguas negras. 
23 Para realizar un cálculo extremo, estas concentraciones asignadas equivalen a los valores máximos 
reportados por distintas fuentes de información especializadas, tal como se desprende de la siguiente tabla: 
  
Características de Sustancias Contaminantes en Efluentes Domésticos 
CARGA (gr/hab-día)  CONCENTRACION (mg/L)   
Fuente de Información  DBO5  SST   DBO5  SST 
Babbitt & Baumann (1977)  40-100-170  30-90-230  100-200-300  100-200-500 
Collado (1992)  30-35  20-25  250 (+/-) 30  300 (+/-) 65 
Imhoff, Müller & Thistlethwayte (1991)  55  27  310  170 
GTZ-CEPIS-OPS-OMS (1991)  54  190     
MOPT-España (1991)      <200-350-500  100-350 
Metcalf & Eddy      110-220-400  100-220-350 
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usuario promedio en cada una de las ciudades consideradas, tal como se reporta en el 
Anexo.  
Con base en esta información se puede observar el incremento en las tarifas del 
servicio de alcantarillado al trasladar los costos de las tasas retributivas que pagan las 
empresas de acueducto y alcantarillado. En efecto estos costos incrementales representarían 
una elevación de las tarifas, para las 22 ciudades consideradas, entre el 10.6% y el 49.4% 
de los pagos por suscriptor del servicio de alcantarillado. Al considerar la totalidad del 
servicio de acueducto y alcantarillado, esta elevación de tarifas estaría representando  un 
incremento del monto a pagar por suscriptor que oscilaría entre el 1% y el 14.1%, 
dependiendo de la ciudad considerada.  
Aunque estos incrementos de tarifa podrían interpretarse como muy elevados en 
algunas localidades, de todas formas para el conjunto de las ciudades aquí consideradas no 
es tan elevado. En efecto, considerando la totalidad de las 22 ciudades para las cuales hay 
información disponible, se presentaría  un incremento promedio del 16.8% sobre las tarifas 
de alcantarillado y del 4.8% sobre los valores medios a pagar por concepto de acueducto y 
alcantarillado.
24 
Al hacer estimaciones del impacto que tendrían estas tarifas mínimas sobre el valor 
del servicio de alcantarillado doméstico para cada estrato --y sin tener en cuenta el sistema 
de estratificación de tarifas vigente-- se detecta que se generaría incrementos relativos 
considerablemente bajos para casi todos los estratos, con excepción de los estratos 1 y 2. En 
efecto, a precios del 2001 esto representaría un incremento del valor del servicio de 
acueducto y alcantarillado por hogar de $995 por mes. En términos relativos esto 
representaría incrementos entre 4.2% y 1.4% para los estratos 3 a 6; pero representaría una 
elevación del costo del servicio del 7.5% para el estrato 2 y del 15.5% para el estrato 1 (ver 
Tabla 5). 
Ahora bien, si se tiene en cuenta que el régimen de tasas debe ser asumido por las 
empresas de alcantarillado --y que deben incorporar las mismas en sus costos de operación 
cuando se trata de calcular el valor de sus tarifas-- no hay razón técnica ni jurídica que 
impida aplicar los mismos criterios de estratificación que se aplican al conjunto de las 
tarifas.
25 Si se aplicara esta condición, el peso del incremento del costos del servicio para 
los estratos 1 a 3  se vería considerablemente reducido, hasta un punto en que todos los 
estratos tendrían un incremento en sus facturas sólo del orden del 2.5% sobre los valores 
actuales (ver Tabla 5).  
                                                 
24 En estas estimaciones se asume que a los usuarios domiciliarios únicamente se les podría trasladar el valor 
de la tarifa mínima de la tasas retributiva. Este criterio es consistente con la propuesta formulada por la CRA 
(Angel, 1991) en el sentido de que cualquier incumplimiento de las metas de reducción de la contaminación 
de origen domiciliario (y el consecuente incremento de las tasas por la vía del factor regional) serían 
responsabilidad exclusiva de los administradores del servicio de alcantarillado y por tanto no se podrían 
trasladar al usuario.  
25 Un concepto del Ministerio de Hacienda, citado por Angel (2001), establece que no se pueden estratificar 
las tasas retributivas porque hacen parte del régimen fiscal. Sin embargo este concepto no tiene en cuenta que 
las tasas las paga la empresa de alcantarillado y que, según las normas tarifarias expedidas por la CRA, deben 
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Estrato 1    6,434  995  15.5%    163  2.5% 
Estrato 2    13,303  995  7.5%    337  2.5% 
Estrato 3    23,463  995  4.2%    595  2.5% 
Estrato 4    39,281  995  2.5%    995  2.5% 
Estrato 5    58,026  995  1.7%    1,470  2.5% 
Estrato 6    72,271  995  1.4%    1,831  2.5% 
(1) Promedio ponderado para Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena, Bucaramanga, Ibagué, Manizales, 
Pasto, Neiva, Cúcuta, Pereira, Armenia, Popayán, Valledupar y Villavicencio 
Fuente: Cálculos de este estudio con base en datos de tarifas por estrato de la CRA. 
 
 
Conclusiones y recomendaciones de política. 
Del análisis previo se desprenden varias conclusiones centrales que se pueden 
articular con la forma más adecuada de implementar una política de tasas retributivas por 
parte de las empresas de acueducto y alcantarillado. Dentro de ellas se destacan las 
siguientes: 
a.  Las empresas de acueducto alcantarillado son agentes que depositan desechos 
contaminantes en los cuerpos de agua. Como instituciones que tienen a su cargo la 
prestación integrada del servicio de suministro de agua potable, administración del 
servicio de alcantarillado, y tratamiento y disposición de aguas servidas, deben 
asumir sus responsabilidades en relación con el pago de las tasas retributivas por 
usar los cuerpos de agua como receptores de estos desechos. Las empresas de 
alcantarillado deben realizar este pago a las autoridades ambientales competentes, 
incorporando dentro de su estructura de costos los montos que debe pagar por este 
concepto. 
b.  Para minimizar sus costos de operación bajo el régimen de tasas retributivas, las 
empresas administradoras del servicio de alcantarillado deben asumir una estrategia 
de tratamiento de aguas servidas. De esta forma deben propender por minimizar los 
costos de manejo y tratamiento de las aguas negras, teniendo en cuenta que estos 
costos implicarán ahora no sólo los costos del tratamiento sino también los costos 
que tendrá que asumir por las aguas residuales no tratadas. Estos costos quedarán 
representados por el monto que debe pagar la empresa de alcantarillado a la   49 
autoridad ambiental competente por concepto de los vertimientos finales de 
sustancias contaminantes al respectivo cuerpo de agua.  
c.  En relación con los residuos de origen industrial que se arrojan al sistema de 
alcantarillado, las empresas administradoras de este servicio tienen un amplio 
campo de maniobra bajo el escenario de manejo de la política de tasas retributivas 
por contaminación. En la medida en que incorporen los costos incrementales que se 
derivan de estas tasas dentro de las tarifas de prestación del servicio, los usuarios 
industriales se verán significativamente incentivados a reducir el volumen de 
vertimientos de sustancias contaminantes a la red de alcantarillado. De esta forma se 
disminuye la presión de contaminación sobre los cuerpos de agua receptores y la 
magnitud del esfuerzo que debe asumir cada empresa de alcantarillado para manejar 
estos vertimientos. 
d.  Para que una política de administración de las tasas retributivas opere en la 
dirección señalada como señal económica que incentive una reducción de la 
contaminación en la fuete industrial, se requiere un adecuado sistema tarifario en 
función del nivel de vertimientos que realice el usuario de la red de alcantarillado. 
Este sistema debe estar diseñado de tal forma que cada usuario industrial pague el 
servicio de alcantarillado de manera proporcional al volumen de sustancias 
contaminantes que vierta. Esto se pude lograr con una tarifa unitaria uniforme por 
unidad  de sustancia vertida a la red, la cual se aplicaría al volumen total de 
sustancias contaminantes vertidas por cada industria. 
e.  Independientemente del costo del servicio de alcantarillado, los hogares como 
usuarios domiciliarios no tienen la opción de disminuir el volumen de sustancias 
contaminantes que arrojan a la red de alcantarillado. Teniendo en cuenta esta 
característica, las empresas de alcantarillado deben incorporar los costos derivados 
de las tasas retributivas dentro de las tarifas de los usuarios  únicamente como 
mecanismo de captación de recursos financieros. Dado el moderado incremento en 
los pagos por el servicio de alcantarillado que esto representaría para todos los 
suscriptores, es claro que no existirían obstáculos para aplicar este incremento en las 
tarifas ni siquiera para los estratos de más bajos ingresos. En efecto, para los tres 
primeros estratos de ingresos más bajos  ￿asumiendo incluso cifras extremas de 
generación de desechos￿ estos incrementos no representarían costos para los 
hogares significativamente elevados. De todas formas, y teniendo en cuenta que este 
instrumento económico no tiene por fin primordial el recaudo de recursos 
financieros, sería incluso recomendable excluir a los usuarios domiciliarios de más 
bajos ingresos del pago los costos derivados de la aplicación de las tasas 
retributivas.  
f.  Los recursos captados por las empresas administradoras del servicio de 
alcantarillado al incorporar los costos incrementales derivados de su obligación de 
pagar las tasas retributivas, deben ser orientados en dos direcciones básicas. En 
primer lugar y de manera prioritaria, para implementar estrategias de tratamiento de 
las aguas residuales que finalmente llegan a la red de alcantarillado, disminuyendo 
de esta forma su monto a pagar a las autoridades ambientales por este concepto y   50 
contribuyendo además al mejoramiento de la calidad de los cuerpos de agua 
receptores de estos desechos. En la medida en que estas políticas cumplan 
adecuadamente con sus objetivos, esto repercutirá favorablemente en la estructura 
de costos de la misma empresa de alcantarillado, toda vez que se disminuyen los 
vertimientos finales de sustancias contaminantes a los cuerpos de agua. En segundo 
lugar, la otra parte de los recaudos deben ser aplicados para cubrir sus obligaciones 
con la autoridad ambiental por concepto de las propias tasas retributivas.  
g.  Finalmente, como contribuyentes a la financiación de las autoridades ambientales a 
través del pago de las tasas retributivas, las empresas prestadoras del servicio de 
alcantarillado deben propender por participar en el diseño e implementación de una 
estrategia de inversión de estos recursos en el marco de un programa de manejo de 
aguas residuales concertado entre los distintos sectores involucrados: los usuarios 
industriales y domésticos de la red de alcantarillado; los afectados por la 
contaminación de los cuerpos de agua; las autoridades ambientales como gestoras 
de política y en particular como administradoras de los recursos recaudados por 
concepto de tasas retributivas; y las empresas de alcantarillado gestoras del manejo 
de las aguas residuales. 
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Anexo. Incidencia de la Implementación de las Tasas Retributivas sobre las Tarifas de Acueducto y Alcantarillado 






























































1  San Andrés (I)  3,367  7.7  1,732.5               13,409                5,364              18,773  3.87  3.87                  191  3.6%  1.0% 
2  Bogotá  1,053,770  28.1  597.7               16,794                6,718              23,512  14.05  14.05                  692  10.3%  2.9% 
3  Cali  347,476  35.5  385.4               13,682                5,473              19,155  17.75  17.75                  874  16.0%  4.6% 
4  Cartagena  87,507  29.9  382.6               11,440                4,576              16,016  14.95  14.95                  736  16.1%  4.6% 
5  Tunja  22,182  16.8  374.0                 6,283                2,513                8,796  8.40  8.40                  414  16.5%  4.7% 
6  Medellín  582,174  27.3  257.6                 7,032                2,813                9,845  13.65  13.65                  672  23.9%  6.8% 
7  Barranquilla  186,700  45.0  242.9               10,930                4,372              15,302  22.50  22.50               1,108  25.3%  7.2% 
8  Sincelejo  27,881  18.7  216.2                 4,042                1,617                5,659  9.35  9.35                  461  28.5%  8.1% 
9  Florencia  15,702  12.5  211.6                 2,645                1,058                3,703  6.25  6.25                  308  29.1%  8.3% 
10  Manizales  66,865  25.9  207.5                 5,375                2,150                7,525  12.95  12.95                  638  29.7%  8.5% 
11  Popayán  39,214  26.6  198.3                 5,275                2,110                7,385  13.30  13.30                  655  31.0%  8.9% 
12  Neiva  52,717  28.4  184.2                 5,231                2,093                7,324  14.20  14.20                  699  33.4%  9.6% 
13  Valledupar  36,884  34.6  168.9                 5,843                2,337                8,180  17.30  17.30                  852  36.5%  10.4% 
14  Bucaramanga  141,110  33.9  160.3                 5,434                2,174                7,608  16.95  16.95                  835  38.4%  11.0% 
15  Cúcuta  92,933  26.6  156.8                 4,171                1,668                5,839  13.30  13.30                  655  39.3%  11.2% 
16  Santa Marta  48,557  33.5  152.8                 5,117                2,047                7,164  16.75  16.75                  825  40.3%  11.5% 
17  Pasto  40,208  30.9  149.0                 4,604                1,842                6,446  15.45  15.45                  761  41.3%  11.8% 
18  Armenia  53,368  25.4  144.4                 3,668                1,467                5,135  12.70  12.70                  626  42.6%  12.2% 
19  Pereira  70,894  35.9  135.2                 4,852                1,941                6,793  17.95  17.95                  884  45.6%  13.0% 
20  Montería  38,663  14.9  126.4                 1,883                   753                2,636  7.45  7.45                  367  48.7%  13.9% 
21  Villavicencio  41,220  27.3  126.3                 3,448                1,379                4,827  13.65  13.65                  672  48.8%  13.9% 
22  Ibagué  66,391  35.1  124.6                 4,373                1,749                6,123  17.55  17.55                  864  49.4%  14.1% 
Prom. ponderado (*)    30.0  365.8               10,987                4,395              15,382  15.02  15.02                  740  16.8%  4.8% 
Fuente: Cálculos este estudio con base en datos de la CRA (www.cra.gov.co)   53 
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Los sistemas de contabilidad nacional, a pesar de su importancia como indicadores del 
comportamiento de la economía, muestran vacío importantes como sistemas de indicadores 
de decisiones y evolución de aspectos relativos con distintos aspectos sociales y ambientales. 
En este trabajo se hace una reseña de avances que durante la última década se han venido 
logrando en la incorporación de las cuentas ambientales dentro del sistema de contabilidad 
nacional, especialmente alrededor de la propuesta de cuentas integradas propuesto por 
Naciones Unidas. Se presentan diversas opciones conceptuales de abordar este reto y se 
analizan las aplicaciones que de ellas se han hecho en varios países del mundo con distinto 
nivel de desarrollo (Alemania, Colombia, Nueva Guinea y México) 
  
1.  INTRODUCCIÓN 
Economistas, planificadores de desarrollo y políticos hacen uso frecuente de la medición 
del producto interno bruto (PIB) y variantes de este como  el producto nacional bruto (PNB) y el 
producto interno neto (PIN) para una variedad de propósitos. El PIB es  esencialmente el valor de 
todos los servicios y bienes finales producidos en un país en un año. Se puede medir sumando 
todos los ingresos de una economía (salarios, intereses, utilidades y rentas) o los gastos 
(consumo, inversión, compras del Estado y exportaciones netas [exportaciones menos 
importaciones]). De ambas formas se debería llegar al mismo resultado, porque el gasto de una 
persona es siempre el ingreso de otra, de modo que la suma de todos los ingresos debe ser igual a 
la suma de todos los gastos. 
                                                  
(*) Las autoras son estudiantes en proceso de culminación de la Carrera de Economía de la Universidad Javeriana. Este ensayo es una versión del 
trabajo de grado actualmente en proceso de evaluación. Las autoras agradecen a Guillermo Rudas Lleras --asesor de este trabajo-- por sus valiosas 
orientaciones, y a Monique Castillo Velosa --Directora de la Carrera Economía-- por su constante apoyo.  
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Es útil para mostrar los cambios a corto y mediano plazo, a nivel de la actividad 
económica, y es ampliamente usado para políticas de estabilización y manejo de la demanda.  Sin 
embargo, como es calculado en el presente es menos útil para medir las variaciones año a año de 
la actividad económica, o para observar el crecimiento sostenible a largo plazo, en parte porque el 
agotamiento de los recursos naturales y su degradación no están siendo tratadas 
satisfactoriamente.     
El PIB es uno de los indicadores más importantes que se logran a través del sistema de 
cuentas nacionales. Luego el problema proviene de estas.  En cuanto al medio ambiente se 
refiere, las principales áreas de errores en la medición de las cuentas nacionales monetarias son el 
uso de gastos defensivos, el impacto negativo de cualquier daño ambiental en el bienestar de la 
sociedad, y el tratamiento de la degradación o depreciación de los recursos naturales y 
ambientales. 
Es por esto que se debe hacer una revisión al sistema de cuentas nacionales, para así 
integrar lo que ambientalmente se necesita.  Para hacer esta revisión se recurre a las cuentas 
satélites, que parten del sistema de cuentas nacionales, y que se explicaron anteriormente. 
Una parte importante de la incorporación de la dimensión ambiental a las cuentas 
nacionales emana del reconocimiento general actual de que si bien el crecimiento económico 
parece ser un requisito para el desarrollo, éste no es suficiente, porque el desarrollo implica 
además un sentido de mejoramiento de la calidad de vida.   
Es necesario distinguir el simple crecimiento económico de un desarrollo real, pues cifras 
que señalan incrementos en el producto económico, medido tradicionalmente, pueden ocultar 
inequidades sociales y rápidos agotamientos del capital natural e implicar, consecuentemente, 
ingresos insostenibles (Repetto,1989). Además debemos tener en cuenta que la medición del 
crecimiento económico es incompleta, ya que no incorpora los cambios en el capital natural. 
Para esto se recurre al sistema de cuentas económicas y ambientales integradas. El aporte 
principal del sistema integrado de cuentas económicas y ambientales (SCAEI) consiste en la 
estructuración y articulación de un sistema de cuentas satélites ambientales.  El marco central del 
sistema integrado de cuentas económicas y ambientales se presenta como una descripción de las 
interrelaciones entre la economía y el medio ambiente, y esto se hace a través de extensiones o 
“cuentas satélite” mencionadas anteriormente.  Poder contar con estas cuentas satélites, permite 
una mejor toma de decisiones por parte de los políticos en temas relacionados con el medio 
ambiente, ya que estás cuentas sirven como herramienta para determinar la importancia 
económica de los cambios en las variables ambientales.   El objetivo del SCAEI es, por tanto, 
establecer una base de datos adecuada para las políticas de desarrollo sostenible que incorporan la 
cuestión del medio ambiente a las políticas generales.   
En este trabajo se busca entonces analizar el modelo de cuentas económicas y ambientales 
integradas, propuesto por Naciones Unidas, a la luz del marco conceptual de la teoría 
macroeconómica que orienta el sistema de contabilidad nacional y de los desarrollos alcanzados 
en su aplicación en diferentes países.  La obra en su contenido estudia seis grandes capítulos. En   55 
primer lugar se analizan rápidamente los principales conceptos de sostenibilidad. Luego se hace 
una presentación general del sistema de cuentas n acionales y de las cuentas ambientales. Para 
iniciar la discusión en detalle sobre distintas formas de organizar las cuentas ambientales se 
aborda a continuación el tema de la valoración económica del capital natural. A continuación de 
presentan los casos de estudio objeto de este trabajo y posteriormente se reseñan los avances de 
los casos de estudio en la implementación del sistema de cuentas ambientales y económicas 
integradas (SCAEI) propuesto por Naciones Unidas. Finalmente se hace una síntesis de las 
principales conclusiones del trabajo.  
La intención es que este trabajo sirva como guía para quienes quieran conocer el 
tratamiento que da Naciones Unidas a la relación entre economía y medio ambiente, expresada 
por medio del SCAEI. 
 
2.  CONCEPTOS DE SOSTENIBILIDAD 
El reto impuesto de mantener constante o creciente el valor del capital total (capital 
natural + capital fabricado + capital humano) no solo para esta generación sino para generaciones 
venideras, ha llamado la atención de economistas.  Gracias a esto se ha llegado a la conclusión 
que términos como desarrollo sostenible e ingreso sostenible están estrechamente relacionados 
con las cuentas integradas.  Es por esto que se debe tener muy en claro su significado y su 
relación con el bienestar. 
Este capítulo muestra como una economía que experimenta crecimiento económico puede 
estarlo haciendo a costa de su medio ambiente, lo cual repercute directamente en el bienestar de 
la sociedad.  Aquí se señalan los elementos que deben combinarse con el  crecimiento económico 
para que este sea sostenible y no afecte a generaciones futuras. Partiendo de este punto se 
analizan las limitaciones del sistema de cuentas nacionales tradicional, para proyectar indicadores 
consistentes con la sostenibilidad y el bienestar. 
Crecimiento económico 
El crecimiento económico se puede definir como el cambio cuantitativo o expansión de la 
economía de un país.  Según los usos convencionales, el crecimiento económico se mide como el 
aumento porcentual del producto interno bruto (PIB) o el producto nacional bruto (PNB) en un 
año. Puede ocurrir de dos maneras: una economía puede crecer de manera "extensiva" utilizando 
más recursos (como el capital fabricado, humano o natural ) o bien de manera "intensiva", usando 
la misma cantidad de recursos con mayor eficiencia (en forma más productiva).  
Cuando el crecimiento económico se produce utilizando más mano de obra, no trae como 
resultado el aumento del ingreso por habitante; cuando se logra mediante un uso más productivo 
de todos los recursos, incluida la mano de obra, trae aparejado un incremento del ingreso por 
habitante y la mejora del nivel de vida, como promedio, de la población. El crecimiento 
económico intensivo es condición del desarrollo económico (Soubbotina, 2000).    56 
Es cierto que el crecimiento económico, al aumentar la riqueza total de una nación, 
también mejora las posibilidades de reducir la pobreza y resolver otros problemas sociales. Sin 
embargo también cabe la posibilidad que la brecha entre las clases económicas se haga más 
evidente, y la riqueza quede en manos de unos pocos.  Luego el crecimiento económico no 
necesariamente trae consigo bienestar social. 
A medida que se van comprendiendo mejor los vínculos entre el crecimiento económico y 
los problemas sociales y ambientales, los especialistas, entre ellos los economistas, parecen 
coincidir en que un crecimiento semejante es, inevitablemente, insostenible, es decir, no se puede 
mantener mucho tiempo.  
Desarrollo sostenible 
El concepto de desarrollo sostenible no existiría si no se d iera el convencimiento 
generalizado de que el desarrollo conseguido hasta hoy no es satisfactorio ni resuelve las 
necesidades básicas de la población mundial en forma permanente y duradera.  O sea que aquello 
obtenido no puede sostenerse por tiempo indeterminado. 
Hay muchas definiciones del desarrollo sostenible, incluida la que se indica a 
continuación, que es característica y fue formulada por primera vez a finales de los años 80:  
Es el desarrollo que satisface las necesidades actuales de las personas sin comprometer la 
capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las suyas. Esto se puede lograr a través 
de la sumatoria de tres factores: crecimiento económico, equidad social y conservación 
ambiental (Comisión Brundtland, 1987).   
Teniendo en cuenta que el capital total incluye capital natural (bosques, tierra, calidad), 
capital humano (conocimiento y habilidades) y capital manufacturado (maquinas, carreteras, y 
fábricas), se debe ser cuidados con la razón de un eventual aumento en el capital total. Este 
aumento se puede dar por un incremento del capital fabricado, y tener una disminución del 
capital natural menos que proporcional al crecimiento del capital fabricado.  Esto es un trade off 
entre distintas formas de capital, que tiene lugar cuando al tener un recurso que  corre el peligro 
de agotarse (como  sucede con los recursos no renovables, tales como petróleo, carbón, entre 
otros), se toman las medidas necesarias para que el valor del capital natural que se “pierde”, sea 
ganado por el crecimiento del resto del capital.   
Esta discusión del capital conlleva a otro tipo de discusión: las clases de sostenibilidad. La 
sostenibilidad como oportunidad tiene varios niveles --débil, sensible y fuerte-- que dependen de 
cuan estrictamente se aplique el concepto de mantenimiento del capital, o capital inalterable 
(Pearce y Atkinson 1993): 
a.  Sostenibilidad débil significa mantener los actuales niveles de capital sin tomar en cuenta 
su composición (natural, hecha por el hombre, social o humana). Esta figura implica que 
los diferentes tipos de capital son perfectamente intercambiables, por lo menos dentro de 
los límites de los actuales niveles de actividad económica y dotación de recursos.   57 
b.  Sostenibilidad sensible significa mantener el capital intacto pero considerando también su 
composición. De esta manera, se puede consumir el petróleo hasta que las ganancias se 
inviertan en otro tipo de capital (humano por ejemplo). Bajo esta figura las naciones 
buscan establecer un nivel mínimo de cada tipo de capital que es necesario para aliviar la 
preocupación de la sustitución. El monitoreo asegura que el desarrollo no contribuya a 
diezmar un tipo de capital en favor de otro. De esta manera se reconoce que el capital 
natural y el capital hecho por el hombre son sustituibles en alto grado, pero también son 
complementarios y que para que funcione totalmente un país requiere una mezcla de los 
cuatro tipos. 
c.  Sostenibilidad fuerte quiere decir mantener separados los diferentes tipos de capital sin 
alterar el stock de cada uno. De este modo, las ganancias del petróleo (capital natural) se 
invierten en producción de energía sostenible en lugar de hacerlo en otro activo. Bajo esta 
figura se asume que el capital natural y el capital hecho por el hombre no son en realidad 
sustituibles pero se complementan en la mayor parte de las funciones de producción. Por 
ejemplo, un aserradero (capital hecho por el hombre) no tiene valor sin un bosque (capital 
natural). La misma lógica sostiene que las reducciones en un tipo de inversión educativa 
deberían ser compensadas por inversiones en otro proyecto similar, no por inversiones en 
carreteras. 
La pregunta que llevó a esta discusión es la misma del principio: se cumplirán los 
compromisos intergeneracionales creando legados, formando capitales. La sostenibilidad débil 
exige solamente que el legado de capitales debe ser lo suficientemente grande como para que no 
se reduzca el valor de uso de las personas del futuro. Luego de acuerdo a esta concepción y con la 
sustituibilidad que se explicó antes se pueden eliminar todas las especies si, al mismo tiempo, la 
ingeniería genética pone a disposición los conocimientos necesarios para crear nuevas especies.  
Los partidarios de la sostenibilidad fuerte abogan  --indicando que no todo puede ser 
sustituido-- por un legado intergeneracional estructurado, y llaman a preservar todas las formas 
existentes de capital. 
Se debe tener en cuidado pues, cuando se hable de sustituibilidad, pues se debe tener en 
cuenta la multifuncionalidad de muchos sistemas ecológicos, y los riesgos e irreversibilidad de 
las consecuencias que la conducta humana tiene sobre estos. Es conveniente considerar como 
parte del capital natural los suelos, bosques, la atmósfera, los circuitos naturales de sustancias, el 
clima, la biodiversidad y los recursos de agua entre otros tantos. De forma creciente, el capital 
natural será un factor limitante de la actividad económica (por ejemplo el stock de peces). En 
vista de este diagnóstico, la lógica económica exige invertir más en el capital natural. A menudo, 
la inversión en capital natural es sólo un sinónimo de protección ambiental. Se necesitan 
conceptos y estrategias inteligentes para invertir exitosamente en el capital natural, para así 
cumplir con el compromiso intergeneracional, y conseguir un desarrollo verdaderamente 
sostenible. 
Ahora, se debe ser muy cuidadoso con los conceptos desarrollo y crecimiento económico, 
desarrollo y crecimiento sostenible.  El desarrollo económico es un concepto mucho más amplio   58 
que el crecimiento económico.  El último se refiere a los aumentos en una cantidad definida en el 
PIB per capita, mientras que el primero encierra muchos más indicadores, así como la calidad de 
vida. 
No se puede afirmar que una economía que experimenta crecimiento durante largos 
períodos está en el camino del crecimiento sostenido, si existe alguna evidencia que el 
tratamiento ambiental los lleva por un camino de no-sostenibilidad. 
 
CRECIMIENTO SOSTENIBLE Y DESARROLLO SOSTENIBLE 
El crecimiento económico denota que el PIB  real per capita está aumentando en el 
tiempo.  Pero la observación de tal tendencia no significa que el crecimiento es sostenible. 
El crecimiento económico sostenible denota que el PIB  real per capita está aumentando 
en el tiempo y que además este aumento no está amenazado por la r etroalimentación de 
cualquiera de los impactos biofísicos (polución, problemas de los recursos) o por los impactos 
sociales (alteraciones sociales). 
El  desarrollo sostenible significa que la utilidad per capita o el bienestar está 
aumentando en el tiempo, 
ó 
el  desarrollo sostenible significa que un conjunto de “indicadores de desarrollo” están 
aumentando en el tiempo, 
Para ambas definiciones de desarrollo sostenible, son necesarios los mismos 
requerimientos de retroalimentación.  Sin embargo el segundo es un concepto más amplio de 
desarrollo sostenible. Este permite incluir los requerimientos ambientales, los cuales deciden si el 
desarrollo es sostenible o no. 
Fuente: Pearce, David. Blueprint for a Green Economy. London, Earthscan 1990 
 
El progreso en el proceso de los conceptos del desarrollo sostenible ha sido rápido desde 
la década de los años 80.  En 1992, líderes la Cumbre de la Tierra desarrollaron el marco del 
informe Brundtland para crear acuerdos y convenciones de problemas críticos como el cambio 
climático, la desertización y la deforestación.  También, bosquejaron una estrategia amplia de 
acción—Agenda 21— como el plan de trabajo para los asuntos del ambiente y del desarrollo 
durante las próximas décadas.  A lo largo del resto de la década de los '90, se generaron planes de 
sostenibilidad regional y sectorial.  Una gran variedad de grupos (desde el sector comercial y 
gobiernos municipales hasta organizaciones internacionales como el Banco Mundial) han 
adoptado el concepto y le han dado sus propias interpretaciones particulares.  Estas iniciativas 
han aumentado la comprensión social del significado de desarrollo sostenible dentro de muchos 
contextos diferentes.    59 
El concepto de desarrollo sostenible es un concepto fluido el cual continuará 
evolucionando a través del tiempo, aunque existen características comunes que subyacen a las 
varias corrientes.  
Sostenibilidad e ingresos 
El criterio central para la definición del concepto de ingreso ha sido bien indicado por 
Hicks (1946): 
En término prácticos el propósito de calcular el ingreso es dar a la gente una indicación de la 
cantidad que ellos pueden consumir sin empobrecerse así mismos.  Siguiendo esta idea, 
debemos definir el ingreso de un hombre como el máximo valor que puede consumir durante 
una semana, esperando estar tan bien al final de la semana como lo estuvo al principio de 
esta. De esta forma cuando una persona ahorra parte de su ingreso, planea poder estar mejor 
en el futuro de lo que podría estar con solo su ingreso y de igual manera cuando gasta mas 
allá de su ingreso, puede esperarse que en el futuro este peor de lo que estaba al principio del 
período.  Debe recordarse que el propósito práctico del ingreso es el servir como guía para la 
conducta prudente de los agentes.   
Según esta definición l a característica central determinante del ingreso es la 
sostenibilidad.  Esta misma idea básica de ingreso de Hicks se mantiene a nivel nacional.  Como 
él señala el ingreso no es un concepto precisamente teórico, es más bien una guía práctica para 
señalar  la cantidad máxima que puede ser consumida por una nación sin causar un eventual 
empobrecimiento.  Es obvio que no es posible consumir enteramente el PIB sin empobrecer el 
país.  El PIB es una medida bruta que incluye no solo el desgaste del capital fabricado sino 
también el del capital natural.  Luego el este falla como guía de gasto prudente de una nación.  
El PIB es un indicador macroeconómico producto del SCN. Luego es allí donde se debe 
analizar el por qué de la limitación. Una limitación, por la dificultad de medir la depreciación del 
capital (en sus diversas formas). El sistema de cuentas nacionales no desconoce que es necesario 
tener en cuenta la depreciación del capital para construir un indicador de bienestar.  Es más, cada 
vez insiste más en que es conveniente incorporar, en la práctica, esos indicadores.  
El sistema de cuentas nacionales es un instrumento de información macroeconómica, que 
explica de manera cuantitativa la estructura y variación de la economía en forma integral y 
sectorial. El principal indicador obtenido de las cuentas nacionales es  el PIB. El crecimiento del 
PIB (o del PIB por habitante) es casi siempre uno de los objetivos principales de la política 
económica de los gobiernos: una tasa de crecimiento alta es muchas veces interpretada como un 
señal del éxito de dichas políticas y también como un indicador del aumento del bienestar de la 
población. Es decir si aumenta el ingreso per capita, aumenta el bienestar y si disminuye el 
ingreso disminuye el bienestar.  Sin embargo se debe tener en cuenta la existencia de actividades 
que disminuyendo nuestro patrimonio natural aparecen como elementos que incrementan el PIB. 
Las limitaciones del sistema de cuentas nacionales impiden que este arroje indicadores 
que sean más adecuados para reflejar el bienestar. En cuanto al medio ambiente se refiere, las 
principales limitaciones en la medición de las cuentas nacionales monetarias son:    60 
i.  la inclusión de los gastos defensivos como parte del PIB, cuando estos  en realidad deben 
ser restados; 
ii.  el impacto negativo de cualquier daño ambiental en el bienestar de la sociedad; y  
iii.  el tratamiento de la degradación o depreciación de los recursos naturales y ambientales. 
En este capítulo se analizarán distintos puntos de vista sobre bienestar, y se hará una breve 
reseña sobre gastos defensivos, en capítulos posteriores se profundizará sobre estos últimos y 
sobre degradación y depreciación. 
Gastos defensivos 
Los gastos llevados a cabo por hogares, empresas y gobierno para protegerse contra las 
consecuencias adversas de los procesos de producción  – polución del aire y del agua, altos 
niveles de ruido, entre otros– son llamados gastos de protección del medio ambiente o gastos 
defensivos.  
Muchas de dichas acciones tomadas para protegerse de los daños causados al m edio 
ambiente por la actividad económica son tratadas por el sistema de cuentas nacionales como un 
incremento de la producción final, cuando por el contrario deberían ser restados.  
En este sistema los gastos defensivos son tratados de manera diversa, de tal forma que en 
ocasiones figuran como consumo final, otros costos intermedios o como inversión, dependiendo 
de si son incurridos por los hogares, las empresas, o el gobierno.  Si son contabilizados como 
consumo final o inversión incrementan directamente el PIB.  Para algunos investigadores, los 
costos incurridos para prevenir o mitigar un daño debe ser considerado como gasto defensivo y 
ser tratado como consumo intermedio, o sea debe ser deducido del valor agregado neto y el PIB.  
Se profundizará en esta discusión en un capítulo posterior, analizando los puntos de vista 
de diferentes autores respecto a los gastos defensivos. 
El impacto negativo del daño ambiental en el bienestar social 
Además de corregir la interpretación que se le ha dado a los gastos defensivos dentro del 
ingreso nacional, se debe revisar la actual medición del bienestar, dado que se requiere un 
estimativo de la contaminación actual que es generada pero no mitigada.  Esto tiene un obvio 
impacto en el bienestar de la sociedad pero no es contabilizado en las cuentas nacionales 
tradicionales.   
Se debe tener en cuenta que aunque es importante medir el bienestar presente que la 
sociedad está experimentando, es más importante lograr una medición del bienestar potencial de 
la economía, es decir,   el bienestar previsto a largo plazo de los miembros de una sociedad.  
Respecto a esta medición se ha mostrado que el PIB iguala el consumo, el cual representa el 
bienestar presente, mas la inversión, la cual iguala el valor presente del consumo futuro, ambos 
en ausencia de imperfecciones de mercado (esto implica que en todos los mercados y todos los 
precios de artículos de consumo deben igualar al costo marginal de la producción).   61 
Sin embargo Pearce (1990) explica al respecto que además de corregir el ingreso por los 
gastos defensivos es necesario llegar a un estimativo de la polución presente que es generada pero 
no mitigada, es decir, el daño residual por polución. Esto claramente es un impacto negativo en el 
bienestar de la sociedad, pero a pesar de esto, no es incluido en las cuentas nacionales 
tradicionales. Postula además que los ajustes que el ingreso nacional necesita se pueden 
condensar, para así conseguir bienestar presente de la siguiente forma: 
Bienestar presente =  Consumo – Gastos defensivos de los hogares 
– Valor monetario del daño residual por polución 
  
Este tema no solo es planteado desde la perspectiva de los ajustes a las cuentas nacionales 
y sus indicadores, sino que además se proponen otros indicadores por fuera del sistema de 
cuentas nacionales. A continuación se analizan dos de estos indicadores: el índice de bienestar 
económico sostenible y el índice de desarrollo humano. 
Índice de bienestar económico sostenible 
Daly y Cobb (1989) presentaron el ISEW (Index of Sustainable Economic Welfare), en un 
propósito por acercarse a un indicador de bienestar. Este indicador es un intento por medir la 
porción de la actividad económica que produce aumentos genuinos en la calidad de vida.  Incluye 
factores como salud, disparidad de ingresos, polución del aire y del agua, y contaminación por 
ruido entre otros.  
El ISEW tiene como punto de partida el consumo personal. Inicialmente, se corrige el 
consumo personal por efectos de la distribución de los ingresos (con un índice de inequidad de 
ingresos). Una vez que se tiene el consumo personal modificado por los efectos distributivos, se 
suman algunos servicios que no pasan por el mercado (tal como el trabajo que no es remunerado 
en los hogares por actividades relacionados con la cocina, limpieza y cuidado de los niños) y 
otros que si pasan por el mercado como el valor de los servicios que provienen de consumos 
durables, los servicios proporcionados por la provisión de calles y avenidas y la proporción de los 
gastos del gobierno en salud y educación considerados no defensivos y que por tanto incrementan 
el bienestar. Seguidamente, se restan los gastos del gobierno en salud y educación evaluados 
como defensivos, los costos sociales y ambientales (movilización, urbanización, accidentes de 
autos, contaminación: agua, aire y ruido), y la pérdida de capital natural (pérdida de humedales, 
pérdida de tierras agrícolas, el agotamiento de los recursos no renovables y renovables, los daños 
ambientales a largo plazo). Finalmente, se añade el crecimiento del capital neto y la modificación 
en la posición internacional neta. 
La forma como se calcula muchos de los componentes del ISEW es muy polémica y ha 
sido abiertamente expuesta por los propios autores, lo que ayuda a visualizar sus ventajas y 
desventajas. 
El cálculo del ISEW implica monetizar una serie de costos ambientales (agua, aire, ruido, 
etc.), así como el agotamiento del capital natural (recursos no renovables y recursos renovables) y   62 
los daños ambientales a largo plazo. Estos cálculos enfrentan los usuales problemas técnicos de la 
valoración de los bienes y servicios ambientales que no pasan por los mercados convencionales y 
además una serie de conflictos conceptuales, tal como considerar que el "capital natural" y el 
capital económico son sustitutos. 
Índice de desarrollo humano 
Otro indicador de gran importancia que se debe mencionar cuando se habla de bienestar 
es el IDH (índice de desarrollo humano) planteado por Naciones Unidas.  Se utilizó por primera 
vez en el Informe sobre desarrollo humano, 1990, preparado por el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo. 
Este índice compuesto es un promedio simple de tres índices que refleja los resultados de 
un país en materia de salud y longevidad (medidos por la esperanza de vida al nacer), educación 
(medida según  la alfabetización de adultos y la matriculación total en los niveles primario, 
secundario y terciario) y nivel de vida (medido por el PIB per cápita en función de la paridad del 
poder adquisitivo). Los resultados en cada campo se miden de acuerdo con los progresos 
realizados por cada país en la consecución de los siguientes objetivos: una esperanza de vida de 
85 años, la alfabetización del 100% de los adultos y una matriculación del 100%, y un PIB real 
per cápita de $40.000 tomando en cuenta la paridad del poder adquisitivo. Una vez que se han 
calculado los índices de cada componente, la determinación del IDH es directa. Es un simple 
promedio de los índices de los tres componentes: IDH = 1/3 (índice de esperanza de vida) + 1/3 
(índice de educación) + 1/3 (índice de PIB) (PNUD, 2001). 
Hasta el momento, ningún país ha alcanzado cabalmente estos objetivos, que representan 
aspiraciones muy loables; por ello los indicadores reales se representan como fracciones 
decimales de esas metas ideales.  
La ventaja del índice de desarrollo humano es que permite ordenar los países en función 
de sus logros en la esfera del desarrollo humano. En la última lista disponible, preparada con 
datos de 1999, los cinco primeros países eran Noruega, Australia, Canadá, Suecia y Bélgica; los 
cinco últimos, Etiopía, Burkina Faso, Burundi, Níger y Sierra Leona. Las cinco economías en 
desarrollo de mejor ubicación eran Singapur, Hong Kong (China), Brunei, Chipre y la República 
de Corea.  
Además es interesante observar como en los países de bajo y medio ingreso, el IDH crece 
proporcionalmente con el crecimiento del PIB, pero cuando los países están en los niveles más 
elevados de ingreso, el IDH decrece con el crecimiento del PIB tal como sucede en países como 
Luxemburgo, Dinamarca y Noruega entre otros. 
La desventaja del índice de desarrollo humano es que no permite juzgar la importancia 
relativa de sus diferentes componentes o comprender por qué el índice de un país se modifica con 
el tiempo; si, por ejemplo, ello obedece a un cambio en el PIB per cápita o a un cambio en el 
índice de alfabetización de adultos.    63 
La posición de algunos países en la clasificación según el índice de desarrollo humano 
difiere considerablemente de la que ocupan en la lista ordenada de acuerdo con el PIB real per 
cápita. Dicha diferencia señala el éxito (o el fracaso) obtenido por un país, en comparación con 
otros, al trasladar los beneficios del crecimiento económico a la calidad de vida de la población. 
Una diferencia positiva indica que el país ha alcanzado relativamente mejores resultados en 
términos de desarrollo humano que de ingreso per cápita. Es lo que se observa en varios países 
antiguamente socialistas y en los países desarrollados de Europa. Una diferencia negativa 
significa lo contrario; los países que presentan un contraste más marcado son Kuwait y Pakistán.  
3.  SISTEMA DE CUENTAS NACIONALES Y CUENTAS AMBIENTALES 
Ante la creciente demanda  de  información ambiental, se ha hecho necesario la 
ampliación del tradicional sistema de cuentas nacionales. En este capítulo se analiza cómo por 
medio de las cuentas satélites s e consigue articular la relación del medio ambiente con la 
economía.  Para esto se explica cómo se une dicha extensión con el SCN y que objetivos persigue 
esta amplificación  
Adaptación del sistema se cuentas nacionales para el análisis ambiental. 
Después de la Segunda Guerra Mundial los esfuerzos de la mayoría de los países se 
centraron en la reconstrucción  de las economías que se habían visto afectadas y en incentivar de 
nuevo el crecimiento económico a nivel global. Para este momento se estaba desarrollando un 
sistema de cuentas nacionales (SCN), el cual tenía como objetivo la medición tanto del 
crecimiento económico como de la producción. Los mercados trataban los recursos ambientales 
como insumos inagotables y por ende obviaron la utilización adecuada y sostenible de estos. A 
partir de entonces la población mundial y las economías han crecido considerablemente, lo que 
ha afectando directamente los recursos ambientales. Como consecuencia de esto el mundo se ha 
hecho consciente de sus actos y ha implementado una mejor utilización del medio ambiente. 
En 1968 los lineamientos del SCN, los cuales estuvieron vigentes hasta 1993, 
consideraban solamente la depreciación del capital producido sin tomar en cuenta la del capital 
natural y sus efectos sobre el sistema económico.  (Lutz, 1996).  
Los objetivos del desarrollo sostenible plantean la necesidad de reconocer los recursos 
naturales como parte del patrimonio de la sociedad, de registrar el aumento o la disminución en la 
disponibilidad de estos recursos y de identificar el costo de la contaminación para la sociedad, 
tanto en sus efectos sobre la capacidad productiva como en quienes absorben ese costo.  
Estos requerimientos del medio ambiente causaron que en 1993 Naciones Unidas realizara 
una revisión del sistema de cuentas nacionales, en donde se propende la introducción de dos 
cambios fundamentales: 
•  Recomendar la realización de un esfuerzo mayor para lograr la incorporación de la 
depreciación de los activos económicos dentro del sistema de cuentas nacionales, de tal 
forma que se pueda medir el valor del producto interno neto de esta depreciación.    64 
•  Recomendar el desarrollo de sistemas complementarios de cuentas ambientales, mediante 
la construcción de cuentas satélites que permitan la integración de las variables 
ambientales al sistema de cuentas nacionales sin alterar el sistema central de la 
contabilidad nacional.  
En relación con el segundo aspecto,  existían temas en debate sobre la integración de los 
beneficios y costos ambientales en las cuentas nacionales. Por esto, se consideró que debería 
incorporarse el aspecto ambiental sin afectar el núcleo de las cuentas. La Oficina de Estadística 
de Naciones Unidas fue la encargada de desarrollar una propuesta marco sobre cuentas satélite, 
para adicionarse a las cuentas nacionales. Esta propuesta marco se denominó sistema de cuentas 
ambientales y económicas integradas.  Hasta el momento,  la mayor parte de países que 
conforman la OECD (Organization for Economic Co-operation and Development) cuentan con 
grandes avances en la aplicación de la propuesta marco de cuentas económicas y ambientales 
integradas
26. Una versión preliminar de este marco fue probado en México y en Papua Nueva 
Guinea. Así mismo,  existen diversos casos de estudio que se han llevado a cabo tras la 
publicación del sistema integrado de cuentas económicas y ambientales en 1993,  entre los cuales 
están Colombia,  Ghana,  Indonesia y Filipinas.   
Cuentas satélites 
El marco central de las cuentas nacionales no siempre responde a las necesidades de todos 
los usuarios. Algunos temas tales como educación, turismo y medio ambiente no se registran en 
toda su magnitud; en la medida en que estas actividades son desarrolladas como actividades por 
cuenta propia no aparecen como tal en las cuentas nacionales. En otros casos, las definiciones o 
el contenido de los conceptos no se adaptan a las necesidades de los analistas. Ambientalmente, 
algunos consideran que el PIB debe corregirse para tener en cuenta entre otros fenómenos el 
deterioro del medio ambiente y el desgaste de los recursos naturales.  
Para atender estos requerimientos especiales se desarrollan  las cuentas satélites. La 
elaboración de éstas se puede concebir como un medio de organizar la información de un tema en 
especial, involucrando, si es necesario, variables en términos físicos o aspectos sociales.  
En el  SCN  los usos de los activos naturales y ambientales
27 (recursos biológicos, del 
subsuelo, la tierra, recursos de los ecosistemas, el aire o el agua), no reflejan los procesos de 
agotamiento y degradación.  Pareciera que los activos naturales son ilimitados.  Por ejemplo, los 
recursos naturales que son usados como materias primas para alimentación o como material de 
                                                  
26 Estos países son: Australia, Canadá, Corea, Finlandia, Francia, Holanda y los Países Bajos, Italia,  Japón, México, 
Noruega, Reino Unido, Suecia, y Estados Unidos. 
27 Se debe diferenciar entre activos económicos y ambientales, señalando que los primeros incluyen activos naturales 
sobre los cuales los derechos de propiedad son ejercidos y de los que se pueden derivar beneficios económicos, y que 
los segundos, implícitamente, se aplican a todos aquellos activos no-producidos que no funcionan como proveedores 
de productos de los recursos naturales en la producción, sino mas bien, como proveedores de servicios ambientales 
no económicos (que no generan lucros), tales como absorción de desechos, funciones ecológicas tales  como 
mantenimiento del hábitat y control de inundaciones y clima, y otros servicios no económicos (UNSD, 1998) 
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construcción, son considerados sin costo y no se registra el impacto que tendrá para la calidad de 
la vida humana, la degradación o agotamiento de los recursos o la pérdida de servicios que se 
originan, por ejemplo, por un bosque afectado. 
Orientándose a resolver esos problemas de la contabilidad nacional, las cuentas satélite 
recogieron tres temas relacionados con el impacto de la actividad económica en el capital natural: 
•  El registro de los activos naturales y ambientales que son parte de la riqueza nacional, lo 
que lleva a ampliar el concepto de activo e incorporar a las hojas de balance esos activos. 
•  La incorporación a las cuentas ambientales del costo por el agotamiento de un recurso 
debido a su uso, como por ejemplo, los recursos forestales.  Asimismo la inclusión del 
costo que representa la degradación del ambiente, que puede tener un efecto negativo en 
la actividad económica. 
•  El hacer explícitos en las cuentas ambientales los gastos llamados defensivos, es decir los 
gastos que  realizan las empresas, el gobierno y los particulares para abatir la 
contaminación, eliminando la ambigüedad de registrar algunos gastos y otros no, y, 
asimismo, logrando que aquellos que quedan registrados no aparezcan como un 
incremento a la producción nacional. 
El sistema de cuentas ambientales y económicas integradas (SCAEI) 
Gracias al cambio de percepción mundial respecto al medio ambiente y a la percatación 
de las capacidad de este para proveer recursos naturales y servicios, se llegó a la conclusión de la 
necesidad de limitar el impacto negativo de la actividad económica sobre el medio ambiente, y de 
analizar conjuntamente los problemas económicos y ambientales. Teniendo en cuenta lo anterior 
en 1993 Naciones Unidas  formuló un nuevo enfoque del SCN, el sistema de contabilidad 
ambiental y económica integrada,  SCAEI. (UNSD, 1998) 
El Sistema de Contabilidad Ambiental y Económica Integrada (SCAEI) es un sistema 
satélite del SCN al cual amplía con respecto al tratamiento de la información ambiental, pero no 
lo reemplaza. Uno de los propósitos del SCAEI es organizar la información relacionada con el 
medio ambiente usando clasificaciones y métodos que sean consistentes con el SCN de modo que 
por una parte, pueda evaluarse la interrelación entre actividades económicas y medio ambiente y 
por otra, dar coherencia a la información ambiental que hasta el momento había estado fuera de la 
contabilidad nacional tradicional. 
El SCAEI clasifica los activos de una manera más detallada y son necesarias más 
estimaciones sobre el agotamiento y depreciación de los recursos.  Esta articulación de cuentas 
ambientales al SCN se realiza para:  
a.  identificar y medir separadamente todos los flujos y  stocks relativos al  medio 
ambiente de las cuentas tradicionales;   66 
b.  evaluar los costos ambientales causados por la producción y consumo de industrias y 
hogares, o sea, el agotamiento de activos no- producidos y la degradación ambiental;  
c.  relacionar cuentas de recursos físicos con cuentas ambientales monetarias y hojas de 
balance; 
d.  contabilizar el mantenimiento de riqueza tangible incluyendo no sólo el capital creado 
por el hombre, sino también el capital natural; y 
e.  compilar agregados macroeconómicos ambientalmente ajustados  
Fases y cuentas del SCAEI 
El SCAEI tiene cuatro fases para establecer la vinculación entre la actividad económica y 
el ambiente (Figura 2.1). La primera fase del SCAEI identifica las actividades económicas y los 
activos relacionados con el ambiente.  Registra los gastos para prevenir o reparar el daño 
ambiental, incluye un detalle del inventario de los activos naturales y de los cambios en esos 
activos y, finalmente, muestra a nivel sectorial la relación entre la producción y el uso de los 
recursos naturales.  El uso de los recursos –a través del agotamiento y la contaminación– puede 
ser desagregado en diferentes componentes de la contabilidad nacional: insumos intermedios para 
cada actividad industrial, inversión, consumo de particulares, gasto de gobierno, importaciones y 
exportaciones. 
En la segunda fase se mide la utilización de los recursos naturales en unidades físicas (por 
ejemplo, metros cúbicos de madera extraída). Los valores físicos servirán para derivar los valores 
económicos a través de los precios y para medir los cambios en los acervos de los activos. 
Para la tercera fase se aplican técnicas distintas de valoración, cuando son necesarias, para 
complementar los valores asociados al mercado. Se incluyen estimaciones basadas en los costos 
de mantenimiento (para conservar al menos el nivel actual de los activos), en métodos de 
valoración contingente o en los de disponibilidad a pagar para reducir agotamientos y 
degradaciones de los recursos.  
La última fase deja abierta la posibilidad de aplicar otros métodos de valoración para 
actividades tales como la recreación y otros servicios ambientales para el consumo de los 
individuos (Bartelmus, 1994) 
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El SCAEI se compone de unas cuentas de tipo funcional y otras de tipo estructural.  Así 
las cuentas de tipo funcional dan lugar a las cuentas de gasto y las de tipo estructural a las cuentas 
físicas, que según si se trata de agotamiento o degradación del recurso, serán cuentas de cantidad 
y de calidad, respectivamente (Figura 2.2) 
A diferencia de las cuentas físicas, las cuentas de gasto se encuentran en términos 
monetarios. Sin embargo, el sistema incorpora la valoración económica como una herramienta 
adicional para la conversión de las cuentas físicas a términos monetarios, de manera que todo se 
encuentre en los mismos términos y sea posible adicionar, comparar y analizar las cuentas físicas 
y de gasto de la misma manera. A partir de esta valoración y homologación de términos, las   68 
cuentas satélites resultantes se incorporan a los agregados macroeconómicos tradicionales. El 
resultado obtenido, que incluye la información lograda en el proceso anterior, se conoce como los 
agregados macroeconómicos ambientalmente ajustados.  En principio, estos agregados hacen 
posible un análisis más acertado de la realidad de una nación y con estos es posible tomar 
decisiones de política más convenientes. 
FUENTE: UNSD. Integrated Environmental and economic accounting,  an operationa l
manual, 1993.
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La matriz oferta – utilización   
También se pueden analizar las extensiones ambientales de las cuentas nacionales desde 
la matriz oferta utilización. La matriz muestra secciones propias del SCN y en cuadros 
sombreados o con líneas especiales, las extensiones (cuentas satélite) que pueden ser tanto físicas 
como monetarias. 
Los conceptos del SCAEI se centran en las interrelaciones entre medio ambiente y 
economía, en la medida en que se refieren a la producción económica y al uso de productos.  Por 
consiguiente, la matriz de oferta - utilización del SCN y las cuentas de los activos no financieros 
se emplean como un punto de partida para elaborar el SCAEI.  La matriz de oferta - utilización   69 
muestra la oferta de productos internos e importados (mercancías y servicios), su utilización para 
atender a la demanda intermedia o final y el valor añadido relacionado con la producción en las 
actividades económicas.  Las cuentas de activos no financieros abarcan las existencias iniciales al 
comienzo del período contable, los cambios de los precios y los volúmenes durante el período y 
las existencias finales al término del p eríodo. Es decir, las cuenta de activos no financieros  
incluyen los balances generales iniciales y finales de los activos producidos y de los activos 
naturales no producidos, así como los cambios resultantes de la formación de capital y otros 
cambios en el activo.     
El desglose del marco convencional del SCN se centra en la determinación de los costos 
efectivos que se han producido para evitar las repercusiones negativas inmediatas de las 
actividades económicas sobre el medio natural o para restaurarlo,   y para evitar unas 
repercusiones negativas mayores o indirectas del deterioro del medio natural, o compensarlas.  
Estos costos ambientales efectivos incluyen los gastos de protección del medio ambiente y los 
gastos para mitigar los daños (por ejemplo, a la salud) causados por el deterioro de los elementos 
ambientales.  Esos costos representan una parte considerable de las corrientes relacionadas con el 
medio ambiente en las cuentas convencionales del SCN.  Las cuentas del activo y del pasivo del 
SCN se describen con respecto a las corrientes y existencias de los activos naturales (UNSD, 
1993) 
En la adaptación del modelo de las Naciones Unidas en los diferentes países en donde se 
ha aplicado, éste ha sufrido algunos ajustes de acuerdo con las necesidades de cada país, con los 
objetivos por los cuales se implementó, y con las políticas que cada país persiga.  
Indicadores ambientalmente ajustados 
¿Cómo se logran los indicadores macroeconómicos ambientalmente ajustados antes 
mencionados? Esto se puede lograr integrando primero las cuentas de activos económicos con las 
cuentas de oferta-utilización del SCN y después expandiendo la cuenta de activos, para así de 
esta forma incluir los activos ambientales.  La integración se refleja en: 
a.  Cuentas de acumulación de capital que forman una parte integral tanto de las cuentas 
de flujos de producto como de la generación del valor agregado. 
b.  Cuentas de stock que presentan los inventarios al principio del período contable, y 
cambios durante dicho período, e inventarios al final del período. 
Esta integración facilita la vinculación de las cuentas convencionales y de las identidades 
de esta contabilidad con los activos ambientales y los cambios en activos.  También permite el 
uso de cuentas de balance y de identidades para verificación de la legitimidad de la información 
compilada, conectando cuentas ambientales con las categorías y clasificaciones de la actividad 
económica generalmente convenida. En la Figura 2.4 la expansión alcanzada ambientalmente es 
presentada en cuadros sombreados. 
También se introducen los costos ambientales de las industrias (ECi) y de los hogares y el 
gobierno (ECh).  Estos costos son incorporados en las cuentas de valor agregado y se reflejan en   70 
las cuentas de activos y acumulación como desacumulación causada por la degradación y el 
agotamiento (EC). La posibilidad de la formación de capital ambiental (acumulación), por 
ejemplo a través de reforestación, también está indicada (ACCe).  Los impactos ambientales 
causados por extranjeros dentro de los límites  del país  son presentados en términos de 
importaciones (negativas) y los causados por nacionales en otros países son tratadas como 
exportaciones de residuales (contaminantes y desechos).  Sin embargo se puede argumentar que 
tal flujo debe ser considerado como transferencias involuntarias, afectando el ingreso nacional 
disponible, en lugar del producto interno neto. 
La Figura 2.4 también da una primera visión de cómo los objetivos listados anteriormente 
son tratados en el SCAEI.  La identificación y segregación de flujos y  stocks ambientales es 
lograda al aplicar una clasificación de actividades de protección ambiental (CAPA) a las 
categorías de la producción doméstica (expandiendo la clasificación industrial), al consumo final 
y a la formación bruta de capital, sin modificar los conceptos y las definiciones del SCN 
convencional.  La contabilización de costos ambientales por degradación y agotamiento en la 
producción y el consumo es mostrada como resultado de la expansión de la demarcación de los 
activos de las cuentas convencionales, mientras se mantiene la demarcación de la producción. 
Esto permite el mantenimiento de una más cercana y menos ambigua vinculación con las cuentas 
tradicionales y con los indicadores, que si por ejemplo se hiciera introduciendo una nueva 
“cuenta (de producción) natural”. Finalmente se logra el cálculo de indicadores ambientalmente 
ajustados por medio de la incorporación de costos ambientales en la producción, el consumo y y 
cambios en los activos ambientales.  
Para llegar a un indicador ambientalmente ajustado se propone el método de medición de 
un producto interno neto de la depreciación del capital fabricado (PIN). A partir de esta medición 
se propone calcular entonces un producto interno neto de la depreciación del capital natural, 
denominado producto interno neto ambiental (PINA).  Para proceder de esta forma, la 
depreciación de los activos producidos por la actividad económica se estima para ser descontada 
del producto interno bruto (PIB) obteniendo de esta manera el PIN. A partir de este resultado se 
pueden descontar entonces los valores estimados del agotamiento de los recursos naturales y de la 
degradación ambiental, para estimar finalmente un producto interno neto ambiental  – PINA 
(Lutz, 1996): 
Producto Interno Neto ( PIN) = PIB – DCP 
donde 
 
PIN   =  producto interno neto 
PIB   =  producto interno bruto 
DCP =  depreciación del capital producido 
 
El PIN se obtiene deduciendo del PIB la depreciación del capital producido (DCP). Este 
indicador sin embargo también tiene un limitante que es no tener en cuenta la depreciación del 
capital natural. Para esto se utiliza el PINA:   71 
    
PIB – DCP =  PIN 
PINA = PIN – DCN 
  donde 
DCN  = depreciación del capital natural 
Pero también se puede llegar al mismo resultado desde otro punto. La identidad d e la 
contabilidad entre ingreso (generado por el valor agregado) y la demanda final (consumo y 
formación de capital, modificados por la diferencia entre las exportaciones y las importaciones) 
permite el cálculo del producto interno neto ambiental (PINA), como la diferencia entre la 
producción y costos, y como la suma de las demandas finales (Bartelmus, 1995) 
PINA =  O  -  IC  -  D  -  EC 
=  C  +  ACC (neta)  +  (X-RX)  -  (M-Rm) 
donde 
  ACC (neta)  =  (CF-D)  +  (ACCe-EC)  
  O  =   producción 
  IC  =   consumo intermedio 
  D  =   depreciación 
  EC  =  costos ambientales  
  C  =  consumo final 
  ACC(neta)  =  formación neta de capital (acumulación de capital) 
  CF  =  formación de capital 
  X  =   exportaciones 
  RX  =  exportación de residuales (contaminación) 
  M  =  importaciones 
  Rm  =   importación de residuales (contaminación) 
  ACCe  =  formación de capital natural 
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FIGURA 2.3  Sistema de Contabilidad Ambiental y Económica Integrada – Esquema Básico
FUENTE:  Manual de Contabilidad Económico Ambiental Integrada, Naciones Unidas, 1993.
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Económico              Ambiental
ACC= (CF-D) + (ACCe-EC)
Otros cambios en volumen, revaloración 
+
FIGURA 2.4
INDICADORES CONTABLES AMBIENTALMENTE AJUSTADOS
EVA= Valor agregado ambientalmente ajustado
FUENTE: United Nations, Handbook of National Accounting: Integrated Environmental and Economic 
Accounting. New York: United States, 1993.
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4.  VALORACIÓN ECONOMICA DEL CAPITAL NATURAL 
En los capítulos previos se mencionó que la valoración de los activos ambientales es 
una condición necesaria para la construcción  de las cuentas ambientales, es un insumo 
necesario tanto para el análisis costo beneficio como para las cuentas integradas. Gracias a 
esta valoración es posible obtener la información nacional agregada necesaria para 
interrelacionar el medio ambiente y la  economía. Este vínculo tiene un impacto a largo 
plazo tanto en la política económica como en la ambiental.  
La valoración económica de los recursos naturales se refiere al proceso de derivar 
un valor para entes que no son vendidos en el mercado p.e. madera recolectada en bosques, 
filtración de agua suplida por los humedales, o recursos brindados por la biodiversidad que 
pueden proporcionar medicinas en el futuro. 
A continuación se examinan los esfuerzos realizados para obtener métodos de 
valoración de los recursos naturales consistente con el marco del sistema de cuentas 
ambientales integradas propuesto por Naciones Unidas. 
Importancia de la valoración económica 
El mercado ha sido el instrumento designado por la sociedad para decidir qué 
producir, cómo producirlo y cómo distribuirlo. En éste, los agentes actúan racionalmente 
ante las señales emitidas (precios) y así se logra la asignación, en muchos casos eficiente, 
de los recursos.  Sin embargo este mecanismo tiene imperfecciones claras que impiden esa 
eficiencia, tales como la competencia imperfecta, la información incompleta y la existencia 
de bienes que carecen de un mercado en el cual se intercambien y que por tanto, carecen de 
precio (tal es el caso de los bienes públicos, los recursos comunes y las externalidades). Por 
esto, el mercado no es el mecanismo idóneo para la asignación de bienes que carecen de 
precio. Esto lo demuestra el hecho de que hasta ahora y ante esos bienes, el mercado ha 
funcionado como un sistema que trabaja con información incorrecta sobre su valor, que 
asume que tales carecen del mismo y que su precio es cero (Pearce, 1990) 
Por lo anterior se ha visto la necesidad de encontrar el valor de esos bienes y 
servicios desde la perspectiva económica, para poder actuar consecuentemente con  este 
valor e integrarlo en el proceso de toma de decisiones relacionadas. Así, el uso del medio 
ambiente y de los servicios que este presta, debe estar relacionado con el costo que ello 
implica. Igualmente es conveniente conocer el valor que tiene para la población afectada, la 
adopción de medidas para alcanzar una mejora ambiental. Con este fin se han estructurado 
metodologías de valoración económica que intentan por medios diferentes al mercado, 
establecer el valor de los bienes y servicios que por naturaleza no poseen precio.  
La utilidad de la valoración económica para las cuentas ambientales comprende dos 
aspectos. En primer lugar, previo a la construcción de las cuentas, muchos proyectos 
requieren ejercicios de valoración. Esto con el fin de conocer los posibles impactos de 
actividades económicas sobre los recursos naturales o para conocer el valor que le da la 
sociedad a un recurso existente. En este caso, los resultados obtenidos hacen posible la 
realización de mayores análisis de la situación actual del recurso afectado o del sector que 
lo está afectando y esto, así mismo, repercute en la toma de decisiones de política con   75 
respecto a los mismos. En segundo lugar, la valoración económica puede generar 
modificaciones de variables y agregados macroeconómicos del SCN y dar lugar a los 
anteriormente mencionados agregados macroeconómicos ambientalmente ajustados. 
El contar con valoraciones adecuadas permite crear los instrumentos políticos para 
estimular o desestimular actividades de acuerdo con sus costos ambientales para la sociedad 
(externalidades ambientales), pudiendo imputar esos costos a aquellos que causas el 
deterioro (internalización) o promoviendo incentivos para la conservación y el uso 
sostenible de los recursos naturales, haciendo con ello un uso más eficiente y una 
distribución más equitativa de los costos y los beneficios asociados. Con el tiempo, una 
correcta valoración permite corregir las fallas institucionales o desarrollar las instituciones 
que garanticen el avance del desarrollo sostenible. 
Valoración de activos naturales y de impactos ambientales en el SCAEI 
Los activos naturales son valorados en términos monetarios en el SCN únicamente 
si estos están bajo propiedad controlada de agentes económicos y les brindan a estos un 
beneficio económico actual o potencial.  Estos activos económicos se contabilizan con un 
valor monetario positivo en las hojas de balance del SCN.  Todos los demás activos 
naturales obtienen un valor económico igual a cero y por lo tanto no son contabilizados en 
las hojas de balance monetario, sino que son presentadas en la cuenta de activos físicos.  La 
mayor parte de los cambios en los activos naturales son registrados como “otros cambios de 
volumen”, fuera de las cuentas de producción e ingreso del SCN. 
En este punto de la presentación se hace necesario retomar la definición de activos 
económicos hecha en el SCN 1993 (UNSD, 1993). La definición de activos económicos del 
SCN 1993 incluye aquellos activos naturales sobre los cuales los derechos de propiedad son 
ejercidos y de los que se pueden derivar beneficios económicos. Estos activos naturales 
pueden ser producidos tal como sucede con los productos agrícolas, o no producidos como 
la tierra, los depósitos minerales o los peces en los lagos o en el océano. Los cambios en la 
disponibilidad de activos económicos no producidos resultantes de la degradación y del 
agotamiento son contabilizados por el SCN 1993 como “otros cambios en volumen”. En el 
SCAEI, estos son introducidos como “costo” en las cuentas de producción y generación de 
ingreso. Implícitamente, los activos ambientales son todos aquellos activos naturales no 
producidos que no funcionan como proveedores de productos de los recursos naturales en 
la producción, sino más bien, como proveedores de servicios ambientales no económicos 
(que no generan lucros), tales como absorción de desechos, funciones ecológicas tales 
como mantenimiento del hábitat y control de inundaciones y clima, y otros servicios no 
económicos.  Dado que los activos naturales presentan funciones tanto económicas como 
ambientales, ambas incluidas en el SCAEI, pero son distinguidas por separado. 
El SCAEI teniendo en cuenta lo anterior busca enfocarse en una de las mayores 
preocupaciones que encierra la discusión de la sostenibilidad, que es si las demandas 
actuales de recursos naturales y ecosistemas son tales que la calidad y la cantidad de estos 
se verán afectados para generaciones futuras. Partiendo de este punto trata la valoración de 
los activos naturales y los cambios que estos sufren. Para poder monitorear la tasa de 
agotamiento y de degradación de un recurso ambiental en especial, es necesario medir el   76 
stock del recurso y la calidad de este al principio del período contable y ser capaz de 
contabilizar todos los cambios ocurridos durante el período, para determinar el nivel del 
stock al final del período. Para los recursos naturales estos cambios pueden ser 
cuantitativos, y para los ecosistemas cualitativos. 
Teniendo en cuenta que depreciación es la disminución del valor de los activos 
como consecuencia de determinadas causas, la depreciación de los recursos naturales se 
puede descomponer en dos: agotamiento y degradación. El agotamiento de los recursos se 
refiere a la disminución en los activos naturales para satisfacer las necesidades de 
producción y consumo. Es decir, se refiere al efecto sobre la cantidad, mientras que la 
degradación se refiere al cambio en las características propias del recurso por la interacción 
de estos con las actividades económicas, se refiere al efecto sobre la calidad de los recursos.  
El manual de las Naciones Unidas para Contabilidad Ambiental y Económica 
Integrada (UNSD, 1993), intenta valorar estos activos y los cambios que ellos sufren para 
incluirlos en las cuentas, aplicando tres categorías de valoración monetaria a  activos 
ambientales, los cambios sucedidos en estos y los efectos causados en el bienestar humano. 
Las cuentas integradas introducen tres categorías para la valoración monetaria de los 
activos naturales, sus cambios y los efectos en el bienestar de las personas.  Estas tres 
categorías son presentadas en tres versiones diferentes del SCAEI. Una primera alternativa 
aplica una valoración de mercado, enfoque que únicamente reconfigura los cambios 
ambientales ya contenidos en las cuentas de activos del SCN convencional. La segunda 
alternativa utiliza la valoración de mantenimiento, la cual estima el costo que sería 
requerido para mantener el medio ambiente intacto (o al menos a niveles deseables) durante 
el período contable. La tercera alternativa combina  la valoración de mercado con el 
enfoque de la valoración contingente, para así determinar los costos ambientales incurridos 
por las industrias junto con los costos incurridos por los hogares (como perdidas de 
bienestar por deterioración del medio ambiente) (UNSD, 1993)  
Valoración de mercado de los recursos naturales 
La valoración de recursos naturales mide el agotamiento de los recursos naturales, 
es decir, de los activos económicos del SCN, es la alternativa de valoración más cercana a 
la contabilidad tradicional. Esta valoración identifica cambios en los valores de los activos 
naturales los cuales ya están contabilizados en las cuentas de activos tradicionales como 
“otros cambios de volumen”. Estos cambios de volumen incluyen el agotamiento de los 
recursos naturales así como la degradación de estos por polución y otras actividades 
ambientalmente degradantes, hasta el punto que los impactos ambientales subyacentes son 
reflejados en los valores de mercado cambiados de dichos activos. 
El SCAEI cambia el valor de la degradación y el agotamiento de los activos 
económicos naturales de otros cambios en volumen en las cuentas de activos a costo 
ambiental en la cuenta de producción. Como se mencionó anteriormente el agotamiento y la 
degradación están definidas como la pérdida constante en la calidad y cantidad parcial o 
total de un activo natural, mas allá de la regeneración natural o reposición. La razón es que   77 
la regeneración natural contrarrestaría cualquier reducción del recurso, reflejando un uso 
sostenible del recurso sin generar carencia de este. 
Los s tocks de activos tangibles no producidos tangibles no producidos que son 
comercializados, así como la tierra, pueden ser evaluados aplicando los precios de mercado 
observados en sondeos estadísticos de transacciones de mercado. Sin embargo el stock de 
muchos de los activos naturales agotables, tal como los activos del subsuelo o la biota 
salvaje, pueden no tener un precio de mercado dado que raramente son vendidos o 
comprados en su totalidad. Para estimar el valor de dichos activos se debe determinar el 
valor presente (descontado) de los retornos futuros netos durante su tiempo de existencia, 
de las ventas de recursos similares. 
Algunos métodos han sido propuestos y aplicados en la práctica para estimar el 
valor / precio de mercado de los stocks de los recursos naturales escasos (agotables), y por 
implicación cambios en el valor del stock (entre el principio y el final del período contable). 
Las principales simplificaciones de este método genérico son el  método del valor presente, 
el  método del precio neto, la asignación del costo del usuario, los estimativos del costo de 
reposición y la depreciación / agotamiento del  stock de un recurso natural (Bartelmus, 
1994): 
Método del valor presente de los recursos naturales. En algunos casos los 
derechos de explotación y las reservas de los recursos naturales agotables (geológicos) son 
comercializados.  En estos casos el valor de mercado refleja el retorno neto esperado de la 
explotación del recurso, ya que los inversionistas basan su decisión de adquirir el activo, en 
los valores presentes relativos de los flujos de ingreso neto futuro. El valor de mercado de 
los activos naturales puede ser calculado utilizando los precios de los activos extraídos o el 
precio de los servicios brindados por estos activos, como el valor de su venta futura menos 
los costos de explotación (retorno neto).  Si la explotación se lleva a cabo durante un largo 
periodo de tiempo, el flujo de los retornos netos futuros debe ser descontado de tal forma 
que el valor presente (Vo) de un recurso natural sea la suma de los flujos de ingreso neto 
esperado (NtQt), descontados a la tasa de interés nominal o real r durante el tiempo T del 












  Nt  =   valor unitario del recurso menos los costos de extracción, desarrollo y 
exploración 
  Qt  =  cantidad del recurso explotada en el período t 
 
Sin embargo, es muy difícil estimar el retorno futuro y los costos de explotación de 
los recursos naturales por sectores económicos (agricultura, minería, construcción, etc.), o 
por el tipo de recurso natural utilizado por los diferentes sectores.  Estos estimativos 
requieren información de la disponibilidad de stocks futuros (reservas), precios y tasas de   78 
interés. Esta información se encuentra generalmente a nivel microeconómico y no a nivel 
sectorial.  Así mismo, la fijación de la tasa de descuento es bastante controversial y 
generalmente se propone entre un 0 y 17 por ciento de tasa (real) (Pearce, 1990). Este 
problema de valoración de activos no es solo para los activos naturales, sino para todo tipo 
de activos (maquinaria, equipos, infraestructura, entre otros). Es decir que no es un 
problema exclusivo del SCEAI, sino también de actual SCN. 
Método del precio neto.  El valor de un recurso natural es calculado como el 
producto de la cantidad del stock del recurso natural y su precio neto. Este método calcula 
el valor de un recurso natural como producto de la cantidad (disponible o explotada) y la 
diferencia entre el precio de mercado del material en bruto y su costo marginal de 
explotación. Las futuras pérdidas (descontadas) de retornos netos son omitidas, asumiendo 
que (en un mercado perfectamente competitivo) el precio de un recurso natural aumenta a  
la tasa de interés de la inversión alternativa, compensando la tasa de descuento.  
En el caso de los recursos no renovables (minerales), este stock solamente incluye 
las reservas comprobadas las cuales pueden ser explotadas bajo las condiciones económicas 
presentes y, por lo tanto, tienen un precio neto positivo.  Este método del precio neto 
también puede ser aplicado a los casos del agua y la biota silvestre siempre y cuando estos 
activos naturales sean considerados como activos económicos explotables.  
Expresando lo anterior en forma de ecuación se tendrá: 
 
Nt Q ct pt Vt = - = ) (  
 donde 
  Vt  =  volumen del recurso. 
  Q    =  S Qt = sumatoria de las extracciones anuales hechas durante la existencia 
del recurso. 
  pt  =  valor promedio de mercado por unidad del recurso 
  ct  =   costo marginal de la extracción, desarrollo y exploración 
 
El valor del recurso  al comienzo del periodo t, (Vt) es el volumen de la reserva 
comprobada Q (o S Qt durante la vida del recurso) multiplicado por Nt, que es la diferencia 
entre el valor promedio del valor marginal de mercado del recurso pt y el costo marginal de 
extracción, desarrollo y exploración ct. 
De igual manera este método puede ser aplicado a la valoración de los cambios en el 
volumen de los activos naturales para el periodo contable.  En el caso del agotamiento de 
los activos naturales como la biota silvestre y el subsuelo, el método del precio neto calcula 
el valor del agotamiento al multiplicar las cantidades agotadas del activo natural por el 
precio neto. En el costo del agua, el agotamiento también calcula las cantidades agotadas,   79 
sin embargo los precios de provisión de agua puede que no sean disponibles, o difieran 
considerablemente de acuerdo con los usos del agua, y / o puede ser altamente subsidiada.  
Asignación del costo del usuario.  Otro método que se acerca al de valor presente 
neto para el agotamiento de los recursos es la valoración del costo del usuario. La idea es 
convertir un flujo de tiempo limitado de renta neta de las ventas de un recurso natural no 
renovable en un flujo de ingreso permanente, gracias a la inversión de una parte de loas 
rentas , es decir, la asignación del costo que le corresponde al usuario, durante el tiempo de 
existencia del recurso. La cantidad remanente de la renta debe ser considerada como 
ingreso real.  
Dada una renta neta en particular para un período contable, el cálculo de la 
asignación del costo del usuario es simple. Solo requiere dos parámetros adicionales, la tasa 
de descuento y el tiempo de existencia del recurso. 
Los métodos del precio neto y asignación del usuario se diferencian en sus 
respectivos objetivos: capital natural y mantenimiento del ingreso.  El método del precio 
neto tiende a exagerar  el consumo de capital, representando de esta manera un límite 
superior de estimativos de los costos ambientales, mientras que la asignación del costo del 
usuario asume total sustituibilidad del capital natural por otros factores de producción; se 
puede considerar este ultimo como un límite inferior al mostrado por el método del precio 
neto. 
Estimativos del costo de reposición.  En este caso la idea básica consiste en 
considerar a los recursos naturales agotables como recursos renovables debido a la 
exploración y los nuevos hallazgos de estos, estimando los costos marginales crecientes, 
para períodos anuales, de añadir nuevas reservas a la reserva base. El costo unitario de las 
reservas existentes se multiplica por el numero (unidades) de reservas encontradas para 
hallar el valor económico del total de las reservas. 
Depreciación y agotamiento del stock de reservas naturales. El agotamiento de 
los recursos renovables es un tema mucho más delicado ya que trae serios efectos indirectos 
al reducir el flujo sostenible necesario para los insumos industriales y los servicios del 
ecosistema. Solamente por medio de una inversión (reducción en el consumo) se lograría 
reestablecer el flujo sostenible y esto es casi imposible.   
El Serafy propone un método de valoración para la pérdida progresiva de recursos 
agotables. La clave estriba, en que si bien las operaciones comerciales con recursos no 
renovables no redundan en la creación de un valor añadido, sí que generan, por el contrario, 
una corriente de fondos que pueden ser destinados a inversiones alternativas.  La clave de 
la propuesta esbozada por El Serafy consiste, pues, en convertir “…una serie finita de 
dividendos procedentes de la venta del recurso que se termina al agotarse éste, en una serie 
infinita de renta verdadera, tal que capitalizando los valores de ambas series, éstos sean 
iguales” (El Serafy 1989).  El mecanismo para garantizar esa igualdad pasa por determinar 
el “ingreso real” (X) destinada al consumo, y la parte de los ingresos que debe dedicarse al 
mantenimiento de esa corriente perpetua que garantizará un nivel de consumo futuro 
idéntico al realizado mientras el recurso no se ha agotado del todo.  Combinando ambos   80 
factores obtendremos la asignación del costo del usuario, que como se menciono antes es la 
cantidad a deducir del ingreso (PIB) como “amortización” de capital.  Una vez determinado 
el período de vida del recurso (n), y elegida la tasa de descuento a aplicar (r) para obtener 
la corriente de ingresos (neta de costes de extracción), (R), se realiza el supuesto de que la 
parte de la renta verdadera correspondiente a los ingresos de la venta es una función inversa 
de la tasa de descuento y del número de años de vida del recurso, cuya expresión es: 
1 ) 1 (
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  donde 
  X  =  Renta verdadera 
  R  =  corriente de ingresos 
  r  =  tasa de descuento 
  n  =  período de vida del recurso 
 
A partir de aquí se pueden obtener las siguientes conclusiones.  Por un lado mientras 
que (X / R) sería la fracción de los ingresos dedicada al consumo, el resto, (1- (X / R)) 
denotaría el elemento de capital.  Por otro lado, R - X  sería el coste de uso o factor de 
agotamiento que debería ser apartado como inversión en capital y excluido del cálculo del 
PIB.   La corrección propuesta debe realizarse en las cuentas de flujos de los sistemas de 
cuentas nacionales y al propio nivel de PIB, ya que no es suficiente, a juicio de El Serafy, 
contabilizar el agotamiento de los recursos no renovables únicamente a nivel de balances de 
situación o de las cuentas satélites (El Serafy, 1989).  Desde el punto de vista del gasto, esta 
cantidad debe ser invertida en la formación de capital de nuevos activos para que el gasto 
total pueda ser igual en el futuro a la renta verdadera presente y así garantizar un ingreso 
sostenible a lo largo del tiempo.  
Valoración del costo de mantenimiento de los activos ambientales 
El enfoque de valoración de mercado cubre únicamente aquellos activos naturales 
que tienen un valor económico (en el sentido del SCN), en otras palabras, que son 
conectadas con transacciones de mercado actuales o potenciales.  Es decir que no 
contabiliza activos ambientales tales como el aire, el agua y las especies,  ni puede 
contabilizar todas las funciones ambientales de activos "económicos" si esas funciones no 
se ven reflejadas en la valoración económica (de mercado) de activos naturales.  Para 
obtener un cuadro más entendible de los cambios en el valor del medio ambiente (cambios 
causados por la pérdida de sus funciones como: hábitat natural, absorción de residuos, entre 
otros servicios) una valoración de costo de mantenimiento es introducida en la segunda 
alternativa de valoración del SCAEI como una opción de valoración de mercado.   
Los costos de mantenimiento son definidos como costos del uso del medio 
ambiente, que habrían sido incurridos si el ambiente hubiera sido usado de tal forma que su 
uso futuro no haya sido afectado, o al menos, si los usos del ambiente hubieran cumplido   81 
con los parámetros ambientales aceptados mundialmente.  Estos costos son, por supuesto, 
hipotéticos, ya que en realidad el uso presente de los recursos sí afecta al medio ambiente y 
viola los parámetros ambientales. 
El fundamento de este enfoque se basa en los siguientes dos criterios: 
•  La aplicación del concepto de sostenibilidad, el cual ha ganado un rol central en 
la discusión de desarrollo integrado (ambientalmente sano y sostenible);  y 
•  La extensión del concepto de las cuentas nacionales del concepto de costo de 
reposición del consumo de capital fijo a la valoración del uso de los activos 
naturales no producidos. 
El concepto de sostenibilidad refleja una visión conservadora del medio ambiente. 
La incertidumbre sobre los posibles peligros a largo plazo de trastornar el ambiente natural 
y las posibles consecuencias irrevocables de las actividades económicas hacen un llamado 
para mantener por lo menos el nivel actual de la calidad ambiental.  Adicionalmente el uso 
del enfoque de costo de mantenimiento para la valoración del uso de funciones ambientales 
es similar a la valoración de servicios de capital hecho por el hombre, que aparece en las 
cuentas nacionales a través del consumo de capital fijo.  El consumo de capital fijo es 
estimado como la cantidad necesaria para mantener el nivel de activos h echos por el 
hombre intactos por medio del reemplazo de inversiones.  Este cálculo del consumo de 
capital también es hipotético porque no es seguro que los gastos reales de la inversión sean 
incurridos al nivel de los  costos de mantenimiento. 
En el caso de los activos del subsuelo, el costo de reposición puede ser calculado en 
principio en términos de explotación requerida y costos de desarrollo, como se señaló 
anteriormente. Este enfoque es altamente especulativo, y puede ser poco realista al estimar 
los costos para un potencial reemplazo de estos inventarios. El problema ambiental de 
agotar estos activos es usualmente local y limitado en naturaleza (algunas excepciones son 
explotación minera superficial, contaminación de desechos de la mina y derramamientos 
de petróleo conectados con la explotación y el transporte crudo del petróleo).  La 
aplicación de un concepto más débil de sostenibilidad puede estar justificada en el caso del 
agotamiento del subsuelo.  Este concepto incluiría la posibilidad de la sustitución de 
activos del subsuelo por otros naturales o hechos por el hombre, con una visión de 
mantener los niveles de ingreso (en lugar de categorías determinadas de capital natural).  
El concepto de costo del mantenimiento implica que los usos del ambiente que no 
tienen impactos en la naturaleza tienen un valor monetario de cero. Si, por ejemplo, se 
utiliza el agua, y esta está disponible en cantidades suficientes, la abstracción del agua no 
tiene ningún costo de mantenimiento.  Lo mismo se mantiene para la pesca y la industria 
maderera, si el crecimiento natural compensa la explotación.  La disposición de residuos en 
medios naturales no tiene ningún costo de mantenimiento si la naturaleza puede absorber 
seguramente dichos residuos.  La deterioración de activos naturales puede también estar en 
parte o totalmente compensada por las actividades que tienen como objetivo restablecer el 
ambiente natural.  De hecho, el valor del ambiente podría ser incluso enriquecido. Estos 
costos de la restauración / enriquecimiento se incluyen en el SCN convencional como 
formación bruta de capital y serían tratados ya en una manera similar a la reforestación de   82 
los bosques vírgenes. Al aplicar la valoración del costo de mantenimiento se evita la doble 
contabilización de los efectos ambientales en las cuentas de producción. 
Obviamente, el valor del costo de mantenimiento depende de una, hipotética, 
restauración, reposición, evasión, o prevención de actividades elegidas. Se pueden 
distinguir cinco tipos de medidas para prevenir o restaurar la deterioración por actividades 
económicas. Estas actividades que pueden ser aplicadas bajo condiciones de tecnología 
disponible y conocimientos sobre las consecuencias del agotamiento y la degradación, son 
(UNSD, 1993): 
a.  reducción o abstención de ciertas actividades económicas; 
b.  sustitución de algunas producciones, por medio de manufacturación de 
productos similares o modificación de los patrones de consumo de los hogares; 
c.  sustitución de insumos usados por las actividades económicas, sin modificar sus 
productos, por la aplicación de nuevas tecnologías, entre otros; 
d.  actividades de prevención de la deterioración ambiental; y 
e.  restauración del medio ambiente y adopción de medidas disminuyendo los 
impactos ambientales de las actividades económicas.  
 
Valoración Contingente 
En una tercera alternativa de valoración del SCAEI, se propone el método de la 
valoración contingente para introducir un enfoque de costo causado, y de esta forma medir 
las consecuencias de los impactos ambientales en el bienestar (salud, recreación) de los 
hogares. La valoración contingente se basa en encuestas de opinión de la disponibilidad a 
pagar para evitar amenazas ambientales. Esta técnica de valoración  ha sido aplicada con 
limitado éxito en proyectos y programas orientados al análisis costo-beneficio.  Su utilidad 
en las cuentas nacionales es cuestionable debido a sus limitaciones (Pearce & Turner, 
1990): 
•  Entendimiento de la disponibilidad a pagar:  Muchas veces las preguntas acerca 
de la disponibilidad a pagar por un bien no siempre son bien entendidas, y los 
valores reflejan pobremente el valor real. Sin embargo respecto a este punto los 
estudios determinan que existe una alta correlación entre lo que la gente dice en 
las encuestas estar dispuesta a pagar y lo que finalmente paga. 
•  Disposición a pagar / disposición a recibir: En las encuestas se pregunta cuánto 
está dispuesta a pagar la persona por mantener un bien o cuanto está dispuesta a 
recibir en compensación por dejar el bien. Sin embargo existen diferencias en 
los valores d ados en las encuestas y normalmente la disposición a pagar es 
menor que la disposición a recibir,  ya que la sensación de pérdida exige por 
parte del encuestado una mayor recompensa.   83 
•  Sesgo parcial / total: Se ha notado que cuando a la gente se le pregunta primero 
por su disposición a pagar por una parte del bien y después se le pregunta por la 
disposición a pagar por el sistema completo las cantidades resultantes son muy 
similares. 
•  Sesgo del punto inicial: En muchos estudios se ha partido de un valor como 
punto inicial sobre la base del cual se pregunta a la gente; sin embargo, algunos 
críticos creen que este punto inicial no es buena influencia ya que al comparar 
resultados con y sin valor inicial existen grandes diferencias en los valores que 
estarían dispuestos a pagar. 
El SCAEI describe el tratamiento de esta valoración en una forma consistente con el 
marco de las cuentas nacionales, sin embargo, dadas las limitaciones de esta el impacto 
principal que se vislumbraría al aplicar la valoración contingente en el SCAEI sería una 
disminución del valor del consumo registrado en el sistema de cuentas, ya que este debería 
reflejar la cantidad que los  hogares estarían preparados a sacrificar para así evitar la 
deterioración de su medio ambiente o aceptar la compensación por pérdidas de bienestar. 
 
5.  CASOS DE ESTUDIO 
En la Cumbre de Río de 1992  se  plasmaron  los  principios  que  justifican  la  
utilización amplia  y extensa  de  las  cuentas  del  patrimonio natural  y  ambiental  como 
un  instrumento  para  la toma de decisiones; es así como en la Agenda 21, en el capítulo 
40, se señala explícitamente: 
Los países y, cuando se les solicite, las organizaciones internacionales deberán hacer 
inventarios de los datos ambientales, de recursos y de desarrollo, sobre la base de las 
prioridades nacionales y mundiales, para la gestión del desarrollo sostenible. Deberían 
asimismo determinar las deficiencias y organizar actividades para subsanarlas.  Dentro 
de los órganos y las organizaciones del sistema de las Naciones Unidas y  de las 
organizaciones internacionales pertinentes, es preciso reforzar las actividades de 
obtención de datos, entre ellas las de Vigilancia Mundial y de Vigilancia Meteorológica 
Mundial, especialmente en lo que concierne al aire de las ciudades, el agua dulce, los 
recursos de tierras (entre ellos los bosques y las tierras de pastoreo), la desertificación, 
otros hábitat, la degradación de los suelos, la diversidad biológica, los océanos y la 
atmósfera superior... (40.8.)... Los gobiernos deberían considerar la posibilidad de 
introducir los cambios institucionales  necesarios en el plano nacional para lograr la 
integración de la información sobre el medio ambiente y sobre el desarrollo.. (40.10.) 
No fue sino hasta 1993 que apareció la primera compilación de l os términos de 
referencia para crear un sistema de cuentas ambientales uniforme con el SCN elaboradas 
por Naciones Unidas, documento que plantea los procedimientos y etapas a seguir para 
establecer un sistema de cuentas integradas (SCAEI). Como se dijo en un capítulo anterior 
tal sistema describe las interacciones entre las actividades económicas y el ambiente que 
proveen de un marco analítico permitiendo así la implantación del análisis de políticas 
económicas. Cada país ha adecuado esta propuesta a sus necesidades específicas.   84 
Para ilustrar esta aplicación, se analiza una primera aproximación de la 
implementación del SCAEI en 4 países: Alemania, Colombia, México y Papua Nueva 
Guinea. Alemania, dado que es un país desarrollado, y porque es la primera experiencia de 
sus características. Este país ha tomado el liderazgo en cuentas de flujo de materiales y en 
cuentas del suelo. En segundo lugar, es destacable el caso colombiano por el nivel de 
inserción institucional y  el grado de interés al interior de instancias gubernamentales que se 
logró en el momento de la constitución del Proyecto Piloto. En Colombia se está trabajando 
desde 1992, y existe un extenso proyecto que articula a diferentes instituciones. Sin 
embargo este proceso estuvo estancado durante unos  años, dada la poca voluntad 
institucional. No obstante el DANE retomó el trabajo y está próximo a presentar un 
informe. México es el caso más destacado de América Latina por la extensión, profundidad 
y alcance  de  la experiencia.  No sólo se han construido todos los instrumentos y 
mediciones del sistema, sino  que  también  su experiencia fue importante en la discusión 
sobre la revisión del SCN  de Naciones Unidas que incorporara las cuentas satélites 
ambientales.  En cuarto lugar Papua Nueva Guinea, por ser un caso muy interesante, dado 
que está en una etapa muy temprana de industrialización, con estadísticas limitadas y en 
donde los problemas ambientales han sido dejados un poco de lado.  
En este capítulo se hará una presentación descriptiva y de contexto de cada uno de 
estos casos y en el siguiente capítulo se hará un análisis de los avances de los distintos 
componentes de la propuesta de Naciones Unidas en cada uno de estos casos. 
Alemania (GEEA) 
En Alemania el sistema de cuentas satélites para el medio  ambiente está 
implementado en las bases de las propuestas conceptuales del SCAEI. Las cuentas 
ambientales para este país reciben el nombre de  German Environmental Economic 
Accounting (GEEA). 
La Oficina Federal de Estadística (FSO) comenzó a trabajar en la contabilidad 
ambiental en los '80, inicialmente enfocándose en gastos ambientales y en flujos de energía. 
En 1990 se llevó a cabo un ejercicio piloto del SCAEI, que en para ese entonces estaba en 
diseño preliminar. Desde ese entonces Alemania se ha preocupado por darle una gran 
cabida al tema ambiental dentro sus cuentas nacionales. 
La estructuración de las cuentas ambientales es función del Ministro Federal del 
Medio Ambiente, la Protección de la Naturaleza y la Seguridad de Reactores. El órgano 
ejecutor es fundamentalmente la Oficina Federal de Estadística, específicamente el Grupo 
de Cuentas Ambientales y Sistemas Estadísticos de Información Geográfica. A nivel de 
cada estado existe una Oficina de Estadística, la cual apoya técnicamente a la Oficina 
Federal de Estadística con la recopilación de datos. El apoyo científico lo proporciona un 
grupo de asesores designado por el Ministro Federal del Medio Ambiente, la Protección de 
la Naturaleza y la Seguridad de Reactores (Binder, 2001) 
El grupo de asesores de cuentas ambientales en Alemania se compone de científicos 
que en su mayoría son profesores universitarios o de escuela superior, con amplios 
conocimientos, particularmente en los temas que tienen relevancia dentro del campo de las   85 
cuentas ambientales. El g rupo también se compone de un colaborador designado por el 
Ministro Federal del Medio Ambiente, la Protección de la Naturaleza y la Seguridad de 
Reactores, y por el Ministro Federal de Asuntos Económicos. En las sesiones de asesoría 
también participan, aunque sin derecho de voto, colaboradores designados por la Oficina 
Federal de Estadística y por la Oficina Federal de Asuntos Ambientales. 
Al comité de asesoría se le asigna un grupo de acompañamiento, con representación 
de grupos sociales (sobre todo agrupaciones económicas y ambientales, así como sindicatos 
y agremiaciones). De esa manera se logra que las cuentas ambientales estén fundamentadas 
sobre bases sociales sólidas. 
La experiencia alemana buscó cubrir no sólo las repercusiones de las actividades 
económicas sobre el ambiente natural, sino también, todos los posibles efectos que 
modificaran  su estado, sean estos de origen económico o no.  El concepto de las cuentas 
ambientales en Alemania está diseñado de tal forma que aún los resultados intermedios 
obtenidos en el proceso brindan respuestas a cuestiones económicas y de políticas 
ambientales. Es de gran importancia para calificar la eficiencia en el uso de los recursos 
naturales, en relación con políticas ambientales y de estructura, determinar cómo cambia 
temporalmente la utilización de los recursos naturales, de la energía y del suelo en sectores 
industriales, y qué tipo de sustancias se devuelve al ambiente en forma de residuo. Por 
medio de indicadores sobre el estado ambiental, adecuadamente agrupados, se deben 
mostrar los cambios cualitativos de manera estandarizada. El aspecto actual de los costos y 
de la carga financiera de la industria se mantiene para las medidas de protección ambiental 
que sí se llevan a cabo. La estimación de los “costos de de scontaminación” para medidas 
preventivas adicionales se encarga de definir la imagen general y de inclinar la balanza 
entre diferentes estándares (magnitudes en sentido de metas físicas de reducción) para cada 
uno de los factores de contaminación considerables. El concepto de las cuentas ambientales 
en Alemania puede ser resumido en la Figura 4.1. 
Se debe anotar que en el caso del GEEA, la FSO no calcula el PINA (producto 
interno neto ambiental), de acuerdo al consejo científico es más práctico para la economía 
alemana el mostrar los comportamientos sostenibles por medio modelos multi-sectoriales. 
Dichos modelos son calculados por institutos de investigación independiente, y no por la 
FSO.  
Las cuentas ambientales alemanas se dividen en 5 grupos temáticos: 
•  Cálculo del flujo de materiales y de energía 
•  Utilización del área y del espacio 
•  Indicadores del estado del medio ambiente 
•  Medidas para la protección del medio ambiente 
•  Costos para evitar la contaminación y obtener los estándares 
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El avance de los trabajos en los diferentes grupos temáticos varía aún. Algunos se 
encuentran en estado bastante avanzado y proporcionan resultados regularmente; otros, en 
cambio, están todavía en la transición de la investigación a la implementación. 
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FIGURA 4.1
GEEA
FUENTE: Ministerio Federal del Medio Ambiente, Protección de la Naturaleza y Seguridad 
Nuclear. Cuentas Ambientales Tercera Toma de Posición del Consejo “Cuentas 
Ambientales”. Bonn, Alemania. 1998
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Para  entender el proceso colombiano en materia de Cuentas Ambientales, es 
preciso ubicarse primero en el marco del Sistema Nacional Ambiental -SINA- creado por la 
Ley 99 de 1993 y cuya implementación se inició, en la práctica, a partir del año 1994. 
El SINA conformó una nueva estructura institucional al centro de la cual se 
encuentra el Ministerio del Medio Ambiente que reemplazó al extinto INDERENA, como 
entidad gubernamental responsable de impulsar las políticas nacionales sobre recursos   87 
naturales renovables y de medio ambiente.  El sistema incluye además, 32 Corporaciones 
Autónomas Regionales (CARs), cinco institutos de investigación semiautónomos y cuatro 
entes ambientales urbanos (en las ciudades más pobladas del país).  Además, en su diseño 
se contempla la coordinación intersectorial a través de un Consejo Nacional Ambiental, en 
el cual tienen asiento varios ministros del gabinete, el director de Departamento Nacional 
de  Planeación (DNP),  además  de  otros  representantes de la sociedad civil y del sector 
productivo, entre otros. El Ministro del Medio Ambiente también tiene voz y voto en el 
Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES), con lo que la integración del  
componente  ambiental  a  los procesos de planificación y política estatal se ve reforzado. 
Como es natural, el mencionado re-arreglo institucional, el cual supuso la creación 
de nuevas instituciones y la re-estructuración de algunas ya existentes, ha generado ajustes 
en muchos procesos iniciados con anterioridad a la creación del SINA, como es el caso del 
tema de las Cuentas Ambientales. 
Entre las funciones que le asigna la Ley 99 al Ministerio del Medio  Ambiente  se 
encuentra la de  “evaluar los alcances y efectos económicos de los factores ambientales, su 
incorporación al valor de mercado de bienes y servicios y su impacto sobre el desarrollo de 
la economía nacional y su sector externo; su costo en los proyectos de mediana y grande 
infraestructura, así como el costo económico del deterioro y de la conservación del medio 
ambiente y de l os recursos naturales renovables y realizar investigaciones, análisis y 
estudios económicos y fiscales en relación con los recursos presupuéstales y financieros  
del sector de gestión  ambiental y con los impuestos, tasas, contribuciones, derechos, 
multas  e  incentivos con él relacionados”. 
El Ministerio del Medio Ambiente dispone ahora de al menos dos nuevas instancias 
responsables de aspectos relativos a la economía ambiental: a) La Oficina de Análisis 
Económico dependiente del despacho del Viceministro; b) El Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM)  - que es uno de los  cinco institutos de 
investigación adscritos al Ministerio y que actúa como el nodo del Sistema de  Información 
Ambiental. En este último se estableció una Subdirección de Ecología Económica entre 
cuyas funciones está la de “hacer el seguimiento de la interacción de los procesos sociales, 
económicos  y  naturales en lo que respecta al uso  de  los  recursos naturales  renovables, y 
aportar la información  necesaria  para  las Cuentas Ambientales Nacionales” (Decreto 
2931 de 1994). 
Cabe señalar que desde su creación, el Ministerio ha mostrado interés en la 
implementación de instrumentos económicos para la gestión ambiental.  Por ello, desde la 
perspectiva de  la  Oficina de Análisis Económico, la utilidad inmediata de las Cuentas 
Ambientales estaría en relación con el diseño, evaluación y ajuste de estos instrumentos. 
En Colombia, la institución responsable de calcular los agregados macroeconómicos 
propios del SCN, es el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 
entidad adscrita a la Presidencia de la República. Si bien el Banco de la República elaboró 
las Cuentas Nacionales durante el período 1950-1967, a partir de 1968 el DANE se hizo 
cargo de esta tarea en su calidad de “oficina nacional de estadística”. Esta particularidad   88 
hace que el país se diferencie de la mayor parte de sus vecinos latinoamericanos, donde el 
instituto emisor es el encargado del SCN. 
En 1991, el DANE emprendió un proceso para  reacondicionar las Cuentas 
Nacionales de Colombia, lo cual suponía la actualización del año base que se toma como 
punto de partida, y la incorporación de los ajustes consecuentes con la revisión de la 
metodología por parte de Naciones Unidas. Esta última revisión hace un particular énfasis 
en  la incorporación  de elementos como las Cuentas Satélites y los indicadores 
complementarios, lo que facilitaría la adaptación del SCN de Colombia para integrar en el 
análisis macroeconómico las variables sociales y ambientales. 
Es precisamente dentro de esta coyuntura de revisión nacional e internacional del 
SCN, que el DANE se interesó en realizar un ejercicio de contabilidad ambiental que 
condujo a la propuesta de un proyecto piloto en la materia. Para ello concurrieron varios 
factores coadyuvantes como: a) la fuerte orientación ambientalista que se le imprimió a la 
recién promulgada constitución política colombiana en 1991; b) la reflexión internacional 
sobre desarrollo sostenible promovida alrededor de la Cumbre de  Río en 1992; y c) la 
creación del Comité Interinstitucional de Cuentas Ambientales (CICA) que reunió a las 
entidades académicas y gubernamentales que por aquella época estaban incursionando en la 
temática (Claude, 1997). 
Comité Interinstitucional de Cuentas Ambientales (CICA). 
En desarrollo de una directriz del Consejo Nacional de Política Económica 
(CONPES), reforzada por mandato de la Constitución de 1991 (que requiere que el 
Gobierno informe anualmente al Congreso sobre el estado de los recursos naturales), nació 
el Comité Interinstitucional de Cuentas Ambientales (CICA), organismo que se constituye 
en una de las experiencias más relevantes en los procesos de concertación y coordinación 
de entidades del sector público que ha tenido lugar en el país, en torno a programas de 
carácter global y estratégico. 
El CICA fue creado mediante la firma de un convenio suscrito por Inderena (hoy 
Ministerio del Medio Ambiente), el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), el Departamento Nacional de Planeación (DNP), la Contraloría General de la 
República, la Universidad Nacional de Colombia, la Pontificia Universidad Javeriana (en 
representación de las demás universidades del país) y la Confederación Nacional de 
Organizaciones No Gubernamentales. 
Dentro de los objetivos centrales, al CICA se le asignó la función de: 
•  Definir y validar la metodología para la elaboración de las cuentas ambientales de 
Colombia y propender por su incorporación a los sistemas de Cuentas Nacionales, 
de información territorial y  de información ambiental, así como definir las 
responsabilidades y obligaciones de las diferentes entidades en su construcción. 
•  Desarrollar indicadores de seguimiento sobre el estado de los recursos naturales y 
del medio ambiente.   89 
Proyecto Piloto de Contabilidad Económico-Ambiental Integrada para Colombia 
(COLSCEA) 
Cumpliendo con el objetivo central de impulsar el desarrollo metodológico de las 
cuentas ambientales, la Secretaría Técnica del CICA con la cooperación de la División de 
Estadística de las Naciones Unidas (UNSTAT), definió conjuntamente el “Proyecto piloto 
de contabilidad económico-ambiental integrada para Colombia” (DANE, 1995) 
El COLSCEA se creó a partir del modelo SCAEI de Naciones Unidas. Sin embargo,  
en su desarrollo muestra algunas diferencias y ajustes. Como se explicó anteriormente el 
modelo original dispone de técnicas que permiten expresar las cuentas físicas de un recurso 
en términos monetarios e incorporarlas a los indicadores económicos del sistema. En el 
COLSCEA, la incorporación de  las cuentas físicas y de gasto no se hace a través de 
agregados macroeconómicos; es decir, el sistema colombiano no estructura agregados 
macroeconómicos ambientalmente ajustados.  
Los objetivos específicos del COLSCEA son: 
a.  Diseñar un sistema de captura de información sobre el gasto que realiza el sector 
industrial en relación con la protección y recuperación de los recursos naturales y el 
medio ambiente a través de la Encuesta Anual Manufacturera (EAM). 
b.  Identificar y registrar explícitamente los gastos realizados por el gobierno, las 
empresas y los hogares en asuntos relacionados con la protección y recuperación de 
los recursos naturales y el medio ambiente 
c.  Establecer la disponibilidad de los diferentes recursos naturales del país, 
identificando las distintas actividades económicas que inciden en el comportamiento 
de dicha disponibilidad. 
d.  Diseñar y aplicar indicadores sobre calidad ambiental, identificando los sectores 
económicos que inciden en el deterioro o recuperación del recurso. 
e.  Realizar ejercicios de valoración económica de las cuentas del patrimonio natural y 
elaborar la memoria metodológica en la que se consignen los procedimientos 
utilizados y las recomendaciones susceptibles de incorporarse en los ajustes futuros 
del proyecto. 
Este proyecto fue concebido para desarrollarse durante cuatro años, y a partir de 
entonces entró en evaluación. En el momento, el Grupo de Cuentas Ambientales de la 
Dirección de Síntesis y Cuentas Nacionales del DANE,  se encuentra editando el 
documento de contabilidad económico-ambiental integrada para Colombia COLSCEA, que 
contiene las series de 1994 a 1999, y además está actualizando las series del 2000 al 2001. 
En términos generales el Proyecto contempla tres tipos de cuentas: gastos en 
protección ambiental, disponibilidad de recursos naturales y calidad del ambiente.
28 
                                                 
28 Más adelante se profundizará en cada una de ellas.   90 
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En 1990 el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), en 
cooperación con UNSTAT y el Ministerio del Medio Ambiente y Urbanismo, creó el 
Sistema de Cuentas Económicas y  Ecológicas de México (SCEEM), como caso piloto 
mundial. El estudio fue parcialmente financiado por el PNUD.  El objetivo del estudio era 
integrar la información medio ambiental con la económica, y explorar si se podrían derivar 
agregados del producto nacional ajustados en relación con el medio ambiente.  Así, el 
Sistema de Cuentas Económicas y Ecológicas de México tiene como propósito vincular la 
contabilidad ambiental con el tradicional Sistema de Cuentas Nacionales, destacando los 
aspectos relacionados con la integración de las cuentas del medio ambiente al Sistema de 
Cuentas Nacionales de México (SCNM). 
En ese primer estudio de caso, por su propia naturaleza, se dio mas importancia al 
establecimiento de la relación entre los agregados económicos y los ambientales que a la 
precisión cuantitativa de los resultados numéricos para efectuar los ajustes ambientales en 
el producto nacional (Van Tongeren, 1993).  Los temas ambientales fueron la extracción de 
petróleo, la deforestación, el cambio de uso del suelo y la degradación ambiental.   91 
 
El primer reporte publicado como documento de venta y consulta fue la información 
del SCEEM 1985-1990, que constituye la primera serie en la que se presentan datos del 
producto interno neto ecológico, incorporando mejoras sustantivas en los aspectos 
metodológicos del documento publicado en 1991. 
No fue sino hasta 1999 que se publicó la serie estadística de 1988 a 1996; estos 
cálculos se presentaron a precios corrientes para cada año, incluyendo: cuentas de 
producción y formación bruta de capital del gasto de protección ecológica del sector 
público; activos económicos producidos; petróleo y gas natural; recursos forestales y 
cambios en el uso del suelo (deforestación); recursos hídricos; erosión y contaminación del 
suelo; contaminación de cuerpos de agua y contaminación del aire. 
 
El SCEEM tiene la misma lógica del SCN, sólo que incorpora los recursos naturales 
y el ambiente al entorno económico, además de utilizar las identidades contables básicas 
del equilibrio macroeconómico fundamental que expresan en forma sintética la producción, 
el consumo y la acumulación.  
Para la elaboración del SCEEM se siguen tres enfoques tradicionales: 
i.  Definir un sistema de cuentas económicas y ecológicas de valor final de la 
producción que incorpore el desgaste y uso de los activos ambientales. 
ii.  Establecer un sistema de matriz insumo-producto desarrollados, a partir del SCN, 
combinando unidades de medidas físicas y monetarias con procesos de agotamiento 
de recursos naturales, o bien de deterioro ambiental. 
iii.  Establecer un sistema de indicadores ambientales que presenten un balance físico 
entre acervos ambientales y acervos monetarios para las actividades económicas. 
Para lograr estos objetivos el SCEEM introduce una serie de conceptos y partidas  
complementarias al SCN, siendo la más trascendental, desde el punto vista patrimonial, la 
modificación conceptual del término “formación bruta de capital” y el de “acumulación de 
capital”; para ello se distingue entre los activos económicos a los: ambientales, producidos 
y no producidos.  
El SCEEM se llevó a cabo apoyándose en fuentes de información como los 
inventarios forestales, y de usos de suelo, la información cartográfica actualizada por 
imágenes vía satélite y la información censal disponible en México.  El  SCEEM es visto 
como un instrumento para la toma de decisiones de política económica-ambiental en el 
marco de un desarrollo sustentable. Tiene como objetivos particulares apoyar el 
mejoramiento de las estadísticas ambientales y ofrecer un instrumento metodológico y 
conceptual en materia de contabilidad económica ambiental.  Los temas que quedaron 
incluidos en el SCEEM se refieren a: los recursos forestales y cambios en el uso del suelo; 
el petróleo; los recursos hídricos; la erosión del suelo; la contaminación del aire; la 
contaminación del suelo; y la contaminación de cuerpos de agua.   92 




Papua Nueva Guinea 
Para ganar experiencia al implementar el SCAEI, los investigadores  realizaron 
casos de estudio con Papua Nueva Guinea  (PNG) y México.  El propósito principal del 
caso de estudio en PNG era aplicar el marco de cuentas ambientales en una etapa temprana 
de desarrollo industrial, donde los problemas ambientales reales eran todavía limitados, 
pero donde la contabilidad integrada podía alertar a los políticos sobre los serios problemas 
que podía causar el agotamiento de los recursos naturales y la degradación de la calidad 
ambiental.  Al mismo tiempo, las limitadas capacidades estadísticas y contables que tenía el 
país brindaron una prueba de la viabilidad de implementar la contabilidad integrada con 
recursos limitados dentro de un marco de tiempo restringido.  Por consiguiente, no se hizo 
ningún esfuerzo por recoger los datos de primera mano.  Por el contrario, los datos fueron 
obtenidos de una gran cantidad de instituciones, la idea era no solo proporcionar una idea 
exacta del funcionamiento pasado en cuánto a medio ambiente y desarrollo sostenible, sino 
(a) poner los datos relevantes en instituciones en PNG, (b) colocar los datos en el marco 
integrado de contabilidad, y (c) determinar su calidad e importancia para la contabilidad 
integrada.  Esto permitió determinar la disponibilidad de datos y la utilidad de diversos 
conceptos y procedimientos de contabilidad en las condiciones ambientales y 
socioeconómicas particulares de PNG. 
Características socioeconómicas, ambientales, e institucionales de PNG 
Papua Nueva Guinea tiene un área total de 465.000 kilómetros cuadrados, el 85% de 
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producidos  93 
cubierto por selva impenetrable y terreno montañoso escarpado.  Al mismo tiempo, está 
dotado con buenos suelos, precipitaciones abundantes, bastantes recursos minerales, y 
recursos pesqueros y de silvicultura de gran potencial comercial. La población total está 
estimada en 3,5 millones (1986) con una densidad media de 7,6 por kilómetro cuadrado.  
La mayoría de la población se concentra en las montañas y algunas áreas urbanas. Debido a 
los estándares Occidentales, la industrialización es insignificante, con casi el 90 % de la 
población viviendo en áreas rurales y dedicándose a actividades de subsistencia. 
En 1988 el producto nacional bruto (PNB) per capita era d e US$770; sin embargo, 
más del 85% de la población (rural) tiene ingresos reales cercanos a los US$300.  Desde la 
primer crisis del petróleo en 1973-84, el crecimiento del producto interno bruto (PIB) ha 
promediado un poco más del 1%.  Entre 1985 y 1988 PNG aumentó su desempeño 
económico en un 3,6%.  El cierre de la mina de cobre y de oro de Bougainville en mayo de 
1989, debido a acciones de sabotaje, ha tenido repercusiones macroeconómicas 
significativas, debido a que la mina había contribuido a cerca del 35% de las ganancias por 
exportaciones del país, el 15% del ingreso del gobierno, y 8% del PIB.  Otras actividades 
en la provincia de Bougainville, tales como la producción de cacao y las exportaciones, 
también sufrieron, y estos problemas vinieron en un m omento en que bajaban bruscamente 
los precios de las exportaciones para la mayoría de bienes en PNG.  Todos estos factores 
causaron que el PIB cayera un 1,4% en 1989 y un 3,7% por ciento en 1990.  En respuesta a 
las caídas en 1989 y 1990, el gobierno implementó un programa de estabilización y ajuste 
estructural, el cuál está siendo apoyado por préstamos del Fondo Monetario Internacional y 
del Banco Mundial, entre otras organizaciones. 
Los obstáculos dentro del país para el desarrollo rápido y equilibrado, incluyen las 
dificultades de transporte a las grandes áreas del país, las cuales son a menudo rugosas, 
montañosas, o pantanosas.  Como resultado, la ciudad capital de Port Moresby no tiene 
ningún camino que la conecte con otras grandes ciudades.  Además, las extensiones 
grandes tienen una densidad demográfica muy baja, en muchos casos porque son distritos 
palúdicos; el 97% de la tierra se sostiene en propiedad aduanera y es difícil asegurar un 
desarrollo "moderno"; un porcentaje bajo de la población recibe c ualquier enseñanza 
convencional significativa (menos de un tercio de la población sobre  los quince años de 
edad sabe leer y escribir); el desempleo es alto entre la población urbana inexperta; el 
crimen y la violencia urbana se están extendiendo; el control sobre la tierra y sus recursos 
en la superficie o bajo ésta están en continua discusión; no se han establecido reglas claras 
de autoridad en las relaciones entre la administración nacional y los gobiernos provinciales; 
y la capacidad institucional de algunos gobiernos provinciales es extremadamente débil. 
En respuesta a estos problemas, el gobierno ha tomado las siguientes medidas, entre 
otras: a) ha iniciado un programa de movilización de tierras basado en el registro de tierras 
aduaneras; b) está evaluando el programa de inversión pública y sus requerimientos de 
ayuda financiera con miras a incrementar la absorción de empleo, particularmente en el 
sector de la construcción; c) ha impuesto un toque de queda nocturno en algunos sectores, 
por un periodo de seis meses en 1991, para estabilizar la situación del crimen y para dar 
tiempo a los programas de largo plazo, particularmente ésos diseñados para crear el empleo 
y para promover la educación, para que logren llevarse a cabo; d) está incluyendo a los 
dueños de las tierras en las discusiones y negociaciones sobre desarrollo de recursos y   94 
legislación prevista para regular demandas de remuneración; e) está repasando el sistema 
provincial del gobierno; y f) ha instituido un exitoso programa macroeconómico de 
estabilización. 
El país tiene una serie de problemas ambientales reales y potenciales que se deben 
incorporar en las cuentas nacionales modificadas.  Los recursos naturales no renovables y 
renovables, ó potencialmente renovables, están sufriendo el agotamiento y la degradación, 
y la calidad ambiental de los ecosistemas terrestres y acuáticos se está deteriorando. 
La citada Cuarta Meta Nacional y el Principio Directivo de la constitución de 1975 
de PNG declara que los recursos naturales y el medio ambiente del país "deben ser 
conservados y ser utilizados para la ventaja colectiva de las generaciones futuras."  Debido 
a esta Meta, junto con los distintos actos y el establecimiento (en 1974) de la Oficina del 
Medioambiente y de la Conservación, Papua Nueva Guinea vino a ser vista como el más 
innovador de los gobiernos de la Isla del Pacífico en el área de la gerencia y de la 
conservación ambientales.  En 1985 esta oficina fue ascendida y pasó a ser un 
departamento gubernamental completo bajo el ministerio para el  medioambiente y la 
conservación. 
A pesar de la temprana y poderosa legislación, la iniciativa ambiental de la gerencia 
de PNG ha vacilado a veces.  Algunas explicaciones para esta situación fueron propuestas 
en una revisión del país preparada para el taller regional sobre la gerencia ambiental y el 
desarrollo sostenible en el Pacífico Sur convocado bajo auspicios del Programa de 
Desarrollo de las Naciones Unidas.  Este citó pautas inadecuadas de política; pobre 
coordinación, pobre entre las organizaciones; escasos recursos para la tarea; un personal 
con escaso entrenamiento y experiencia; la carencia de la comprensión y preocupación 
locales; y la falla de integrar el planeamiento ambiental en el planeamiento del desarrollo. 
Para mejorar la gerencia y la conservación ambientales, el Departamento del 
Medioambiente y la Conservación ha establecido un programa llamado Gerencia Ambiental 
para el Desarrollo Sostenible.  Brevemente, los propósitos del programa son desarrollar una 
estrategia nacional de conservación, revisar la legislación ambiental existente y decretar la 
legislación adicional según lo requerido, mejorar la base de datos de recursos, aumentar la 
conciencia de las personas sobre los temas ambientales, instituir proyectos de conservación, 
y mejorar los procedimientos de supervisión y aplicación.  Además, PNG ha estado entre 
los primeros en iniciar un plan de acción nacional para el desarrollo sostenible en un 
esfuerzo por traducir las recomendaciones de la UNCED en una estrategia nacional. 
 
6.  AVANCES DE  LOS PAISES EN LA APLICACIÓN DEL ESQUEMA DE 
CUENTAS ECONÓMICO AMBIENTALES  
Una vez realizada en el capítulo anterior una presentación descriptiva y de contexto 
de los cuatro países escogidos como casos de estudio, en este aparte se aborda un aspecto 
contemplado como un objetivo central del presente trabajo: el análisis de los avances que se 
han alcanzado en los diferentes casos estudiados en relación con los distintos componentes 
de la propuesta de Naciones Unidas de establecer un sistema de contabilidad económica y   95 
ambiental integrada, recurriendo a un sistema de cuentas satélites al sistema convencional 
de cuentas nacionales. Para realizar este análisis comparativo entre países, los distintos 
estudios de caso se analizan a la luz de tres temas básicos sugeridos por el esquema de 
naciones Unidas:  
i.  El tratamiento de los gastos defensivos o de protección del medio ambiente 
dentro del sistema de cuentas de flujo. 
ii.  La incorporación del agotamiento de los recursos naturales que se 
incorporan a la economía dentro de las cuentas de capital. 
iii.  La incorporación de la degradación de la calidad del ambiente por efectos de 
la contaminación como componente igualmente de las cuentas de capital 
Adicionalmente se analiza la forma en que estos tres aspectos básicos de las cuentas 
ambientales se integran dentro de los agregados macroeconómicos, teniendo en cuenta para 
tal efecto los resultados alcanzados en aquellos países que avanzan hasta este componente 
(México y Papua Nueva Guinea).  
Tratamiento de los gastos defensivos 
Los gastos defensivos, mencionados en los capítulos uno y tres,  se trabajan en el 
SCAEI propuesto por Naciones Unidas involucrando el concepto de gastos de protección 
ambiental. Aunque estos gastos defensivos corresponden a la capacidad ambiental 
alcanzada por medio de las medidas de protección ambiental durante el período contable, 
no necesariamente miden dicha capacidad, así como no miden tampoco los efectos actuales 
de estas medidas en el ambiente.  Debido a problemas de medición y definición de los 
gastos defensivos estos no se calculan en el SCAEI.  
Puede efectuarse una separación de los gastos de protección ambiental sobre la base 
de una clasificación funcional de los gastos de la administración pública, los hogares, las 
instituciones no lucrativas y los productores comerciales.   
Los servicios de protección ambiental se identifican como parte del consumo 
intermedio de las industrias, como consumo final por parte del gobierno y los hogares, y 
como inversión (formación de capital).  
La separación de los gastos en protección ambiental también requiere, por un lado, 
la identificación de sitios que produzcan bienes ambientales (desechos / plantas de 
tratamiento de la polución, filtros y materiales de limpieza) y servicios de protección, y por 
otro lado, gastos similares de protección ambiental que no se logran identificar como 
establecimientos aparte en el SCN.  Éste puede variar desde simples actividades de 
limpieza hasta equipo de protección ambiental.   
En este tipo de cuenta los diferentes países buscan identificar y registrar claramente 
estos gastos en una cuenta satélite, la cual tiene por objeto mostrar la respuesta económica 
de los diferentes sectores institucionales, frente a las causas, asociadas a los procesos de   96 
producción y consumo, que inciden en la degradación del medio ambiente y el agotamiento 
de los recursos.  
En este contexto los distintos países aquí analizados han hecho esfuerzos por 
identificar el valor del gasto por tipo y finalidad ambiental, el cual se obtiene a través de 
diferentes mecanismos dependiendo del sector económico (público y privado) que lo 
ejecuta.  
Colombia incorporó a la Encuesta Anual Manufacturera (EAM) a partir de 1993 un 
módulo especial que reporta datos de las empresas inversiones en activos fijos y gastos de 
operación asociados a procesos de protección del medio ambiente.  Igualmente se estiman 
los gastos del gobierno central en asuntos ambientales y los gastos de los hogares en 
servicios de alcantarillado y recolección de basuras. 
En México la cuenta de gastos de protección ambiental se rige totalmente por el 
desglose que hace el SCAEI incluyendo todos los agentes que este involucra, es decir, la 
administración pública, los hogares, las instituciones no lucrativas y los productores 
comerciales. 
En Papua Nueva Guinea los únicos datos que fueron encontrados fueron del 
presupuesto del gobierno central, los cuales proporcionaron un índice de los gastos 
“ambientalmente motivados” del gobierno.  
Alemania tiene una cuenta adicional, en la que trata los costos de descontaminación, 
los cuales indican los costos hipotéticos que se originarían para que determinada 
contaminación ambiental, causada por las actividades industriales, fuera evitada 
gradualmente a través de medidas seleccionadas. Las medidas de descontaminación sirven 
en principio como medidas técnicas, pero las medidas estructurales u orientadas hacia la 
conducta, también generan reducción de emisiones. La meta a largo plazo es estimar los 
costos de la economía nacional, necesarios para evitar por completo la contaminación 
ambiental.  97 
TABLA 5. 1 
MODULO ESPECIAL DE GASTO EN PROTECCIÓN AMBIENTAL  








Agua Aire Suelo Ruido Agua Aire Suelo Ruido Valor NO SÍ VALOR
59 432.271 547.500 126.825 17.191 236.114 21.433 3.200 10.389 1.119 43 2 83.140 1.479.182
43 900.000 0 20.000 0 331.306 483.773 50.530 3.775 13.528 25 1 10 1.802.922
355 176.118 134.816 224.800 139.470 1.390.726 206.013 84.390 18.667 80.907 277 8 295.027 2.750.934
148 626.889 719.975 19.479 13.500 3.227.329 636.207 298.036 10.256 61.346 103 3 127.548 5.740.565
37 380.346 1.927.513 12.792 0 912.603 2.586.211 1.882.808 8.113 36.921 27 4 1.295.961 9.043.268
63 8.429.259 672.197 4.581 14.880 288.697 62.640 16.289 1.785 21.934 37 9 487.424 9.999.686
705 10.944.883 4.002.001 408.477 185.041 6.386.775 3.996.277 2.335.253 52.985 215.755 512 27 2.289.110
TOTAL





Inversión en activos fijos para
 protección y recuperación ambiental
Costos y gastos de operación asociados
 a procesos de protección y recuperación ambiental  98 
Papua Nueva Guinea es uno de los países más rudimentarios en esta aplicación, ya 
que solamente contabiliza los gastos de protección por parte del gobierno. Alemania por su 
parte se destaca por la extensión hecha de los costos de descontaminación. Esto no se 
encontró en lo otros países. 
TABLA 5.2
ALEMANIA (1) COLOMBIA (2) MEXICO (3) PAPUA NUEVA GUINEA (4)
SECTOR PRODUCTIVO 1,90 1,10 N.D. N.D.
GOBIERNO 3,91 0,31 0,37 0,27
HOGARES N.D. 1,49 N.D. N.D.
FUENTE: Elaboración propia con base en las oficinas de estadística nacionales.
(1) Datos para los años 1994 - 1997. Oficina Federal de Estadística (FSO)       
(2) Datos para el año 1993. DANE        
(3) Datos para los años 1990 - 1998. INEGI
(4) Datos para los años 1986 - 1990. Bartelmus, 1992
Gastos de Protección Ambiental por Agentes Económicos
como porcentaje del PIB medido en millones de dólares 
TABLA 5.2
ALEMANIA (1) COLOMBIA (2) MEXICO (3) PAPUA NUEVA GUINEA (4)
SECTOR PRODUCTIVO 1,90 1,10 N.D. N.D.
GOBIERNO 3,91 0,31 0,37 0,27
HOGARES N.D. 1,49 N.D. N.D.
FUENTE: Elaboración propia con base en las oficinas de estadística nacionales.
(1) Datos para los años 1994 - 1997. Oficina Federal de Estadística (FSO)       
(2) Datos para el año 1993. DANE        
(3) Datos para los años 1990 - 1998. INEGI
(4) Datos para los años 1986 - 1990. Bartelmus, 1992
Gastos de Protección Ambiental por Agentes Económicos
como porcentaje del PIB medido en millones de dólares 
 
El agotamiento de los recursos naturales.  
Tal como se presentó en detalle en el tercer capítulo de este trabajo, el costo de 
depreciación del capital natural por agotamiento está definido como la pérdida constante en 
el valor parcial o total de un activo natural, más allá de la reposición. Este tipo de 
depreciación del capital natural puede ser medido mediante diversos métodos de 
valoración, dentro de los cuales se destacan los siguientes por ser derivados de precios de 
mercado observables:   
•  Método del valor presente  
•  Método del precio neto 
•  Asignación del costo del usuario 
•  Estimativos del costo de reposición 
•  Depreciación/ agotamiento del stock de un recurso natural 
Como se dijo anteriormente, el agotamiento de los recursos naturales es tratado 
como una depreciación del stock de capital físico porque los recursos se deben considerar 
como una activo más de la economía. Por lo tanto, si existe agotamiento del capital natural, 
el producto interno neto (PIN) debería ser ajustado por la magnitud del agotamiento neto de 
este tipo de capital (valorada monetariamente). Por ejemplo el descubrimiento de nuevos 
yacimientos mineros o las prácticas de reforestación constituirían cambios positivos del   99 
stock de capital natural, así como la extracción minera y la deforestación constituirían 
cambios negativos del stock de capital natural. Así el indicador ajustado sería: 
PINA1 = PIN  + Rec RN – Ag RN 
donde 
 
  PINA1  =  producto interno neto, ajustado por los cambios en los recursos naturales 
  Rec RN  =  recomposición de los recursos naturales en el período 
  Ag RN  =  agotamiento de los recursos naturales en el período 
 
Este primer Producto Interno Neto Ambiental (PINA1) es ajustado entonces por la 
recomposición y por el agotamiento de los recursos naturales durante el respectivo período. 
La valoración del costo del agotamiento está ligada directamente al valor de mercado de los 
activos que se agotan o se transfieren al uso económico.    
En Alemania se desarrolló una clasificación para los ecosistemas, que junto con la 
“prueba ecológica del área al azar” determinan la existencia de ecosistemas por área y el 
estado de estos a través de imágenes aéreas. Sin embargo estos indicadores no están todavía 
completos y los parámetros de medición aún no están definidos. Adicionalmente, los costos 
de medición son tan altos que no se puede contar con resultados nacionales a corto plazo. 
Por ello el desarrollo de los indicadores es un objetivo a largo plazo. 
Al igual que el sistema de cuentas ambientales alemanas, Colombia presenta el 
stock de patrimonio natural disponible en unidades físicas, dado que los recursos tratados 
por el proyecto (petróleo, gas, carbón y bosques) son los que presentan mayor dificultad 
para ser incorporados a las cuentas ambientales. También presentan problemas para 
asignarles un valor económico pues aunque tienen vínculos con el mercado, es difícil 
resolver la incertidumbre de valor del stock. Dado lo anterior, se tomó la disponibilidad de 
información estadística en términos físicos como uno de los criterios para seleccionar los 
recursos naturales considerados en el sistema de cuentas integradas colombianas. Sin 
embargo, en Colombia no se  logró presentar para los bosques cuentas de flujos y de 
cambios de stock. Para las cuenta de los recursos minerales (petróleo, gas natural y carbón) 
se presenta la siguiente estructura: 
    STOCK INICIAL O ACERVO DE APERTURA 
  (-)  Extracción 
  (+)  Descubrimientos 
  (+/-)  Otros cambios en volumen 
  (+/-)  Revaluaciones 
  (-)  Pérdidas     
    STOCK FINAL O ACERVO DE CIERRE 
Para los bosques se consideraron los bosques naturales y plantados con fines 
comerciales existentes en el país, más los bosques plantados tanto por el sector público 
como el privado, con objetivos de conservación y preservación del patrimonio natural.    100 
En México el sistema de cuentas integradas incorpora los costos que reflejan el uso 
de los activos no producidos,  tales como las reservas de petróleo  y la tierra usada en la 
agricultura, manejo del ganado, y la urbanización como resultado de las actividades 
económicas.  Los costos por agotamiento son los costos imputados relacionados con el 
agotamiento y las pérdidas que reflejan el deterioro de la tierra que se transfiere del 
ambiente a las actividades económicas.  Para los propósitos de este estudio experimental, el 
costo de agotamiento incluye el costo de agotar el petróleo y la madera.  Para medir estos 
costos se utilizaron los métodos del precio neto desarrollados por Repetto y El Serafy.  El 
método desarrollado por Repetto calcula el valor de los recursos naturales en la tierra como 
la diferencia entre el valor de mercado de la madera y el petróleo y el costo de extracción 
de estos recursos para la explotación comercial.  El valor del precio neto se calcula por 
separado para los stocks de apertura y cierre, así como para los cambios en estos stocks 
como resultado del agotamiento y las adiciones en el stock de estos recursos.  El método de 
El Serafy valora el recurso natural como una función de la suma de los valores descontados 
del flujo de ingresos futuros generados por este.  Los valores basados en estos dos métodos 
tienen su propio significado económico y en este estudio se usan en combinación en el 
análisis integrado.  En el caso del petróleo su agotamiento se muestra como un costo 
ambiental extra, y en el caso de la madera como costo intermedio de producción.  El costo 
imputado de utilización del suelo se refiere a los árboles que se pierden como consecuencia 
de cambiar los bosques por una región agrícola, utilizando la tierra para la ganadería y la 
urbanización.  El valor de la tierra se basa en la suma del valor descontado del flujo de 
ingresos futuros de las diferentes actividades para las cuales se utiliza la tierra.  Solamente 
los bosques que se consideran un activo económico reciben un valor económico.   
En Papua Nueva Guinea se analizó el agotamiento de los recursos naturales 
solamente para el sector minero en las minas de cobre, oro y plata.  Para los años 1986-88, 
los descubrimientos, incluidos bajo otros cambios en el volumen, contribuyeron a un 
aumento en el valor del stock mineral.  Se encontraron diversos problemas para valorar los 
activos del subsuelo en Papua Nueva Guinea por la ausencia de datos sobre los costos por 
unidad de mineral extraído.  Después de diversos esfuerzos se logró calcular el stock de 
apertura en términos monetarios, a valor presente, al multiplicar el ingreso neto por los 
estimados de la vida útil de las minas.  La  cesación de actividades en la mina de 
Bougainville en 1989 llevó a un ajuste negativo de los activos minerales extraíbles (y 
extraídos).  El sector minero es una actividad de agotamiento, que causó una reducción del 
11 por ciento en el valor agregado neto  en 1989.  Tal como varios memorándums 
económicos del país indican, sin embargo, el sector minero ha hecho una contribución 
significativa al desarrollo económico de Papua Nueva Guinea, particularmente a los 
ingresos fiscales y a la balanza de pagos.  El agotamiento de minerales, especialmente en 
un país con una alta probabilidad de descubrimientos significativos de reservas adicionales, 
debe por lo tanto no considerarse necesariamente como algo negativo sino como una parte 
natural del sector cuyo negocio trata de encontrar algo y después explotarlo.  
La degradación de los recursos naturales. 
El sistema propuesto por Naciones Unidas contempla dos métodos de valoración 
para la depreciación de del capital natural por degradación, la valoración del costo de 
mantenimiento de los activos ambientales y la valoración contingente. Como se mencionó   101 
en el capítulo tres la degradación se refiere al cambio en las características propias del 
recurso por la interacción de este con las actividades económicas, se refiere al efecto sobre 
la calidad de los recursos.  
Naciones Unidas sugiere deducir el valor monetario de la degradación ambiental del 
indicador neto de la actividad productiva (PIN). En este sentido, lo que se propone es 
ajustar el indicador mencionado por el costo d e restauración, es decir, de retornar el medio 
ambiente al nivel de calidad que poseía al comienzo del período contable. Esta propuesta de 
Naciones Unidas incluye también ajustar el indicador tradicional (PIB) por el agotamiento 
de los recursos naturales,  introduciendo la depreciación del capital natural en la 
depreciación del capital físico producido. En consecuencia, el costo de reposición por la 
degradación de suelos, aire, agua, entre otros son deducidos de un PIN ajustado. El 
indicador resultante será: 
PINA2 = PINA1  - Degradación ambiental 
Las imputaciones para el costo de degradación no son tan cercanas a la valoración 
de mercado y por lo tanto son elementos más polémicos en el análisis. Una razón 
relacionada es que el costo del agotamiento y de la utilización del suelo, considerados en el 
cálculo de PINA1, se relacionan con el uso de los activos económicos, mientras que el 
PINA2 considera no solamente el costo de agotamiento de los activos económicos no 
producidos, sino también el costo de afectar los activos ambientales no producidos como el 
aire, agua y el suelo (erosión del suelo).   
Los paisajes y los ecosistemas están en el foco de la atención del grupo encargado 
de las cuentas ambientales en Alemania; sin embargo es de vital importancia el estudio del 
suelo. El concepto de un cálculo total para el grupo “utilización y cubrimiento del suelo” 
diferencia entre cuentas centrales, cuentas de actores y cuentas de efectividad. Las cuentas 
centrales describen los cambios en la utilización y en el cubrimiento del  suelo por un 
determinado período. Se representan en forma de matrices de inventario y de 
transformación. Para analizar la estructura y las dimensiones de la intervención humana 
sobre el ambiente, se forman cuentas suplementarias. Las cuentas suplementarias se 
subdividen en dos grupos. El primer grupo describe la utilización de los recursos naturales 
por parte de los diferentes sectores económicos y el segundo grupo los cambios ambientales 
producidos por la utilización. Para el primer grupo se elaboran cuentas de actores de la 
utilización del suelo para actividades económicas, y para el segundo grupo se elaboran 
cuentas de efectividad para problemas ambientales escogidos, en relación con el 
cubrimiento del suelo (sellado / índice de vegetación, efectos de división a causa de 
carreteras, influencia cultural). Estos resultados también se representan como matrices de 
inventario y si es posible, como matrices de transformación (Binder, 2001) 
En Colombia se analiza la información a nivel regional, la cual  permite la 
identificación de la evolución del recurso en términos cualitativos. En este contexto, las 
cuentas de calidad no solo reflejan el estado del recurso al inicio y fin de cada período, sino 
que además registran información de las emisiones o vertimientos originados por los 
sectores económicos más contaminantes, asociándola con el gasto público y privado 
orientado hacia la protección del activo (con el fin de medir su efectividad). Dado lo 
anterior esta extensión de las cuentas integradas colombianas se relaciona con los activos   102 
naturales no contabilizables susceptibles de degradación como los son agua, el aire y el 
suelo. 
La estructura para la cuenta de calidad del recurso hídrico tiene como objetivo 
presentar una clasificación de los diferentes usos del recurso por sectores (hogares, 
industria, sector agrícola, entre otros) a nivel regional y suministrar información que 
permita construir indicadores de calidad y disponibilidad hídrica. La cuenta de calidad para 
el recurso aire tiene como objetivo presentar una clasificación del nivel de contaminación 
atmosférica a nivel regional, a partir de las estimaciones sobre niveles de concentración de 
sustancias y partículas suspendidas. La información utilizada en la cuenta corresponde a las 
mediciones reportadas en los estudios puntuales sobre contaminación por fuentes móviles y 
fijas. En cuanto a la degradación del recurso suelo se contempla la posibilidad de 
incorporar las variables degradación y pérdida. Sin embargo, en el informe final del 
Proyecto Piloto  de Cuentas Integradas (DANE,1996), solo aparece una estimación sobre la 
pérdida de suelo por erosión calculada por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi en 1987 
(426 millones de toneladas de tierra fértil).  
El sistema de cuentas integradas de México también incorpora los costos que 
reflejan el deterioro de los activos no producidos como resultado de las actividades 
económicas.  El costo por degradación cubre el deterioro de los activos ambientales como 
consecuencia de las actividades económicas.  El costo imputado llamado el costo de la 
degradación incluye los costos asociados a la contaminación del aire y del agua, desechos 
de materiales sólidos, erosión de la tierra y pérdida del agua subterránea.  El costo por 
degradación se presenta como un costo ambiental en la producción.  Todos los diferentes 
tipos de degradación fueron valorados por medio de los costos de evitamiento por unidad 
de contaminante o por unidad de degradación.  En el caso de la erosión de la tierra, este 
costo es valorado como el costo del fertilizante requerido para mantener la productividad de 
la tierra, tal como estaba antes de que ocurriera la erosión.  Para la pérdida del agua 
subterránea , el costo se asumió igual al costo de reinyectar agua a las reservas de agua 
subterránea.  El  costo de la polución del agua y el aire se estimó sobre la base de lo que 
hubiera costado reducir los niveles de contaminación a niveles aceptables.        
El principal problema que se presenta en Papua Nueva Guinea es la  base de datos, 
ya que esta no cuenta con la información suficiente para poder valorar el impacto de la 
degradación.  Tampoco cuentan con un monitoreo a nivel nacional de las emisiones y de los 
niveles de contaminación.  Sin embargo se han realizado estudios sobre el impacto en la 
calidad  del ambiente, causados por un determinado agente, sector económico o evento 
natural en el cual los recursos estudiados fueron el agua, la tierra, el aire y la biota.    
Las cuentas ambientales y los agregados macroeconómicos 
En el caso de Papua Nueva Guinea también se realizaron los cálculos para obtener 
los indicadores PINA1 y PINA2, tal como se explicó anteriormente.  En este trabajo 
solamente presentamos los indicadores ambientalmente ajustados para México y Papua 
Nueva Guinea ya que el objetivo de las cuentas ambientales de Colombia y Alemania no es 
el de calcular  estos.    103 
En el caso de México y Papua Nueva Guinea es posible hacer una comparación de 
los agregados ambientalmente ajustados.  Se reemplazan los indicadores convencionales de 
crecimiento, como el PIB y el PIN, por el PINA y se expanden el numero de variables 
como el capital y la formación de capital para incluir el uso del capital  natural en un 
modelo de crecimiento que pueda mostrar signos sobre las tendencias y los limites del 
crecimiento económico sostenible.  
La tabla 5.3 hace referencia a una corta serie de tiempo (1986-1990) para el PINA 
en Papua Nueva Guinea, la cuál debe ser extendida y mejorada para el análisis de la 
sostenibilidad del crecimiento en el país.  También se presentan los datos del PINA para el 
año 1985 en México. La tabla también presenta alguna información sobre el más 
importante determinante del crecimiento, la formación de capital (DCAP). 
Los costos ambientales se reflejan en el SCAEI como cambios en el volumen de 
(des)acumulación del capital.  La tabla 5.3 muestra que el agotamiento de los recursos 
naturales (según lo reflejado en el cálculo del PINA1) reduce su valor, es decir disminuye 
la formación neta de capital (DCAP, neto).  En el caso de México esta reducción es casi a la 
mitad del valor originalmente reportado y en el caso de Papua Nueva Guinea la reducción 
es del alrededor del 60%.  Al tomar en cuenta todos los costos ambientales (reflejados en el 
cálculo del PINA2) se observa una desacumulación del capital en México, mientras que la 
acumulación de capital se redujo a menos de la mitad en Papua Nueva Guinea.  Las 
reducciones en la productividad del capital se ven reflejadas en el cociente capital / 
producto (CAP sobre PIN o PINA).  En México pasó del 6% al –2% y en Papua Nueva 
Guinea de entre el 5 -17% a entre el 3 -16%.  Los datos sobre el stock de capital estaban 
disponibles solamente en México.     104 
  TABLA 5.3
COMPARACION DE LOS INDICADORES CONVENCIONALES Y AMBIENTALES:
MEXICO Y PNG
PINA1 b PINA2 c PINA1 d PINA2 e
PIN 42,1 billones P 39,7 billones P 36,4 billones P 2,760 millones Kf 2,580 millones Kf 2,580 millones Kf
PINA / PIN n.a. 94% 87% n.a. 92-99% 90-97%
C / PIN 83% 88% 96% 89-100% 93-106% 95-109%
VARIACION 
CAP (neto) 4,6 billones P 2,4 billones P (0,7 billones P) 463 millones Kf 282 millones Kf 228 millones Kf
VARIACION CAP 
/ PIN 11% 6% -2% 12-20% 5-17% 3-16%
PIN / CAP 37% 10% n.a. 59% n.a. n.a.
México (1985) PNG (1986 - 1990) a
a. Menores y mayores pocentajes 1986 - 1990.
b. Contabilidad para el agotamiento de petróleo, deforestación (incluyendo los fuegos forestales), el uso de     la tierra (excluyendo la pescay el agotamientode 
otras especies); valoración del precio neto. 
c. Contabilidad adicional para la containación del aire y dek agua, erosión de la tierra, uso del agua subterránea y desechos sólidos; valoración de mantenimiento.
d. Valoración del precio neto del agotamiento de los recursos minerales
e. Daño potencial, valoración de mantenimiento en el caso de la descarga de aguas residuales (de la minería); costos de compensación para los impactos 
ambientales de la deforestación y de la construcción de represas.
f. Para 1990.
Donde:
       PIN:Producto Interno Neto
       PINA:Producto Interno Neto Ambiental
       C:Consumo Final
       VARIACIÓN CAP: Formación / acumulación de capital
       CAP:Stock de capital 
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e. Daño potencial, valoración de mantenimiento en el caso de la descarga de aguas residuales (de la minería); costos de compensación para los impactos 
ambientales de la deforestación y de la construcción de represas.
f. Para 1990.
Donde:
       PIN:Producto Interno Neto
       PINA:Producto Interno Neto Ambiental
       C:Consumo Final
       VARIACIÓN CAP: Formación / acumulación de capital
       CAP:Stock de capital 











7.  CONCLUSIONES 
A manera de conclusiones, aquí se presenta una síntesis de los aspectos centrales 
que se derivan del presente trabajo, en dos niveles básicos.  En primer lugar aquellos 
tópicos relacionados con las ventajas y limitaciones, desde el punto de vista conceptual, del 
sistema de contabilidad económica y ambiental integrada.  Y en otro nivel, aquellos 
aspectos centrales referidos a los avances que en relación con la aplicación de estos 
modelos de contabilidad se han logrado en los países analizados. 
En esta parte del trabajo se hace una síntesis de las conclusiones más importantes de 
los diferentes autores y de las conclusiones propias. En relación con el esquema conceptual 
del sistema de contabilidad económica y ambiental integrada se resaltan los siguientes 
aspectos:   105 
 
•  Con base en las posibilidades de manejo de información suministradas por este 
tipo de contabilidad que incorpora el agotamiento y la degradación del capital 
natural, el crecimiento económico sostenible se puede definir como una 
tendencia positiva (real) en el producto interno neto ambiental (PINA) que 
permita el consumo del capital producido y el agotamiento y la degradación del 
capital natural,  teniendo en cuenta que las tendencias de agotamiento y 
degradación pueden ser mitigadas por el progreso tecnológico, la sustitución, los 
descubrimientos de recursos naturales y los cambios en los patrones de 
consumo. 
•  Partiendo del esquema conceptual y operativo del sistema convencional de 
cuentas nacionales (SCN), al construir el sistema de contabilidad económica y 
ambiental integrada (SCAEI) se permite la incorporación de elementos 
ambientales al pensamiento económico y la adopción de decisiones de política 
mediante el empleo de un marco de referencia común. Al plasmar los problemas 
ambientales en términos monetarios, la posibilidad de tenerlos en cuenta dentro 
de las decisiones económicas es mucho mayor. De allí que el propósito del 
SCAEI sea establecer una base de datos adecuadamente estructurada, para 
definir políticas de desarrollo sostenible que incorporen la problemática 
ambiental a las decisiones de política general.  Este propósito se puede alcanzar 
si es posible analizar las repercusiones directas e indirectas del uso del medio 
ambiente sobre las actividades económicas.  Esto quiere decir que deben existir 
estrechas relaciones entre el sistema tradicional de cuentas nacionales y el 
sistema satélite de cuentas ambientales. 
•  El SCAEI se concentra en la descripción de las relaciones entre el medio 
ambiente y la economía en el plano nacional.  Los datos no suelen abarcar 
información regional sino solo cifras relativas a todo el país.  El desglose de los 
datos por regiones puede presentarse en cuadros suplementarios; sin embargo la 
información referida a las regiones no puede tener una estructura idéntica a la de 
las cuentas nacionales,  ya que estas tienen por definición un esquema 
relacionado con agregados nacionales. En términos de la contabilidad ambiental, 
la agregación nacional de los datos tiene como principal desventaja la exclusión 
de dimensiones regionales o locales que son particularmente importantes para 
describir y entender problemas ambientales. Adicionalmente las cuentas 
económicas nacionales son más fáciles de compilar que las regionales, debido a 
las restricciones de datos con respecto a las corrientes económicas a través de las 
fronteras de regiones subnacionales.  Sin embargo se pueden realizar 
aplicaciones experimentales del SCAEI en grandes regiones del país, con miras 
a promover una posible regionalización del sistema. 
•  Debido a la compilación de la información y a la compatibilidad con el sistema 
de contabilidad tradicional, la valoración del costo de mantenimiento, la 
valoración de mercado y el método del precio neto son considerados los 
métodos de valoración más adecuados para su aplicación dentro de la   106 
contabilidad ambiental.  Sin embargo en el caso de los recursos no renovables 
estos métodos de valoración pueden ser complementados por el método de 
asignación del costo del usuario, reflejando un concepto de sostenibilidad débil.  
En el capítulo tres de este trabajo se mostró cómo la valoración dentro de las 
cuentas integradas puede lograr un alto grado de integración de información 
ambiental y económica. Sin embargo la valoración monetaria se puede volver 
relativamente arbitraria, dada la escasez de información de la inclusión de la 
actividad humana y de los procesos naturales en la actividad económica. 
•  Los evaluadores y planificadores han expresado su preocupación sobre la 
percepción económica y política negativa de las implicaciones del uso del PINA 
en l ugar del PIB, como un indicador del desempeño económico.  Estas 
preocupaciones se basan en las comparaciones del PIB de los países, las cuales 
se utilizan básicamente para tres grandes propósitos: examinar la fortaleza 
relativa de las economías,  distribuir la ayuda para el desarrollo e identificar 
oportunidades de inversión. Sin embargo estas preocupaciones están siendo 
contestadas progresivamente por quienes abogan por el desarrollo de sistemas 
complementarios de contabilidad económico ambiental integrada. En la presente 
etapa de desarrollo de estos sistemas de contabilidad, las comparaciones 
internacionales del PINA están siendo impulsadas por una proliferación de 
diferentes enfoques, incluyendo técnicas de valoración y diferentes cubrimientos 
de los activos naturales.  Además cuando sea posible comparar el PINA de un 
mayor número de países, se podrá observar la cantidad total del consumo de 
capital --incluyendo el capital natural-- y de aquí también se podrá observar la 
cantidad consumida de capital natural (al comparar el PINA con el PIN).  Aún 
cuando los esfuerzos para estos cálculos pueden ser mayores en un país que en 
otro, el esfuerzo para estimar dichos indicadores puede demostrar el 
compromiso del gobierno con la conservación de los activos naturales de la 
economía.  Dicho compromiso puede atraer financiamiento internacional y 
mejorar la imagen de dicho país.   
•  De todas formas se debe ser cuidadoso con los agregados ajustados 
ambientalmente, dado que pueden tener desventajas políticas sobre los 
agregados convencionales. Los agregados ambientales no son adecuados para 
indicar una dimensión total, ambiental, social y económica del desarrollo 
sostenible. Aún cuando la comparación entre el PINA y el PIN pueden ayudar a 
identificar los costos ambientales,  el PINA no incluye información de 
desempleo, igualdad social o un rango más amplio de costos ambientales que no 
pueden ser cuantificados o monetizados.  Dado lo anterior, el crecimiento del 
PINA no debe ser el objetivo primario de las políticas económicas aún cuando 
en términos relativos un PINA en aumento es económicamente más sostenible 
que un aumento en el PIB. Para lograr una mejor visión del desarrollo sostenible 
los indicadores ambientales y sociales en términos no monetarios, así como 
otros indicadores económicos, deben ser usados en conjunto con el PINA para 
así lograr un cambio de la política económica primaria, que es el crecimiento 
económico.   107 
•  A pesar de ser un esquema relativamente simple no deja de tener complicaciones 
importantes. Primero, la identificación de los gastos de protección ambiental 
dentro del consumo final e intermedio no es fácil de realizar. Las empresas no 
desagregan sus gastos ambientales dentro de la contabilidad y algunos gastos, a 
pesar de tener impactos ambientales positivos, se consideran más como mejoras 
en la productividad y aumentos en la inversión global que como protección 
ambiental propiamente dicha. 
•  Aunque el problema de la valoración económica de los activos ambientales es 
difícil de resolver, ha sido abordado con buenas propuestas en el esquema 
sugerido por Naciones Unidas. Sin embargo el problema de la valoración está 
lejos de resolverse y a medida que más se investigue el tema, seguramente 
habrán otras propuestas probablemente mejores. No obstante, independiente-
mente de las dificultades conceptuales o prácticas que se presentan para aplicar 
métodos de valoración alternativos, lo importante es llegar a consensos 
metodológicos que permitan un máxima eficacia, así como ampliar las 
posibilidades para la realización de comparaciones internacionales. 
•  Si bien es un hecho significativo pasar del PIN a PINA, de todas formas estimar 
el PIN (a partir del PIB) es todavía un reto muy complicado debido a las 
dificultades que se tienen para estimar la depreciación del capital fabricado por 
la actividad humana. Por otra parte es necesario darle un lugar especial a la 
categoría de activos ambientales, ya que no sólo deben ser tratados como los 
activos económicos producidos, sino que adicionalmente se debe definir cómo 
se estimará la tasa de depreciación del capital natural. En efecto, si bien el 
agotamiento debe entenderse como depreciación del recurso natural, el problema 
económico radica en conocer cuál tasa debe considerarse para medir el desgaste 
de los activos naturales y cuáles son los criterios empleados para estimarla para 
cada recurso ambiental.  En este punto hay que recordar que no todos los 
recursos ambientales tienen el mismo desgaste, los que están estrechamente 
relacionados con las actividades económicas tendrían tasas de degradación 
ambiental más elevadas y en aquellos como el aire, el agua y el uso del suelo, su 
estimación sería mucho más compleja. 
En relación con los avances alcanzados en los diversos países contemplados en este 
trabajo, se resaltan las siguientes conclusiones: 
•  Alemania ha logrado gran parte de la construcción del sistema de cuentas 
integradas (no calcula agregados ajustados), además el concepto alemán 
mantiene un balance entre medio ambiente, política y economía.  Sin embargo 
algunas partes del concepto están en la etapa de adaptación y requieren 
aplicaciones adicionales para su desarrollo.  El sistema integrado alemán 
compuesto de módulos,  retrata temáticas parciales, que al ser sumados generan 
una amplia visión de la situación de la situación ambiental del país.  Este 
sistema no produce un único indicador (PINA) sino varios indicadores físicos y 
monetarios.  Este sistema no se aleja del convencional, más si lo complementa 
proponiendo un sistema de matrices físicas de insumo producto.     108 
•  Alemania ha l ogrado desarrollar un concepto de balance entre argumentos 
científicos, requisitos políticos y posibilidades estadísticas. Sin embargo se debe 
tener claro que aún algunas partes significativas de este esquema se encuentran 
en estado de adaptación y algunas otras requieren trabajos adicionales. De todas 
formas el caso de Alemania es un buen ejemplo, dado que varios países han 
tomado ulteriormente en cuenta su iniciativa modular, que como se dijo antes 
busca retratar partes de una temática para lograr una visión general.  
•  En Colombia se buscó la institucionalización del proceso de construcción del 
sistema de cuentas ambientales no solo en la institución encargada de las cuentas 
nacionales (el DANE), sino también dentro de las demás instituciones 
relacionadas con temas ambientales alrededor del Comité Interinstitucional de 
Contabilidad Ambiental (CICA). No obstante esta iniciativa se ha visto 
notablemente frenada desde 1998 y los resultados no han avanzado 
significativamente, en parte porque el CICA se ha dedicado a evaluar el trabajo 
hecho desde entonces, más que a continuar en la generación de nuevos 
productos. Adicionalmente los esfuerzos anunciados por varias instituciones al 
respecto (espacialmente por el DANE) no se han concretado hasta la fecha en 
resultados que hayan sido divulgados hacia el exterior de dicha entidad. El 
conocimiento de estos resultados sería de vital importancia para poder avanzar 
en el análisis de los mismos y en el diseño de las decisiones de política 
pertinentes. 
•  Teniendo en cuenta el  carácter multisectorial de los temas ambientales, es 
recomendable que el CICA retome el liderazgo para la implementación de las 
cuentas ambientales en Colombia.  Sin embargo es igualmente recomendable 
que sea el DANE quien centraliza estas actividades interinstitucionales, teniendo 
en cuenta su papel de liderazgo que le corresponde en la construcción y 
administración del sistema de contabilidad nacional.  
•  La forma en que el DANE incorpora los recursos naturales (petróleo, carbón y 
gas) dentro de las cuentas ambientales, presenta el inconveniente de no haber 
enfrentado el reto de proponer una solución a la estimación del valor del stock 
de estos recursos.  Al respecto las propuestas de valoración formuladas en el 
esquema de Naciones Unidad sugieren varias alternativas que permitirían 
avanzar de una forma más rápida en la solución de este aspecto básico de este 
tipo de cuentas.  
•  Para la valoración macroeconómica de los recursos naturales nacionales es 
fundamental el ejercicio que realizó México a partir del estudio de caso de las 
cuentas integradas económicas y ambientales en cooperación con el Banco 
Mundial y la Oficina de Estadística de las Naciones Unidas.  Su actual 
transformación en el sistema de cuentas integradas de México es la fuente que 
lleva a una sistematización más clara de los datos requeridos por la valoración 
económica para las cuentas nacionales. Su limitante es que ha privilegiado solo 
ciertos temas como son la explotación forestal, la explotación del petróleo y la 
contaminación del agua y del aire. Sin dejar de considerar que estos temas son   109 
importantes, existen otros relacionados con los recursos naturales y la diversidad 
biológica que se han dejados de lado o que se aplazaron para etapas posteriores. 
•  En el caso de México uno de los grandes problemas enfrentados  fue no solo que 
las orientaciones económicas y ambientales son muy distintas, sino también que 
las dos disciplinas son practicadas por diferentes expertos y apoyadas por 
instituciones diferentes.  Esto condujo a problemas al contactar a los diferentes 
expertos y por ende a problemas operativos en la implementación del sistema 
integrado.  
•  En México los métodos más utilizados para asignar un valor económico a los 
activos no producidos que considera la metodología del sistema de cuentas 
integradas fueron los de la  renta neta (El Serafy) y de los costos de oportunidad 
del recurso. Para cada tema estudiado se aplicaron más de uno de los métodos de 
valorización con el fin de confrontar los resultados. 
•  En México se deben realizar ajustes para lograr un mejor uso de las 
estimaciones del PINE.  Uno de ellos es que el sistema de cuentas integradas de 
México presenta las mismas limitantes que tiene el SCN. Tal como lo reconocen 
sus propios autores, falta incorporar el sector informal y el autoconsumo. Este 
último concepto es importante, considerando que en zonas rurales gran parte de 
sus ingresos no son cuantificados en términos monetarios, pues se excluye la 
producción para autoconsumo dentro de los hogares.  En este punto también 
debe pensarse en la posibilidad de cuantificar el trabajo familiar y el doméstico. 
•  En Papua Nueva Guinea el objetivo primordial del caso de estudio no era 
brindar una medición acertada de los costos ambientales del desarrollo, sino 
principalmente mirar la posibilidad de implementar un sistema de cuentas 
integradas en un país con limitados recursos financieros.  Este trabajo fue por lo 
tanto llevado a cabo en un corto espacio de tiempo y con recursos humanos y 
financieros escasos, pero con la cooperación de expertos de organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales.    
•  En Papua Nueva Guinea es necesaria una mayor investigación respecto al uso 
actual de las cuentas modificadas y los indicadores contables en la planificación 
sectorial y de políticas. 
•  El caso de estudio de Papua Nueva Guinea muestra las brechas de información 
que existen en el país y las cuales deben ser  cerradas con numerosos supuestos 
y fuertes estimativos.  Por lo tanto esto demuestra la necesidad de contar con  
cooperación para poder identificar las prioridades en la recolección de datos 
ambientales. 
•  Los casos de estudio de México, Colombia y Papua Nueva Guinea, por ser 
proyectos piloto, mostraron la necesidad de una mayor discusión y ensayos de 
los diferentes métodos de valoración utilizados en el cálculo de los costos de 
degradación y agotamiento.   110 
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